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CAPíTULO

De los contratos

La palabra contrato, compuesta de las latinas CUl\1 y TRATlO,

('(¡\linde á traer en uno. Algunos escritores dicen que contrato equi·
nlle ií trato con otro; no existe sin 'lue las voluntades de dos ó más
1)('rSOUll. concuerden en dar alg'una. cosa ó prestar ó no prestar alg'ún
crvieio (art. 1.254- del Código, que corresponde á lo dispuesto en la.

LI'Y :l.' Dig'. DE OBLIGA'l', ET AC1'. é InRt. PRINC. DE OBLIGA'r.)

La pfl.lalmt convención es genérica; es ese mismo trato con otro,
illl[HIl'stO pOlo las necesidades de la vida, pues, como dice Ahrens, el
hOlllbre no se 1)asta á, sí mismo, y annque es el ser más perfecto y
Hui versal d pende, dada Sll naturaleza finita y condicional, más que
niug'ílJ1 olro de la ayuda y concurso de sus semejantes. r~a conven­
eiún constituye un gran círculo dentro del cual se desenvuelve la
voluntad en la convivencia social. Con menor radio que aqnélla
(,MUí el contrato; supone exigencia jurídica, ó sea obligación con sn
notll coactiva, Según Giorgi, el contrato es figura jurídica encami·
Jllula (t crear una obligación. Este concepto achica la naturaleza de
aC¡llpl; para nosotros el contrato es el marco de la obligación; en él
aparecen tantas figuras como convenciones jurídicas se establecen
pOI' imperio de 1<"l> volun tall concertada, desenvolviéndose ésta cou
arreglo á la ley que ('13, á la vez, norma !lupletoria de la determina­
ción individ nal.
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Ulpiano no definió el contrato, si que la convención, cuando dijo
que era DUORUM VEL PLURIUM IN IDEM PLACITUM CONSENSUS,
y aííadió, dá,nuole ese carácter genérico propio del gran círculo {(,
que nos hemos referido, CONVENTIONIS NOMEN GENERALE El:i~r lIT.
ELRGANTER DICA'l' PE'l'RUS, 1'UM NULLUM OBLlGA'l'IONEM QUlJi:
NON HABEA'l' IN SE CONVEX'l'IONEM: SIVE RE, SIVE VERBU FJA'I'.

Historia de la contratación

En Roma, apagada la luz espiritualista de la contratación que
. alumbró durante sns primeros y fugaces tiempos, se exigió, para qne
bubiera contrato, cansa civil de obligar; ésta pasó por varias vicisi­
tudes fundadas en la prevención y en el recelo, y sobre todo en la
perenne lucha que hubo entre el JUS CIVILE, duro y seco, y el JUS
GENTIUM, elástico y jugoso. Dos elementos requería el contrato para
sn eficacia.: la voluntad de las partes, producto del STATUS INDIVI­
"OUI, expresada en forma de consentimiento, ó sea el-factor espi.ri­
tual; y el material ó formal, constituído por la manera como aquél
se traducia en un si.stema preestablecido de ineludible observa.ncia.
Este último elemento fué, primeramente, la palabra (vERJ;ns) median­
te la que se manifestó dicha causa; su primitiva forma fué el NEXUM,
tratándose de obligaciones, y la MANCIPATIO si de transmisiones de
<1ominio en cosas propias' del derecho quiritario. Tanto el NEXUM
como la MANCIP.ATIü, exigente esta última de la tradición, reque­
rían la presencia de cinco testigos, del que sostenía la balanza (LI­
llRIPENS), y el peso (le las monedas, símbolo de la deuda que se
contraía por virtud del NEXUM; éste y la MANCIPATIO tenían palabras
sacramentales con cuyo empleo se creaba el vínculo jurülico, tan
robusto é ineludible que, no ya solo los bienes. sí que la persona elel
deudor quedaban sujetos al contrato, produciendo este ligamento
nna de las formas que revistió la esclavitud. Pero la ley pretoria,
compadecida de los deudores ante el trato que los acreedores, sns
dueños, les infligieran, abolió los efectos personales del NEXUJI,f,
prescribiendo que aquéllos solo respondían con sus bienes, lo cual,
como dice Tito Livio, constituyó una conquista de la libertad civil
por la })lebe romana, de fecha memorable en la Historia de Roma..

Despojado el NEXUl\1 de esa bárbara til'anía, apenas si se
aplicaba; hubo de sncec1erle otra forma también verbal, llamada
PROMISSIü JURATA; consistía en la promesa solemne, hecha á los
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(lio e ,d 'umplir una obligación determinada. En la formación del
<'ontml< e promiscuó el carácter civil y el religioso. Aquélla se
apli'ó 11 la promesa que 'hacía el liberto á su patrono de prestarle
d terminado ervicios, en correspondencia á la libertad que le
otorg-ara tomando el nombre de PRo~aSIO JURATA LIBERTIS; tam­
hién ~l' mpleó en la constitución de dote. Pero estos contratos vel'­
hal .' hubi ron de ceder á la Sl'JPULATIO, que quedó como tipo de
I'\lo r Ilnró ha ta lo últimos tiempos, pues en la época de Justi­
niano rilé regulada la estipulación como un contrato {1 la sazón
\'ig-t ntl'.

8ig'l1iel'on bregando el JUS mVILE y el JUS GENTIUM; el primero
lIlantenía la prerrogativas históricas que el segundo pugnaba por
a(1l1uirir. En un principio, la estipulación no era un contrato
n-rllal, 'irlO la 81'0 S1O, porque la fórmula única mediante la que
lll/U I l' con litnía, era la pregunta:-iSpoNDES~ (&Prometes'),
· t'~nida el la re puesta:-SpONDEO (Prometo). Sin el empleo de
('sta palahra no snrgía el vínculo; más que nulidad, había inexis­
tt'lWi:1 (1 I contrato. Pero fueron esfumándose las fórmulai::l, rena­
ciendo el espiritualismo y prescindióse de la sacramental SPONSIO,
d IIHwtladol'a de aquélla congruencia de palabras. A la SPONSIO, con­
j rato dl'l Derecho civil, vino á, oponerse la STIPULATIO, de Derecho
llatlll'al Cjn admitía varias fórmulas, sin exigir la palabra SPONDES,
· inu otras equivalente, como PROMI1'~IS, DABIS y sus contestacio­
nI'. 111l1Hllle no fue en absolutamente iguales, á base de que hubiera
('lJI'l'l'sJlollllcncia, en el fondo, entre la pregunta y la respnesta; y
cOlno {¡ p sal' d esta variación siguiera teniendo la pala,bra el valor
lIt' pI mento es ncial elel contrato, se rlecía: VERBIS CONTRAHITUR
O'BLW·A'rIO. 'ouio se tomara con prevención esta forma contractual,
lln ' (~onsideró:í. la palabra como signo únicodelconsentimiento,seaña­
(lió nna segunda expresión de la cansa civil, la ele las letras (LI'fl'ERA),
('!llanada de la costumbre; así, ClIando una persona recibía ó prestaba
t1inpro á otra, lo asentaba en el CODEX que era el diario borraclor
c10nde e anotaban los gastos é ingresos de la familia. De éste, se
· arahan los asientos para llevarlos al libro del dendor y del acreedor
ljllt> tpnían que corresponderse. Para mayor garantía, el deudor
ilOnía la nota en el del acreedor y éste á su vez en el de aquél; el
(1('1 primero se llamaha CODEX ACEPTI y el del segundo CODEX
'PENSl, y aún ruando el dendor no hiciese constar la cantidad en el

. ('ODli: AOEPTI, no importaba, pues ya hahía puesto la not~1 en el
libro del acreedor. A estos a. ientos se les llamó NOMINA TRANS-
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CRIPTA, porque dellibro,borrac1or se tr.anscribían al CODEX en s
parte ACEP'I'I Ó en su parte SPENSr. Esta fué la SPENSILA'I'IO, su
tituída por la de los documentos llamados QUIROGRAFUM y SINGRA

FUM; por los primeros se hacía constar la existencia de una obli
gación con la firma del que la constituía, y por los segundos apare
cían las firmas de ambas partes (deudor y acreedor). Esta forma u
contratar dió origen á la excepción NON NUJYIERA'I'A PECUNIJE

«ele dinero non conta,do», como la llaman las Partidas.
A los contratos verbales y literales se les añadió el element

que llamaríamos de corporalización, de entrega de la cosa, merce
{L la cual se contraía la obligación. á base de que mediara consenti
miento. De este modo surgieron los contratos reales RE CONTRAHI

TUR OBLIGA'I'IO. El primero fué el llamado de fiducia, con el cual a
se transmitía la propiedad de la cosa, pues el acreedor venía obligad
á devolv~rla una vez cumplido el objeto del contrato; la fiducia fu
(lecayendo y, en cambio, cobraron importancia el mutuo, el como
elato, el depósito y la prenda. Como fueran insuficientes, para aro
pliarlos, ~7 sin perder su propia naturaleza, se introdujeron los con
tratos innominados DO UT DES, DO U'I' FACIES, FACIO UT DES Y FA

ero UT FACIES. Entre ellos figuraron la permuta y el contrato'llama
do estimatorio, ó sea aquel por el cual una persona entregaba á otr
cierta cosa previamente tasada ó evaluada para que la vendiese
le abonase el precio ó bien aquélla si no la enajenaba, lo cual cona
tituye una comisión. También existía el precario, consistente en 1
entrega de una cosa á otro para que la usase, dependiendo el tiemp
de su duración de la voluntad del dueño. En los contratos innominado
la acción era genérica, llamada PRESCRIP'I'IS VERBIS, á diferencia el
los contratos nominados que producían la de su nombre. Aquéllo
concedían el JUS PENITEN'I'I, dando lugar á la acción llamada CON

DIC'I'IO EX P<ENI'I'EN'I'IA Ó CONDICTIO CAUSA DA'I'A, CAUSA NO

SECUTA, y consistía en que si una parte no cumplía lo convenido, 1
otra podía arrepentirse recobrando su libel'tad.

Espiritualizado el DerecllO, surgieron los contratos consensuales
-SOLO CONSFoNSU CONTRAHI'I'Ul~ OBLIGA'I'IO-Ó sean aquellos en
que se contrae la obligación por el solo consentimiento; pero fueron
una excepción para casos extra,ordinarios. Entre éstos se 'compren·
dieron la compraventa, el arrendamiento, el mandato. la societlad y
otros varios; pero no obstante la aparición de esta forma de contra·
tal', falta elel decoro y vil'tllaliilad que le ha dado el Derecho mo­
derno, subsiiltió en Roma la distinción entrQ pactos y contrato8,
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l' IU moranza de la lucha secular entre el ros CIVILE y el JUS

(m l'lUl\f,
~ro priva ya la doctrina romana, envuelta en la prevención y en el

r -celo' la forma ele contratar se ha sustraído á las exigencias del
. i tellla formulista, y en la misma Cataluña, devota del Derecho
romano apena si las prescripciones de éste han arraigado. Oon
('tccto;el lib. 2.·, rúb. 4.a de las Oostumbres de Tortosa encierra
aná.logo principios al contenido en la ley única del tít. 16 del Or­
denamiento de lcalá, opuesto á lo prescrito por la ley de Partida.s,
~. tal auge ha adquirido ia doctrina espiritualista, que los juriscon­
:'llIltos catalanes aceptan, como supuesto básico de la teoría geueral
d«.> ht contratación, las saludables prescripciones del Derecho canó­
ni 'o contenida en la Decretal de Gregario IX DE PAC'l'IS, 1, expre­
. adn ('on e t hermoso axioma: PACTA. QUANTUMCUMQUE NUDA. SER­
\'A,DA 'V. l' (]ue iruLJidió el renacimiento en el siglo XII de la
ditltinl'Íón entre P.A.C'TA y 'ONTRAC'l'US intentado por la eseuela
(ll' ilolonia.

Obligatoriedad del contrato

'rodas las legislaciones han provisto de sanción eficaz al derecho
l))'odll ,to del mismo, lo cual arguye que su fundamento es general
'('niíl 's este? Según Grocio, Puffendorf y Bnrlamaqui, el principio
cll- ,'ociabilidad ó el del pacto social; en sentir de Hegel, Kant y
\\'l\rtclJ, fundadores del sistema de la ocupación, ele la posesión y de
la tradición la promesa, como una abdicación del derecho) y la acep­
ta -iÓll como una apropiación del mismo, ya que quedó sin dueño,
l' 'elucido todo esto al concepto de una tradición; según Rrug, ese
fundamento estrib~t en el abandono de la libertad propia por el pro­
mil'nte, bajo el patrocinio del principio citado por dicho pensador,
YOLENTI NON Fl1' l 'JURI.A.; según Bentham, fundador de la escnela
utilituria, el deber CIue tiene el hombre de mantener lealmente sus
prom sas en interés propio, porque, de otra suerte, perdería la con­
Ihmzct pública y no habría personas que quisieran contratar con él;
!wgún Ahrens, la conciencia y la razón que mandan hacer el Bicu,
11ehielldo respetarse las promesas propias, porque si fuera lícita sn
violación seharía imposible la vida del Derecho, la Sociedad uo
('xil:,tiría y el hombre quedaría reducido á sus mezquinas fuerzas
illclivhluales, sistema que desenvuell'p, el filósofo de Granz (lentro
uu arm llisIllO para hermanar la moral con el inJ,tlrés, apoyándolo en:
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el postulado NEMINE LJEDERE, de. tal potencialidad éste, que á. él se
acoje Rosmini al decir que el fundamento del vínculo contractual
está. en no hacer mal á otro, intentando arrebatarle su propiedad.

A esta exposición cinematográfica de los sistemas, se añade el
de la veracidad, sostenido por Vico, Frús, Bérime y Tü;;sot, quienes
dicen que el hombre debe ser fiel á sus pactos, mantener sus prome­
sas, que le obliga á decir la verdad; si habla, y al hablar promete, la
veracidad, ley nacida con el hombrel.le obliga al cumplimiento.

Giorgi, en su «Teoría de las obligaciones», sostiene, como fun<la·
mento del derecho contractual, la veracidad, no extendida ésta sola·
mente á. las palabras, en el sentido más extricto del vocablo, si qne
á todo medio de la manifestación de la voluntad, incluso mediantCi
signos indirectos, y dice, que aquélla consta de un doble elemento:
«interno Ó implícito, la voluntad de enajenar la libertad propia en
]1l'ovl\cho ajeno, dentro de los límites de la convivencia social, y ex­
terno, esto es, la manifestación sincera de esta voluntad».

Admirablemente desenvuelve este sistema tan ilustrado escritor
italiano y ponerle reparos equivaldría á. profanar tan sagaz sentir.
No oustante, para nosotros, el fundamento racional del vínculo
contractual es el mismo que el del Derecho: la condicionalidad tem­
poral y libre de la vida para que el hombre pueda cumplir su desti·
no, pues como ser finito necesita del concurso de sus semejantes,
del apoyo de la Sociedad y de la protección de la Ley. Cuan<lo con·
trata, no enajena su libertad, porque ésta es inalienable, lo que hace
es condicionarla, restringiéndola si es el deudor, contrayendo una
exigencia jurídica en favor del acreedOl', y tanto por todo eso, como
]Jorque con el consorcio de voluntades sobre hechos, servicios ó
fLl>stenciones, surge una norma que los contratantes elaboran y que
al ser hija de su consentimiento es deber de ellos enaltecerla y CUIll­

plirla con la honorabilidad sellada á sus hechos y á sus dichos, co­
bra eficiencia el vínculo contractual, con fuerza sancitiva civil, ull¡io
el patrocinio de la ley, no fuera <le ella, mediante cuyo estableci·
miento se contraen, modifican ó exting'uen relaciones jurídicas deu­
tro del orden general del Derecho.

Lllzy del contrato

DiC!, COlilta que el Derecbo aragonée prescribe se atienda y
guarde la voluntad (le los particulare& antes ql1e lo preceptuado en
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la Legisla ión, investida por este hecho de carácter supletorio, con­
r rme al adagio jurídico «pactos rompen leyes». Es muy cierto:
al111 'lla legislación ha aceptado el principio fundamental STANDUM

Ji: T ('RAR.1'1E, aplicánclolo con sus lógicas consecuencias á todas las
)('laciones de la vida civil y aparece expresado en la Observancia
1H Dl<: FIDE INSTRUMENTORUM, libro 3.0

, con estas palabras: JUDEX

Dl<1BE'L' S1'AR.E SEMPER ET INDICARE AD CARTAl\i, ET SECUMDUM

~UOD IN EA CON1'INETUR, NISI ALIQUOD IMPOPSInILE, VEL CONTR.A

J NATUR.ALE CON1'INETUR IN CA, etc.
E)~ Aragón la simple promesa de dar ó hacer alguna cosa no

.pl'oclnce obligación; el promitente no está obligado á cumplirla, á
no el' que esté confirmada en instrumento ó que por lo menos se
1\1'11 be que medió justa causa para la promesa, surtiendo efecto en
• to dos últimos casos, aunque la promesa se hubiera hecho lÍ, un
au eute. Fuero único DE P<ENIS SINE CAUSA, Observancia 40 de
ti E ERAL PRIVILEGIIS y 6.a DE CONFESIS.

El Oódigo no proclama en absoluto la soberanía del contrato,
\la eticacia á esta norma en el arto 1.091, con el cual se enlaza
1 1.255, prescriptivo de que los contratantes pueden l:"stablecer los

pactos, cláusulas y condiciones que tengan por conveniente, siem­
l)1'e que no sean contrarios á las leyes, á la moral, ni al orden llú­
hlico. Las leyes á que este precepto se refiere son las de carácter
obligatorio, las que se manifiestan como prohibitivas, ó que sin esto,
<'xpresan principios fundamentales de justicia contra los que no se
¡HIede atentar, ó determinan los requisitos esenciales del contrato,
(le modo que sin ellos éste no tiene existencia. Bajo la palabra
<<I110ral», compréndense las buenas costumbres, esas reglas éticas
. in las que la sociedad no se comprende, derivadas de un orden sn­
pcrior al que el hombre debe prestar obediencia y nunca rebelarse,
y por orden público debe tomarse lo que es permanente y eseucial
de las instituciones sociales, entre éstas las jurídicas, como la Fr.\,­
milia y la Propiedad, desenvueltas en sus respectivos círcillos y
mantenienclo entre sí la debida correspondencia. Sánchez Román,
lomando como sinónima.s las palabras «interés» y «orden público»
(sinonimia que no aceptamos, lJlles son especies del género «llt.ili­
(la.1 social»), dice que por ellas debe entenderse « todo lo que CODS·

1ituya el orden general elel derecho preceptivo y uniforme, aunque
f>n sus aplicaciones concretas se presente ofreciendo una encarna·
ción particula.)')}, Es de citar la Res. ele 24 de Enero ele 1898, ele
que la facultad de otorgar la licencia marital no puede ser válida·
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mente concedida -á ningún apoderado, porque procede del supério
precepto del Legislador que, por razones de interés social y de go
hiel'no y régimen de la familia, la concede expresamente al m
ri<10 y es intransmisible.

El Oódigo condiciona la ley del contrato de tres maneras: pI'
hibiendo que con los pactos, cláusulas y condiciones se contravenga
las leyes, la moral ó el orden público; prescribiendo que la va
liflez y CUml)limien€o de los mismos no quede al arbitrio de uno el
los contratantes, porque en est,e caso quedarían ilusorios, se daría lu
gar 'á la mala fe y carecerían de esa nota obligat<>ria para los que lo
.celebran, y por último, disponiendo que solo producen efecto entr
las partes y sus hered~ros, salvo en cuanto á éstos, el caso en qu
los derechos y obligaciones derivados de aquéllos no sean transmisi
bIes por naturaleza, por pacto, ó por disposición de la Ley.

Acabamos de relacionar el arto 1.255 con el 1.256 y 1.257 qu
exaltan y condicionan la soberanía de la norma contractual. Par
ilustrar este clis0urso citaremos la siguiente jurisprudencia: Es vá
lido el pacto de no transmitirse la propiedad de la cosa vendida a
comprador hasta abonar éste el último plazo ele su precio, y en s
consecuencia, si no se abona alguno de los últimos, se entiende qn
se transmitió solo el uso ó disfrute y puede reclamarse por el vendedo
la propiedad (Sent. 6 Marzo de 1906, cuya doctrina no convence
Manresa; él considera inmoral ese pacto, de cuya opinión no partí
cipamos, porque nadie obliga al comprador á que lo acepte; dt'l in
cumplimiento de su obligación dependía el que la finca revertiese a
vendedor). No es válida la promesa de renuncia á los derechos her6
ditarios de persona viva, por ser opuesta á la ley (Selit. 3 ele Juli
de 1902). Es nulo, po~ inmoral, el pacto en que se estipula q ne e
acreedor pueda apropiarse la cosa dada en prenda, cuanelo, transcn
nido el plazo, no la hubiese retraído el deudor (Sent, 3 de Noviem
ore de 1902). Es válido el pacto de venta de finca hil,otecada, e
subasta extrajudicial por el acreedor. (Véase la j urisprudeneia
doctrina del Oentro directivo citadas en el Cal)ítulo X del tomo IT)
No existe disposición alguna que prohiba al vendédor continuar
con anuencia del comprador, en la posesión de los bienes enajena
dos, ya que esta condición no infringe el arto 1.255, ni la Pl'ag
mática de Gerona de 1384 (Sent. 15 Enero de 1904). La c1esignació
de tilla Ó varias personas hecha }lar los interesados en una testa
lúentaría, sociedad ó comnnidad para que, como couladores, liqui
den, dividan y adjudiquen el haber, no con~tituye un mandato y s
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1111 cOlltrato autorizado por los arts. 1.254 y 1.255, que los contra­
tau! s (Ieben clllnplir extrictamente (Sent. 22 Diciembre de 1908).
La ,"cuta de un terreno con la condición de destinarlo á un objeto
dl'lcl'lllinacIo so pena. de volver á poder del vendedor, devolviendo el
pt' 'cio xige que se dedique siempre á dicho objeto ó vuelva su do­
minio al primitivo propietario (Sent. 21 Mayo de 1892).

E ludiando el arto 1.256 pregúntase si es nulo el contrato cuya
vali(l í\ 6 cumplimiento se hayan dejado al arbitrio de uno de los con­
(ra(antes 6 si la nulidad es solo de la cláusula ó pacto en que tal
. aa se establezca. Entendemos lo primero, porque semejante facul­
(ad nula PElt SE, es :visceral y afecta á la esencia de la convención

]'urídica' este precepto no es aplicable cuando en el pleito no se ha
o ,

cli 'u tido la validez 6 nulidad de una escritura cuya eficacia nadie
ha (lesconocido (Sents. de 5 y 20 de Mayo de 1896). Ese artículo es
inaplicable al caso de que, demandada una de las partes que en el
contrato intervinieron, dejara de venir al juicio (Sent. de 10 de
.1 uuio de 1896).

•'egún el art. 1.257, los contratos solo producen efecto entre las
parles que los otorgan y sus herederos, salvo las excepciones que d
¡n'ecepto ontieue. Este rige en Oataluña (Sent. 8 Enero de 1892).

Para que obliguen á los herederos los contratos que otorguen
nB causantes, requiérese que los derechos y obligaciones, producto

(lo los mismos, sean transmisibles, es decir, del orden patrimo­
nial y aún cuando tengan este carácter, el pacto no los haya
he 'ho 1> rsonalísimos, pues entonces fenecen con la muerte del con­
tratante. .l3o son transmisibles aquellas que la ley no les l1a este
ellráctel', ni las que son por naturaleza, por ejemplo, las de hacer, si
e trata de ocupaciones que exijan aptitudes especiales; siu que de

nada valga el pacto mediante el cllal los contratantes dispongan que
e os derechos y obligaciones intransmisibles pasen á los herederos,
pues ni aquéllas pueden ir contra la naturaleza del derecho 6 de la
ohligación, ni revelarse contra la ley prohibitiva.

P~1ra los tercel'os, es decir, para los extraños al contrato, lo con­
v nido en éste no les obliga; aún cuando estén ligados por un con­
(rato distinto con alguno de los contratantes, y aún con referencia ft,

lo mismos objetos, habiendo venido á ilustrar este punto la senten­
cia de 18 de Octubre de 1897, de que no es nula la enajenación
11 cha por el dueño de un inmueble vendido, que contra¡jo antes la
ouligación de no venderlo sin tener satisfecha una deuda" pues esta
obligación, de carácter l~ersonal, en nada afecta al dominio. Oreemos



que esta doctrina no reza en el caso de hallerse estipulado, en una
escritura de venta á plazos, que el comprador no podrá enajenarla
mientras no tenga satisfecho el precio, porque no se trata de una
deuda particular del deudor, sino de la de pago del precio no satisfecho
de la misma cosa, cuyo nue,vo adquirente puede enterarse por el
Reg'istro de la condición con que fué otorgada. La acción de retracto
es de naturaleza real; de modo qlle no se opone el arto 1.257 á su
qjercicio, por quien no es contratante, ó contra quien no lo hubiere
sido (Sent. 11 de Octubre de 1905).

Los terceros no lmeden mezclarse en los contratos, ni pedir Su
llulirlad, sin peljuicio del derecho de impugna,rlos y pedir su resci­
sión cuando se hubieren otorgado en fraude de sus derechos; así lo
declaró la Sent. de 18 de Abril de 1901, de que no teniendo causa
ni representación ninguno de los contratantes que intervinieron en
el contrato, carecían de acción y personalidad para impugnar la
validez y eficacia de la transferencia que de sus allciones hizo un
socio.

Si el contrato contuviere alguna estipulación en favor de un
tercero, éste podrá exigir su cumplimiento, siempre que llUlliese
hecho saber su aceptación al obligaclo antes de qne haya sido aqué,
lla revocada. I,

Prescriben las leyes 137 Dig. DE VERB. OBLIG.; Inst. § 4.° DE
lNU1'. STIP., aIllicadas en Sents. de 13 de Diciembre de 1867, 24 de
Febrero y 21 de Octubre de 1865; 18 Noviembre de 1868 y 12 No­
viembre de 1870, que, por regla general, nadie se obliga ni estipula,
sino por sí mismo y por sus herederos; no obstante, añade la ley
penúlt. Oód. AD EXHIB. y ley 126 Dig. DE VERB. OBLIG. que si la
ú])ligación fuese estipulada" en favor de un tercero, tendrá éste
acción para pedir el cumplimiento del contrato. El Código no se ha
separaelo elel Derecho romano; lo único que hace es aclarar que ese
elerecho elel tercero surge en el caso ele que hubiese hecho saber su
aceptación al obligaelo antes ele que se haya revocaelo la estipula­
ción, esto es, mientras goza de existencia legal, pues mal puede
surtir efecto lo que por la misma voluntael ele los contratantes se
ha extinguido con la virtud de su creación.

Esa estil,ulación á favor de tercero entraña, generalmente, una
elonación que exige la aceptación por parte del elonatario, y siguien­
do el sentir de 1\'Ianresa, creemos que exige aquélla que sea la parte
y no el todo del contrato; que lo favorable no vaya condicionado :ni
compensado por ninguna especie de oblig::tción, y qne ninguno de los

14 DERECHO FORAL Jl:SPA"&OT,
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(lnl ralaule' tenga autorización bastante Di representación legal del
'l' e~ '0 antes ó después de aceptar, es heredero del cOlltra-

n'l 1'0. "~,

1 lit no obligado, es aplicable el último párrafo de dicho artículo
)In ' lo flu n derecho de ac~ptar l~ t~nía como propio y no hereda-

1 ) ()1'1\11 en este caso habl'la confusIón.
11, I .

El arlo 1.~.37 se lla aplicado en Sent. de 6 de Oc'tuure de 1903
UI' condenó al pago de una cantidad obtenida con el premio de la

)~'I"II<l. dI' CU~'o billete se dió participación á, los presentes á virtnd
1 l'i..rla apne la entre dos personas.

De la generación, perfección Vconsumoción de 105 contratos

('OJh'idel'ado el contrato, no como marco de la obligación, siuo
IIlltl ado jurídico, tiene su generación, constituída por actos inter­

no .r ado externos, subdivididos estos últimos en preparatorios,
.1 l'l'l'fl'Cción y de ejecución, No podémos ocuparnos de los prime­
lO • :'I[icntras la voluntad consciente y libre no se exterioriza en
ItlrnHl '.·ponh\nea, no puede ser objeto de condicionamiento{) ]>01'

norma jUJ'I(lica . No así ocurre con los actos externos en sus tres
l'itucla.' cla es' el preparatorio llamose policitación, que es la propo-
i '¡'lU para contratar, de la cual se ocupa el arto 54 elel Código de
ol\)l!J'I'io y e.11.262 del Uódigo civil; éste prescribe que la acepta­

d 11 IIt'clla por carta, no obliga al que hizo la oferta, sino desde
1)11 lit' IÍ (l n conocimiento; el contrato en tal caso se presume
1 '1 'hllulo en 1 lugar en que se hizo la oferta, Mientras la
" 'l'llll'ióu d' é ta no lleg-ue á conocimiento del que la hace, teno­

1110 I,L policitación, qne no tiene eficacia; la NUDA POLLICI1'A1'IO

01 J-lml:."l'I,' SOLIUS PROMISSUM:) no obliga á nadie; pero en cuan·
tu t' 'c 'ouocimiento lleg-a al que biza la oferta, surge el perfeccio­
1l1llllil'utO del contrato.

\' )161' e cn la diferencia que existe en. este punto entre los
('Ólli~O, ,1 comercio y civil; por el primero, basta la ace!)taeión
lit 1IL oferta para que el contrato se considere perfecto; en tanto
'1 11 1', gÍln el segllUclo, es preciso que la aceptación haya llegado á
"flI.)()cillli 'nto del que bizo la oferta, (materia apreciable por el
I nbuual A )UO), y es qne los contratos mercantiles y civiles, no
(1) I LIlt 11 analogías, tienen variantes debidas á la naturaleza de1 ' ,
o, 1111 'lila. r á los intereses que representan.

• \11 cr > la perfección cuando se manifiesta el consentimiento{) por
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el concurso de la oferta y de la aceptación sobre la cosa y la causa,
lo que llamaríamos lo material y lo espiritual del contrato. La per­
fección puede ó no subseguir á la proposición, pues cabe que entre
estos dos momentos exista ese intérvalo de tiempo. La proposición
puede ser retirada por el que la hace, tenga óno interés en ella
un tercero; pero una vez aceptada, se establece el nexo jurídico,
que solo se rompe por el desistimiento de los contratantes y por la
prescripción del derecho que creara la relación jurídica. El propo­
nente puede haber renunciado á retiral' la oferta; es lícita la renuu­
cia f?i se limita {t un cierto plazo; pero no se permite la absoluta, por
cuanto representa una obligación existente antes de ser nacida, sig­
nificando un secuestro de la voluntad.

El desistimiento por parte del aceptante tampoco vale, porque
su aceptación ha casado con la oferta, á no ser que se haya hecho
con adiciones, restricciones ó modificaciones, pues en estos casos,
mientras éste no sea aceptado por el proponente, todavía no ha
surgido la perfección; ésta presupone consentimiento totalizado
accrca de la cosa y de la causa constituyentes del contrato, siendo
de citar la Sent. de 24 de Noviembre de 1859 declarativa de 'que
cuando, en el silencio de la ley, hubiesen estipulado las partcs que
la obligación no sea perfecta mientras no se reduzca á escritura,
cabe el arrepent,imiento.

Respecto ~í, la aceptación parcial de ofertas completas, su efica­
cia depende ele la conexión entre ellas ó del enlace que el proponen­
te estableciera entre los diferentes contratos, ó los distintos objetos
comprendidos en la oferta; péro esa aceptación pa,rcial no obliga
cuando se limita á una sola cosa entre otras que fUésen principal,
y aecesoria ó formen un conjunto materia de la oferta.

La consumación del contrato equivale al cumplimiento de su filJ,
y consiste en la realización de las prestaciones y en la efectividad
de los derechos recíprocos derivados de la ley y de la fuerza del
uso. Por ella se restituye á las personas que mantenían el uexo ju­
rídico al estado de libertad en que se hallaban antes de celebrarse
el contrato. Produce dos clases de efectos; unos comunes ó genera·
les á todos los contratos y otros especiales, según sean éstos.
De todos ellos se ocupa Sánchez Román, ,cuyo tratadista incluye,
entre los comunes, la obligatoriedad del contrato, mientras su UtI'

lidad ó re.scisión no sea declarada por sentencia firme; la fuerza de
ley para las personas á quienes se refiere, sin que ni éstas ni los
Tribunales puedan modificarlo; que los contratantes lmeden, por mút,uo



---
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1
. l' (lile 110 llOl'j'ul1i(jUCll Ú tercero, modificar ó revocar

\lIriO \' 1l' J11 11 " • .
11 ,1, ()II' dt'lw ('1l1l1plirse de lJnena fe; que su. obl~gatol'ledad, no
1 ,t¡('ud' ú lo e -presamcute contratado, smo a todas las COll-

, (11' 'C'IU resultado d su natill'aleza según la ley, la et}ui-
11 11 'Hl I '
1 ' ) n, () - por último, cjne por el solo contrato ú olJligación no

rtlll, Ii re el dominio de las cosas, si no media la tradición jnrí-

1
, '1 "ll'l'a como modo l1e adquirir ese derecho. Dicho tratadista·( 11 11('( , ,

MI, ('Olllll <,fllctO especiales en la consumación, los siguientes: el
1

111
l' 'lItmta. lo nrifica por y para sí y por y para sus herederos,

i h pI" ta 'ión no es personalísüua; que los herederos deben dar
11 ('( l' la ('o' a á lJue se comprometió su causante para antes ó para

.1 PI\(' de, l1 1l1ueite; que ninguno puede contratar á nombre de
tl'll. i carl'e de representación; que se entiende por terceros los
l1 ni por :í. ni por medio de sus representantes han intervenido
n l. 1t'1)l'¡Il'ión del contrato" exceptuándose el caso ele un concur-

1 1H'1' 'dores (lo mismo cabe en la quiebra, por paridad de ra­
11 • \ (1l1' las obligaciones no cumplidas por el deudor deben ba­
" e 1 fl'l'tiva en su patrimonio jurídico.

\)"11110, de estos efectos son propios del período de perfección
t' hallan regulados, entre otros artículos elel Código, por los

1.~) • I,~,ín, prescriptivo el primero de éstos de que los contratos
JI rfl'cciouan por el mero consentimiento, y desde entonces obli­

1lI. 110 :010 al cumplimiento de lo expresamente pactado, sino tam­
I n (¡ tollas la consecuencias que, según su naturaleza, sean con­
filie {¡ la lmena fe, al uso y á la ley. El Legislador se ha inspira-

do Ji 1'1 antiguo aforismo romano IN CON'l'RAC'l'US TAcrfE VENIUN'l'

J(' ,'t. 'T "\IüRIS ET CONSUE'l'UDINES (en los contratos vienen
t ·jt 1I\l'ut comprendidas todas las cosas que son de uso y cos­
lumbre).

hl ('6digo siguiendo de la tendencia espiritualista, bOlTa las
,Ji (~rl'llein 'd antaño entre contratos consensuales, reales y forma­
l,' . ha 'la que exista el consentimiento para que quede perfecto el
" IIltrato r obligue, no solo á lo expresamente pactado, si que tam­
hil'll (\ tolla las consecuencias del mismo, no cualesquiera, sino las
lIUl', : 'g-Ílu u naturaleza, sean conformes á la buena fe (el elemento
I'tico c¡ ue dehe presidir la contratación), al uso, (lo que se llama el
lh l' 'I~ho vulgar, que surg'e de la manera como los hombres dicen y
1¡¡\l'1'1l continuadamente é sin embargo alguno, como dicen las leyes
tIe Partilln) y á la ley, porque tiene, generalmente, el carácter de
llIoMlo con relación á cada contrato, siendo de citar la Res. de 11

2
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1,

l.

de Julio de 1906, de qne consumada una venta sin otorgar escritu
ra, y muerta la esposa del vendedor, puede el viudo, por si y 6

nombre de sus hijos menores, sin necesidad de autorización juclicia
verificar ese otorgamiento, cnyo docnment es inscribible; doctrin
acertada, porque es consecuencia de ese contrato y para que ten31

. la eficacia debida la autorización de la escritura y, con arreglo á 1
ley, peljudique á tercero; pero requiérese que al fallecimiento d
aquella esposa se haya perfeccionado la venta de finca de la soci~

dad conyugal y no en caso contrario.
Para que uno pueda I'ontratar á nombre de otro reqniérese qUl

tenga la representación legítima en una dc estas dos formas: vo
luntaria ó contractual y que el poder sea suficiente, ó representll
eión legal, cOJ) ó sin autorizaciones del Juez, del consejo de familia
etcétera, que la integran, según sea la clase de contrato.

El celebrado á nombre de otro, por quien no tenga su autoriza.
eión ó representación legal, ser{t nulo, ú no ser que lo ratifique 11
persona á cuyo nombre se otorgue antes ele ser revocado 1)01' 11
otra parte contratante.

El arto 1.259 refiérese al período de perfección del contrato; éstA
no existe sin consentimiento y no puede prestarlo por otro fluicu ca
rezca, en concreto, de la representación voluntaria ó legal Jel mismo
pero tal nulidad se halla en suspenso, puesto que la persona á cuy.
nombre se contra,tó puede ratificar lo hecho,ratificación que convalida
el contrat~, á menos ne que antes de darse haya sido revocado por b
otra parte contratante. De manera que no produce efecto la revoca­
ción si hubiera vcrificado la ratificación la persona por cuyo nOlllhr~

se contrató, siendo de citar la Sent. de 5 de Octubre de 1898, dE
que no puede prestar eficazmente su consentimiento el apoderado d
11ll tutor si éste, tratándose de actos que exijan la autorización de
consejo de familia, no la había obtenido, sin que tal defecto puedl
snbsanarse A POS'I.'ERIORI, cuando ya la otra parte había revocaul
sn consentimiento; así como la de 6 de Marzo de 1906, de que si a
mandatario se excede en sus facultades, procede la acción ordinarill
de nulidad. Esto es distinto del caso en que se obre en nombre de
otro sin tener autorización, que debe llamarse de inexistencia de
contrato, en tant (fUe la nulidad de éste presupone que tal contrat~

ha existido, pero 'fue no produce efecto por haberse excedido e
mandatario. Es de citar la Sent. de 6 de Marzo de 1906, de quc, no
habiendo prestado fianza ni inscrito su cargo en 'el Registro de tute·
l~s, el tutor no puede consentir en nomhre de los menDl'es por no
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i~u '1' aÍln Sil repl'esentación legal, y que la aprobación posterior he­
('ha )101' el consejo da familia de la partición de la herencia realiza­
tia aÍlll correspondiendo á este organismo la aprobación, no subsana
aqul'1 d fecto, porque falta el consentimiento ó es nulo, ya que el lla­
lIIallo {¡ consentir en nombre de los menores es el tutor, no el conse­
jo. y IHlllél no puede, en tales condiciones, ejercer el cargo. También

'1'.: (le citar la Res. de 26 de Julio de 1905, de que la falta de autori­
ZII 'i6n judicial en los contratos celebrados á nombre de los menores
lil- clllld que exigen dicho requisito, queda subsanada cuando el me­
HUI' int re ado en el contrato, sie.ndo mayor de edadJ lo ratifica ex­
pI' a ó tacitamenteJ ' reconociendo su firmeza y validez.

\elarando las dudas de que es objeto el estudio de este punto,
IIl", cnlemos varias situaciones jurídicas: l." Un pseudo tutor COll­

tlala á nombre de un pupilo; hay aquí inexistencia de contrato, por­
que 1111(110 puede prestar el consentimiento por otro á título de repre-
"lllante legal, si carece de este carácter; lo mismo que si uno que
e llama padre de otro contrata por éste y tal patel'llidarl no consta.

:.:. Que el tutor contrate por el pupHo, pero ni ha constituído fianza,
(-n el supuesto de qu~ no esté relevado de ella, ni se haya inscrito la
llltelll en el registro del Juzgado correspondiente. Como quiera qlle
lit) Ji halla en posesión del cargo, no puede desempeñar sus funcio­
nes y habrá otro caso de inexistencia del contrato. Y 3.a Que ese tu­
tor, en el ejercicio de su cargo, ó el padre, en representación de BU

hijo, contraten en nombre de los menores, pero sin haberse proveido,
l' 'Bpe ·tivamente, de la autorización del consejo de familia ó del
.Juez; en este caso hay contrato, pero es nulo, nulidad que puede
IHil'garse por la ratificación del contrato hecha por el menor expresa
ó tncitamente, dándole fuerza·y validez; lo nulo será la escritura
púlJlka en que 'esos representantes contrataron sin proveerse de las
l'espcetivas autorizaciones, pues el notario, que solo con arreglo (~

R' leyes es como puede dar fe, no debió autorizarlas, Sill que esa
'aiiticación pueda purificar un vicio orgánico del documellto, cosa
li tiuta de la purificación del contrato en sí, pues aquélla es del
rden pllblico, el del ejercicio del ministerio notarial, en tanto que
a segunda es de interés privado y habrá, por consiguiente, necesi­
lad de que se otorgue nueva escritura por el ya mayo).' de edad,
ím cuando sus efectos se retrotraigan á la fecha en que se otorgó
1coutl'ato nacido con vicio.

...T
O se admitirá juramento en los contratos. Si se hiciera, se ten­

lr:í por no pnesto (art. 1.260). El J.Jegislador ha bebido en las fuen-
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tes model'llas que no requieren para la fuerza del contrato que los
contratantes pongan á Dios por testigo de sus compromisos al con­
traerlos, dando ocasión al perjurio. Ni la ley 28, tít. 7.°, lib. 28 del
Digesto, ni la 6.a , tít. 4.°, Parto 6.a, ni la 6.a , tít. 1.0, lib. 10 de la No­
vísima Recopilación, producida"S en distinto ambiente jurídico y eu
diferente estado social, se decidieron á sostener la necesidad del
jnramento, aunque del mismo trataron. El Digesto, tít. 2.°, lib. 12,
hallla del juramento promisorio; quedó reservado al Derecho canó­
nico ocuparse de él (DECRET. SECUNDo PARS. causa 22-DECRE'l',
Gl'eg.lib. 2,0, tít. 24, SEXTO de DECRE"T., lib. 2,0, tít. ll-CLEMEN'l',
lib. 2.°, tít. 9.°), bien que la Iglesia no aprobó en un principio el uso
de aquél, sino en casos señalados; pero lo admitió cuando ya lo
había introducido la co"tumbre y basta lo declaró obligatorio si S6

prestaba para confirmar ciertos actos y contratos reconocidos por
las leyes civiles y eclesiásticas, como, por ejemplo, las enajena­
ciones de bienes dotales hechas por las mujeres casadas y en las
donaciones propter nucias si se dalla expontaneamente, esto es, sin
violencia ni dolo, y á condición de que no perjudicase á tercero.
(DECRE'I'. Gregor., lib. 2,0, tít. 24 DE JUREJURANDO, cap. 28).

Puesto que el Derecho canónico es supletorio en primer grado
en Cataluila y admite el juramento, tiene fuerza el prestl;tdo por
la hija que se casa prometiendo á su padre que se contenta con la
dote, sin que pueda pedir ya nada más de la herencia de aquél
(SEX. DECRET. lib. 1.0, tít. 18 DE PAC'frs, cap. 2,0) El que bajo jura­
mento se obligó á pagar intereses debe cumplirlo, pero puede recla­
lllar lo pagado por este concepto (DECRET. Greg. lib. 2,0, tít. 24 DE
JUREJURANDO, cap. 2,0) El deudor que juró no impone ningún gra­
vamen sobre la cosa pignorada; mientras no pague la deuda, carece
de derecho para reclamar la prenda, ni puede compensar los frutos
con el capital; primero debe pagar y después pedir la cosa con los
frutos percibidos (DECRET. Greg. lib. 2,0, tít. 24, cap, VII).

El Derecho civil proscribió la observancia del juramento en los
tlontratos no autorizados por la Ley; á este efecto es de citar la Prag­
mática del rey D. Jaime Ir, de 1302, que prohibió el juramento en
los contratos de lllútno, depósito y comanda; pero en ótra aclaratoria
de 29 de Agosto del mismo año, autorizó los juramentos de las
mujeres casadas y de los púberes menores de 25 años en los contra"
tos en que contrajesen obligaciones que de otro modo no valdrían. Y
por último, según a, Real ordenanza de 29 de Noviembre de 1736 y
Real provisión de 8 de Junio de 1739, se dieron disposiciones que
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'\lI ( Ikllda', l' pecto al juraménto promisorio, en la Novísima
I lill 'í 11 Ulla ele > tas la 7.&, tít. 1.0, lib. 10 que, derogando lo

~ 1: 1(10 por lo, l{eye Oat6licos 1480, dispuso que era lícito el jLl-
IIl1 lito JI lo' contratos que para su validez lo requerían, así como
JI lu lllll J'omi 'os r en los contratos de dotes, arras, ventas, enaje­

joU( "dona 'ione perpetuas.
Ll jUl;llnt'Illo no obliga á los sucesore¡.¡ del que lo prestó, si tuvo

,1' hil'to (hu fu r¡r,a á actos 6 contratos nulos en odio al acreedor,
1 lIlO '11'Olitl', to usurario 6 en que interviene dolo ó violencia; pero
I~ (Ihli 'a 1 11 ohjeto fué dar eficacia á actos y .( ntratos que el De·
I (,111I 1'C'l'1Hlzll en b neticio del deudor, como la enajenaci6n ele la
((1 I dotal ]l rten cicnte al JUenor y otros a~tos semejantes (Engel,
( (lit '. l ,'["Jm. .JUR. C'AU., lib. 2.°, tít. 24 § 1.", núms. 12 y ] 0).

DlZ los rlZquisitos lZslZnciales para la validez de los contratos

¡;nlil-lIden e por requisitos del contrato aquellos elementos esta·
hl"l'il!o ]lOI' la ley 6 añadidos por las partes que concurren {L la for­
1l11\l'ion 11<'1 mi 1110. Olasiñcanse en esenciales, naturales y Rcciden·
t 11 : lo, primeros son el consentimiento de los otorgantes, el
oIIJ('IO dl'rto y la causa de la obligación, sin los cuales no existe el
('oulml ; los egundos son los propios de la naturaleza de cada con­
I lo Jlor ejemplo) el saneamiento en la compraventa; y los terceros,
1 111(' proceden de la variable voluntad de las partes en cada caso,

I fl '1' n. 'c á la xpresión de condiciones, pla:w, modo y lugar de la
ohli !llI·iÓIl.

El arto 1.%1 no ha incluido entre los requisitos esenciales la
( 1,Il'idilll de los contratantes, sin duda porque ésta es supuesto del
.' J1 lutimiento: no puede prestarlo quien carece de aquélla, como
1.1II1Jl()('O inclnye como requisito la forma del contrato quizás porque
('j ('oclig'o no ha qnerido rlesviar su ordenamiento elel principio espi­
IÍll1alistn dI' rontl'aJaci6n en que se lia inspirado.

Capacidad

Jo: la aptitud legal para celebrar contratos válidos. Esa capaci·
111) (', la llamada civil 6 legal; en ella Re rcfunf1l'J1 la jnrídica
'r"'n~) r la (le obrar (FAOULTAS AGENDl). La capacidad de contra-
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tar, puesto que constituye la regla., se presumo (por esto, sin, duda,
el Oódigo no incluye esto requisito en dicho artículo), en tanto que
la incapacidad es la excepción; de aquí q'ue el Legislador, lejos de
hablar de la capacidad, expresa en su arto 1.263 las incapacidade~,

1-,' ü'nificando con esta,palabra los que no pueden prestar el consenti·
miento; de donde resulta que considera como capacidad la aptitllll
de las personas para conséntir.

No pueden prestar el c~lllsentimiento: 1.0 Los menores no emano
cipados; 2.° Los locos ó dementes; 3.° Los sordomudos que no sepan
escribir, y 4.° Las mujeres casadas en los casos expresados por l~

ley. Estas incapacidades se clasific3:n en dos grupos: unas, natura­
les porque se fundan en la, falta de aptitud real para consentir, como
la locurfl¡ y la sordomudez, que son causas modificat,ivas de lfl¡ capa·
cidad por razón de enfermedad, y otras legales, porque la aptitud
del individuo aparece condicionada por razones de orden familiar,
como la de la mujer casada. El fundamento en que descansa la inca·
pacidad de los menores no emancipados tegal ó voluntariamente, ó
no habilitados de edad varía según la edad y el consiguiente des­
arrollo mental. Según que el menor esté ó no emancipado, tendrá
Ó no capacidad general ó en concreto. (Véanse los arts. 50, 59, 160,
315 Y 317 del Oódigo que completan el 1.263).

En Oataluña son incapaces, en absoluto, los menores de siete
años (incapacidad natural); los hijos de familia y emancipados me­
nores que tengan padres (incapacidad legal), lo mismo que la dc
esos menores de edad y la de las mujeres llasadas sin el consenti­
miento respectivo de sus padres, tutores ó curadores. También son
incapaces los faltos de juicio, los declarados pródigos y los que se
ltallan en estado de embriaguez (Oonst. de' Cato La y fin. libro 2.°,
tít. 11, vol. 1.0; ley 5.a, princip. § 1." Dig. DE AVC. TUl'.; ley 3.a § 4.° Di­
gesto DE NEG. GES1'.; Iust. () DE INUT. STIP.). Además son incapa,ces
los que tienen alguna prohibición particular para determinados con­
tratos (Inst. § § 8 y 9 DE INUT. STIP., ley 8.a Dig. DE ÜP. "VEL. LEG).
Los qne son incapaces para contratar no podrán librarse del cum·
plimiento de los contratos que hubieren celebrado con personas in­
capaces, siempre que interese á éstas elltacerlos efectivos (ley ] 9
Digesto DE REG. JUR.; ley 13 Dig. DE AC1'. EMPT. ET VENDIT.).

En Arag6n, aún (Juando se tiene la mayor edad menos plena (t

los 14 años, el meno".' de 20, si no es casado, no puede celebrar Clon­
trato alguno-excepto las capitulaciones matrimoniales·, ~ino con
la voluntarl de sus padres 6 dal que ele ellos viva ii permanece. viu-



P. BARRAOHINA y PASTOR

1 . y U otro ca o con consentimiento del ~uez ordinario. dé la ciu­
1 1. "illr. ó lugar donde tales actos se hubieren de reallzar (Fuero

• (T'I [1 'OR X ANNORUM etc,). Esto último se halla modifica·
IUH'U .' ~

.1) 101' eJ ('mligo civil, porque al menor de 20 años (en cuya edad
, 11 ne Ja ('lIpacidad plena) lSe le pone en tulela, según dicho cuerpo

J l. ohlig-ntorio en aquel antiguo reino, y no en curatela, porque
t in titl 'ión protectora ha desaparecido, y claro que no el Juez,

I ¡lit .1 ('Un ejo de familia es quien ha de autorizar al tutor para
l.' ('t'h hraci u de los contratos exigentes de este requisito; doctrina
lllf lWJllo: o tenido y que se halla á corroborada por la Res. de 23

,J•• [arzo d 1!H2, ljreeisamente de este año.
Lll (lrllht acerca de si en Aragón se sale de la 1enor edad á los

11 (1 (, lo: ~() ailos, la produjo el Fuero DE ou. TRACTIBUS MINO-

~ ele 1~·17 tomado de los longobardos Ó de los ostrogodos, pres­
ripti\'o l1e que la donación hecha por el menor es nula, y añadió:
111 nOI • e llama al que lo es ele 14 años». Esta edad aparece con­
I 11 da en la Oh ervancia, DE PRIVILEGIO lVIINORUM ET MAJORUM

JI. 1-•• ·nu.! A SA REIPUBLIOA. Esa duda la desvanecieron el Fue·
J .1 1:31, (T,1' TINOR y los importantísimos de 1564 y 1585 que
re t rill¡!it'roll notablemente las facultades excesivas de los mayores
d., 14 año, . porque tan 11l'ematura mayoría originaba graves tras­
torllo ¡: inconvenientes.

Pm lo '1ue el Derecho navarro no contiene prescripcionl's re­
1 lh. :í la capacidad de los contratantes, debe acudirse en esto al
1 t r' JllI romano y, en su defecto, u.l Oóclig'o civil. Este rige en

lZ 1)'.1 r Hal ares en la materia que nos ocupa. Véanse, para am­
Jllilll' lIuí l' te punto los capítulos 9 y 12 del tomo].O de esta obra.

J·.I luto 1.2G3 añade á la palabra «menores» las de «no emanci­
)luJo. • ('mancipación que es de dos clases: voluntaria y legal, que
tite· I alllhiéll en los territorios aforados. Oonla emancipación por ra..
1.011 ti matrimonio, ó )101' concesión del padre ó de la madre que ejerza
Ja Jllll da potestad adqnierenlos menores la capacidad para regir su
JI'" ona y bienes, como si fueran mayores de edad, según el Oódig'o

In 1 l!i laciones forales, pero no pueden verificar ciertos contratoR
ill 'IIW • e cumpla lo prescrito en el arto 59 del Oódigo (que, por

11 1111\1'. l' in 'luí<1o en el tít. 4.° del mismo, obliga en las comarcaa
11f)I'l\«la ). y lo 11ispuesto en el 317 ele aquél, aplicable también

In hlihilitallOR de edad, según estatuYL\ el arto 324; sienll0 de
,jI 1'. pala ¡¡n. tmción de eate pnnto, las ~ es. de 4 de Noviembrl'
I 1 l)ti Y 'j «le Enero de 1907, entre otrai, <1e que la emancipación
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voluntaria habilita al menor para otorgar contratos de partición: de·
herencia en que tenga interés, pues al arto 317 se le debe dar iJiter.
n-etación restrictiva ó literal; la de 20 de Marzo de 1907, de que el

menor emancipado Imede conferir poder para que, con asistencia de
su padre, se enajenen l>ienes de su pertenencia; la de 14 de Diciem·
bre de 1896 de que el arto 317 se réfiere á la emancipación volun·
taria y no á la que se realiza por el matl:imonio del menor, y la de
15 de Mayo de 1902, de que el menor habilitado de edad puede
cancelar por sí hipotecas; teniendo gran relieve la Sent. de 8 de
Junio de 1904, de que el marido mayor de edad puede autorizar á

Bn mujer, mayor de 18 y menor de .23 años, para comparecer en
juiCio, así como lo ~iene...más grande la de 19 de Junio de 1906, de
qne, siendo los esposos mayores de 18 años, no necesitan la asis·
tencia de otra persona para comparecer en juicio, porque según los
arts. 5!) y 60 del Oódigo, el matrimonio produce de derecho la ~man­

cipación, así del varón como de la mujer.
Acerca de la incapacidad del loco, éste puede contratar en intér­

valoB lúcidos, porque SUBLÁTÁ OAUSA TOLLITUR EFEOTUS, lo cual
es materia de apreciación por el Tribunal A QUo, mediante prueba
que debe suministrar quien mantenga la validez del contrato, en el
supuesto de que haya recaído la delaración de incapacidal1 ó que el
loco esté recluído. En otro caso, faltando la presunción de incapacidad
se da la de capacidad, por ser ésta la regla· general, debiendo pro­
barse la locura por quien pida la nulidad del contrato. Es de citar
la Sent. de 21 de Abril de 1896, de qne procede afirmar que quien
al tiempo de celebrar un contrato padecía de enajenación mental ó
de imbecilidad, estaba incapacitado para prestar el consentimiento.

El Código, á diferencia del Derecho romano, no incluye, corno
causa de incapacidad, la embriaguez, á pesar de que así lo declaró
la Sent. de 6 de Noviembre de 1898, y es que la embriaguez, cir­
cunstancia atenuante condicionada por el Código penal, constituye
una sucesión de estados, desde el ligero mareo hasta la postración
del beodo que tiene obscurecidas sus facultades mentales, sin poder
coordinar ideas; pero si se demuestra que el ebrio no podía discernir,
y que sufrió error en el contrato, se le debe tener por incapaz yanu­
larse 1f1 obligación contraída en ese estado.

La mujer casada, por su situación en la familia., mejor, por su
subordinación legal á su marido, carece de capacidad en los casos
expresados por el DerecllO, debiendo acndirse á lo rlispnesto en los
arts. 60, 61 Y 62 del Código, ol1igaLorios en todas las regiones de Es-
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en materia de contratos otorgados por lDujeres
11 ,.1' IIHllH.'l'fl q l1e , , '

1<1 la l' 'gla general ee:; consIderarlos válldos; 110ctrma estable-
'1 )' ,lc'H de :Mayo de 18913; la excepción constituye la1 '11 d'.. .

llllli.1I1l1 (1\ 111110 l' cae en los casos expresados por la ley y, de con-
1 ui Jltl'. lo arl, 60 Y 61 del Oódigo deben ser interpretados lite­
1.. 1 111', por lo que terminantemente expres~n, no por lo que
11111. _ . í e. que la mujer casada, según se declaró en Sent. de 8

1 0\ i 'mhl" de 1898, puede contratar sobre la administración de
lo hi 'U", paratel'llal('s dándolos en arrendamiento (si no es de los
111 I'l'ihiltll'.', porque entonces establece un derecho real, que es un
Il'ltI I\{' I'llnjenacióIl), recaudar rentas y nombra.r administradores,
I 1 ('Olll lallllJién es de citar la de 5 de Octubre de 1901, de que los
Irt ,l,~:n 1.~61 y 1.263 del Oódigo exigen previamente que las
OUr(" i IH' ~c f ctúen y las obligaciones se contraigan con capaci·

.1111 \t'gal para ello, y según los arts, 60 á 62, no la tiene la mn.icr
I lllla ¡llll'll {'omparecer ni obligarse sin licencia (le sn marillo, y

P"I ,,11.. , ' e iuf't'illgCll estos J'receptos legales al dar efectos jurídicos
I 111 I'onf"','ión.

ARAGÓN

hll .L nlg-ón lmede la mujer sin licencia marital: 1.0 Donar entre
i () 1'11 testamento los bienes de su pertenencia, excepto la dote

(1' orllr (pue para esto necesita la concurrencia de dos parientes,
11111 h"IIlO . dicho en el capítulo VU del tomo 1) y renunciar la

) Irte «lIl' pudiera tener en los comunes (Obs. La y 58 DE JURE

J) 1, , .1, DE DONA.'l'IONIBUS)¡ 2,a Renunciar la viudedad, las aYl'll­

I.í tin'ales, la parte que pueda corresponderle de los bienes comll­
111' .. todo lo que pueda tener por beneficio del Fuero, pero exige la
tI'BlIn<'Ía de viudedad que se llaga expresamente (Obs. 59 r 18 DE

Jl 11. no'l',)

gil virtud de lo rlispuesto en el arto 61 del Oórligo civil, creemos
rJlII' Bu e táll en vigor las observancias 39 DE JURE DOT., el Fue­
I'O:!, DE O.L"l'RACTIBUS CONJUGUM y la Ob. 35 DE JUR. DOT. rela­
li (j. á qu la mujer podía, sin licencia de su marido, enajenar sn
«lote. ol.lio·ar , ns bienes para pago de deudas contraídas por éste

lfianzar,lme esa licencia se halla hoy prescrita, encaminada {L la
«'011 "1 \'Hl'ióu rl 1patrimonio de la Dlujer; ésta" según la Ob. 39 DE

Jl ,DO'L', -y esto sí que lo consideramos vigente-puede compeler
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á su marido á, que la dote, así como también lo está la observancia
del mismo nombre que autoriza {t la viuda para constituirse en· fia­
dora y de igual manera la Ob. 13 DE PROCURA'l'ORIBUS que la
faculta pa,ra. sustituir el poder que su marido hi hubiera dado. IJe co­
rresponde la administración de los bienes de éste, cuando se ausen­
te sin dejar especial administrador, por así prescribido el Código.

Marido y mujer pueden cONtr~tar entre sí como si fueran extra­
ños (Ob. 5.a DE DONA'l'lüNlBUS y La y 58 DE JURE DOTIUM).

El arto 61 de dicho cuerpo legal, obligatorio en Cataluña, también
ha modificado su régimen jurídico, en orden á la capacidad ele la
mujer casada; ésta no puede obligarse sin licencia de su marido,
aPero, ha de decirse por esto que se ha proscrito totalmente el
Derecho catalán en la materia que nos ocupa~ En modo alguno. Se­
gún el cap. 2.° del RECOG. PROC. la mujer que se obliga junto con
el marido en los contratos de mútuo y depósito no está obligada á

pagar mientras basten los bienes de aquél, y faltando los de éste
Bolo á la mitad, y esto por má,s que jure y renuncie al Senac1oconsulto
Yeleyano, dispositivo ele que la mujer no podrá obligarse por deuda
de otro. Ese privilegio es aplicable puramente á Barcelona y demá!l _
pohlaciones á que se hizo extensivo.

Además, según la Auténtica Sí QUA MULLIER (cap. 8 de la Nove­
la OLIV, de Justiniano) la mujer no puede garantizar ni con su
persona ni con sus bienes las deudas de su marido, á no ser que el
¡linero por éste recibido se invirtiese en utilidad de la misma. Ma·
ckeldey y Maynz tienen por irrenunciables AB INITIO, Y renuncia­
hles POST FAOTO, el Senadoconsulto Veleyano, así como iticllA.
Auténtica., dados con miras conservativas del patrimonio de la mn·
jer, para que no fuera víctima de las asechanzas de su mal'Ído y
acaso de su cariño á ~8te.

Oomo quiera, que el Privilegio RECOG. PROC. se refiere á lIt obli­
gación mancomunada solidaria de marido y mujer, carece de aplica,­
cil~n al caso de que el mútuo ó depósito se hayan contraÍllo en provf\­
cllo exclusivo de ella, porque entonces es dii'ectamente obligada, ell
negocio propio, siendo el marido realmente su fiador, <1octrinn.. 1) na
apa,rece en la Sent. de 17 de Febrero de ] 903.

En TOl'LOSa, celebrado el matrimonio cop aixovlw (dote), liii el
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•1 I ' 'lIO'IÚ} contrato en el cual se obliga la mujer en unión
111< nt (1 III 'e , ,
I I por 1\1 (Ji de escritura, de u~a ~anera sohdana, de suerte que

tI uno 'c eon illera deudor pnnCIpal, el acreedor, despnés de
Iiri ir " l'untl'a .'1 marido y sus bienes, puede repetir contra sn

. . I 'UYO una vez enajenados los de aquél, aunque uo
11UJ ro. ' " , ,
IU i "jurado la obligación, m renunCIado al benefiCIo Veleya.no, {j,

qm' n menor de 25 años y no haya jurado la carta, en cuyo
, Illl de excu al' para no pagar nada, por más que haya firma·

.1 la I'[uta c'omo deudora principal, lJUes le asiste la restitución
1 l' h<H .1' pero i juró la carta al contraer la obligación, ésta es

1hla lo irrevocabl (Cost. de Tortosa, lib. 4.°, rúb. 7.a
).

E vMida la obligación que, como deudora principal, contrae la
lIllli l' ,'H. alhl mayor de 25 años, si tiene bienes parafernales con que

arlll: i CUI'e' de ellos no responde con su dote y eXCJ'ci,q, mien­
t .. l1a y su marido "ivan; pero á, la muerte de uno de los dos
J cH1ní ,,1 ac'r,' dor llacerse pago con la dote y exc'I'cig de la mujer
h1ig:\lln: p ro i ésta se obligó antes de casarse, el acreedor no tiene

I 1 qll ~ (' "peral' á que mueran la deudol'a ó su marido para cobrar
I r dilu ,i aqnélla tenia 25 años cuando contrajo la obligación, ó

i. no t"ni('llllo esta edad, hubiese jurado la carta.
Ll c' 'ntro (lirectivo resolvió, en 28 de Octubre de 1898, no !'ler

Ii lo 1O1 ('olltrato otorgado por mujer sometida al Código de Tor­
• l' Ill'cto de la enajenación de bienes parafernales sill licencia

rit l. toda ve1- que las leyes romanas, inspiradas en un criterio de
l' 'ti, on incompatibles con el actual estado de derecho que las

11 r 'lulo por el art, 61 del Código. De tal manera ha penetrado
n 1.1 1 g-ialación excepcional que, por Res. de 26 de Abril de

J.OJ .' de 'Iaró aplicable á Cataluña el arto 1.458 del mismo, quo
pI' lllbl' h yunta de bienes entre marido ninjer, cuando no se 1mbie-

1 1 '~tnll la. eparación de bienes ó ésta no so hubiera decretado
Illflil'ial\l\('n le.

POI' (' tu rn:loncs, y en respeto al arto 61. del Códig'o civil, cree­
Il\O '1 11 ' no e tú vig'811te la Rúb. 144 de las Oostumbres de Lérida
u . ,11' PUl; d tonsiderar nula la obligación ó la enajenación be­

di pOI' la Il\ujer ca ada viviendo con su marido (esta nulidafl no
" 1.1 hora pOI' mérito á esa rúbrica, sino por dicho artículo licl

.di o) la ' daba validez si la mujer p~cstaba jurament.o (esto ya no
1 bll, ti 'l'a com 'l"'iante que usaba de su mercaderia.

T mhi '\1 l' dI' 'ital" la Res, de 28 de Noviembre de 1898, de que
utr to dI' in. 'olu tUIlc1aci6n Ó dación en pago celebrado entre mari-
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do y mujer mediante escritura, es á modo de venta y en tal concep.
to se halla prohibido por el arto ) .458 del Código y es nulo con
arreglo á lo preceptuado en el arto 4.° del mismo; siendo de gran
relie\-e la Res. de 6 de Diciembre de 1898, donde se establece\la doc­
trina de que, para los efectos del arto 1.458, la separación de los
bienes pactada donde rige la sociedad legal.de gananciales, eqniva­
le á la separación legal donde ésta rige <lomo en Cataluña.

De consiguiente, para que e~ estas provincias sea válida una
venta entre marido y mujer bastará que ambos manifiesten formal­
mente en la escritura, que no están asociados á compras y mejoras
y por lo mismo existe separación de bienes entre ellos, y que se
acredite mediante documento fehaci~nte que el precio de la compra,
si la mujer es la compradora, procede de su patrimonio exclusivo.

¿Es válida en (ataluna la compra hecha á favor de ambos
cónyuges?

He aquí un problema sumamente complejo.
Prescribe la ley 51, tít. 1.0; lib. 24 del Digesto CJue son nulas las

(lonaciones entre cónyuges; de igual suerte deben ser nulas las que
se simulan bajo la forma de un acto á título oneroso; pero, con pos­
.terioridad á dicha ley y á las leyes La y 51, lib. 24, tít. 1." del Di·
gesto y á la 6.a, tít. 16, lib. 5.° del Código que reputan donación la
adquisición hecha por la mujer durante el consorcio, si no se justifi­
ca 111ena.mente la procedencia del dinero en ella invertido, se dió el
Senadoconsulto de Carcalla (fr. 32, tít. 1.0, lib. 24 Dig.), que consti­
tuye lo que pudiera llamarse el Derecho romano novísimo, que reva­
lida, con efecto retroactivo, las donaciones entre cónyuges, si cl
donador hubiese muerto sin haberlas revocado.

üonsiderando nula esa compra por los consortes, porque entra­
iiaba una donación, el Centro directivo sin tener en cuenta dicho
Senadoconsulto, resolvió, en 5 de Julio de 1894 que la escritura no
era inscribible en el Registro; pero el mismo Centro, por otra de 17
de Septiembre de 1895, rectificó sn doctrina, y dallflo obligatoriedad
álo dispuesto en el fragmento 32 antes citado, y considerando que
esas donaciones no son nulas desde luego, sino anulables, declaró
inscribible la escritura de compra, ante lo preceptuado en el artícu­
lo 65 de la ley Hipotecaria, considerando qne el contrato era eficaz
en derecho, mientras la (lona,ción no fuese revocada.
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1
, > 11

11
lJara tener por válidas las compras hechas por mad­

• I 1 ICC
, l' 110 lJay necesidad de acudir al Derecho romano, porque

1Iulc .
I utoriz¡ la ostumbre en Cataluña, que dat~ d~ la ley 16, tito 2.

0
,

1 I
• (Iel Fuero Juzgo, cuyo tenor es el slgmente: «E de las

11 11' ,
l\ lJl1 ganaron, de que fizieron amos escripto, haya cada uno tal

r ida como dixiere el escripto», ley que se conservó como costuUl­
JI el Principado catalán, aún después que D, Jaime privó de

1i f loril'r1<H1 a.l Fuero Juzgo.
• i '(' (1 muestra. que en Oataluua es esa la costumbre y, cousti­

In eJIdo (' ta fuente de derecho parte del régimen jurídico directo,
( JI 1'1' r 1'f'llcia al stipletorio-y esto ha de ser materia ele prneba

11 t',ll!ll ea o lmesto que se refiere á un hecho-tenemos por incon·
lila valill 'Z de ese contrato, sin que en contra valg'a ni el Dere·
hu rOIlHUlO antiguo, ni el moderno, porque tienen solo carácter su·

1\ tori , pero si tal costumbre no se prueba, lo vigente cs el Senado
11 111t1l .11' Uarcalla, dependiendo la eficacia de esa compra, en lo

'lIt (í lo: dereclJos de la mujer se refiere, de que el marido no la
1 ,. 'IUI, (' oto e , del cumplimiento de una condición resolutoria qne

JI f1ullil'lt {t tercero, perfectamente inscribible la escritura de comprd.
01'1 11(' la falta no es de las que producen neccsa'/"'iamente la nulidad

¡\ , 1I IJhligación, á que se refiere el arto 65 de la ley Hipotecaria,
J] 1> l' -!lo de Tortosa (lib. 5.°, rúb. lo" de sus Cost.) prescribe

(1 11 (' )l.O pactándose la sociedad de gananciales, esto es, existente el
I imcll dotal si la mujer, en unión de su marido otorga algún con-

o 11 l'ompra Ó dc venta, ó de otra clase y se pone en él el nOlll­
1m lit' ('lIa s entiende que todo es hecho y comprado con los llienes
(11'1 11I:ll'id , Y I]l1e su consorte no ha da.do, pagado ni puesto en ello
JI.ula dI' lo suyo propio, sino Ilue todo procede do sus bienes, (~ uo

1'1' 1\1\(' ella, ó sus herederos prueben legalmente que la misma hullie­
, \'ollll'ihuíllo al pa,go con 10 suyo lH'opio.

NAVARRA Y VIZCAYA

J\l'. IH'd o ¡tI primero de estos territol'ios donde rige el Derecho
11I11I:IUO 'OH preferencia al Oódigo civil, damos por reprodueido alluí
1" Iltdl() al pr 'entar la legislación geneml de Cataluíla; y con refe­
1l'I1l'ia Ú Yi7.caya, es aplicable el Código, á falta de costnmbre;



Siguiendo el estudio del Código, es de añadir, que además de las
incapacidades generales, están las especiales para determina.c1of;¡­
contratos (arts. 1.458 y 1.459); entre aquéllas figuran la del sujeto
á tutela por causa de interdicción civil y la del pródigo, dependieu­
do la extensión de ésta de los términos en que se haya dado la rc­
solución judicial que la declare.

No estará de mús citar el arto 164, de que ~l padre ó la ma.dre
en su caso no podrán enajenar los bienes inmuebles del hijo en qne
les corresponda el usufructo ó la administración, ni gravarlos sino
por cansas justificadas de utilidad ó necesidad, y previa la autori­
zación del juez del domicilio, con audiencia del Ministerio fiscal,
salvo las disposiciones que, en cuanto á los efectos de la transmi­
sión, establece la ley Hipotecaria. La cesión de un crédito hipote­
cario constituye un acto de enajenación que no puede hacerse siu
llenar los requisitos que este artículo determina (Res. 5 Abril 1892).
Tratándose de bienes indivisos pueden los herederos cancelar las
hipotecas constituídas á favor del causante, siempre que los meno­
res interesados estén representados por su tutor, si bien se requiere
la autorización judicial cuando la representación corresponda t1, los
]Jadres. Es preciso también para celebrar un arrendamiento inscri­
bible en el Registro (Res. 30 Agosto de 1893); para dar por revo·
cada una donación de inmuebles otorgada á favor de los menores
(Res. 30 Octubre de 1892); para otorgar una escritum de adjurlicd,­
ción en pago de deudas que afecten á porciones de fincas de meno­
res, no inscritas á su nombre (Res. 26 Diciembre de 1893); ¡Jara
vender biene& de menores (Res. 5 Diciembre de 1893), y en las ad­
judicaciones de bhmes hereditarios pam pago de deudas hechas ,1,

favor del viudo y de otras dos personas que no son herederas, si
en dicha herencia interesan menores representados por su padre
(Res. 30 Septiembre de 1905).

Como quiera que el contenido del arto 164 del Código figura en
los 2.011, 2.030 Y sus concordantes de la ley de Enjuiciamiento ci­
vil, ~7 ésta es ele general observancia, en - los territorios aforados
l'equiérese, como en los que no lo están, en los contratos que otor­
guen los padres á nombre de sus hijos, dicha autorización judicial;
como también se exige la del consejo de familia respecto de los
otorgados en representación de los tutelados.

30 D1liRJ~OrrO FORAL ESPAÑOl,

Medios complementarías
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Consentimiento de 11I mujer

31

I I 1 ,lo 11 Jludrll dar en arrendamiento por Iuáll de seis ~ñoS,

I ( 11 (1I1illli.'uto dI' la Illuj l' bi nes inmuebles de la dote mes­
) . J. 11 <lo ,'11 o , e t ndrá por nnla la anticipación de rentas

1) III r , 11l"'lln ni marido por más. de tres años., Estog
I nI mil utu 011 ius ribibles en el Registro de hL prolnedatl, Y

\1 -\lo :. 8tH 01 ce un derec110 real, el marido no puede
If rlr. pOI' con> poucler {1 su mujer la propiedad de tales "tic-

ti '. 11. ,( 'un "clit'llte cou e le sentir, es que no puede el marido
r 1 • U al'1'endllll1 i ntos, si aún siendo menores de seis años, ni

1 1 111 la alllllülad ' d' m{i.' de tres, se hubiera convenido

11 111 '¡jl'l'i.ín l'e~i 'U'al.

Capacidad de les pl1rson!lS iurrdic1l5

JI " ti dl' la capa 'illatllegal de las personas ~ociale8 J' mora·
p . J[I1I,d U' Yéulie lo dicho eula pág. 75 del tomo 1 de cala

d ,iI 1:110 :Illi 'ionar lo siguiente,
l' l\l' la ('apacidad eh il de la Iglesia, para conocerla, im·

Ullí r lo (In se llama la Legislación paccionada, que es la
tI .d 1 PlIt \(' (,1 P del' e lliritual y el temporal. La Iglesia obiu­

111 d IllatÍ\o: antiguamente, que le hacían SIlS fieles en tri-
It 11 "Iltilllil'llto religiosos y por la influencia moral que
1 • Jo .'lIl11 produjo el establecimiento ele una gran propiedad

tic 1, alllorli7.ada, signific{Lndose con esta palabra que aquélla
1(IUil il' ~. ]JOS el' bienes y derechos con destino á la conse·
d. 11. fin y al percibo de rentas de los mismos, COlDO

li( l' 'ollólllico: para su subsistencia. La amortización era au­
1l011li(';l por opon r e á la circulación de la riqueza y para Ílll-

IIr! dio e la II'Y de 1l de Octubre de 1820, prescriptiva, en sus
'010 1.í:r'] (j, de que las iglesias, monasterios, etc., no pudie­

JI ti .11' ntonc s en adelante adquirir bienes raices ó inmuobles,
111 1 r 1 tllllH'nlo ni por donación, compra, permuta, comiso en los
I 11 {'ullt.~uti('o etC',

pita(ln e a tiwultad adquisitiva, en 1836, proscrito el régi­
11 n h oluto. €,1Il\1('Zó la desamortización de los bienes eclesiásticos
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qne el Estado hizo suyos, como Bienes nacionales, dictán(losll (l

29 de Junio de 1837, en plena situación de violencia entre aqucl!
poderes, una ley restablecedora de la de 1820, y como conviniese
la paz de las conciencias el que cesara esa hostilidad entre la 19l
sia y ('11 Estallo, ambos llegaron al Concordato de 16 de AgOS
de 1851, seguido del convenio·ley de 1859-1860, determinativos <1

un estado de derecho respecto á la propiedad y modo de poseer
Iglesia como persona jurídica. Esta, según el arto 41 de aquél, podí
adquirir por cualquier título legítiruo, y sn propiedad en todo lo qu
poseía entonces ó poseyese en adelante, sería formalmente respe
da. Pero sobrevinieron acontecimientos políticos y el régimen pI'
gresista, robusteciendo las prerrogativas elel Poder civil, desente
tliose de dich.o Concordato y dió la ley de 1.0 de Mayo de 1855 qu
puso en estado de venta los bienes de la Iglesia, cuya legalidad fu
completada por ta de 18 de Julio de 1856. Esto introdujo profun
confusión, llevó la intranquilidad á las conciencias y la incertidur
1.>re á cuantos adquirían bienes de la Iglesia" temerosos de ver
despojados de ellos si cambiaba aquel estado jurídico, y hubieron d
llegar ambas potestades á un acuerdo, que fué el convenio de 21 <1

Agosto de 1859, publicado como ley en 4 de Abril de 1860, dond
se reconoció á, la Iglesia su facultad para poseer toda clase de bi
nes, sin limitación alguna, así como el libre y pleno -derecho pa
adquirir, retener y usufructuar en propiedarl, sin límite ni res tri
ción toda especie de bienes y valores.

No obstante esa ley derogatoria de la de 1." de Mayo de 1855
el Gobierno no' podía permitir que quedaran amortizados los bien
de la Iglesia, y disimso que el importe de los bienes no enajenados po
virtud de las leyes desamortizadoras ó pendientes de venta, se co
virtiese en títulos intransferibles de la Deuda pública. Surgió 1
uuda sobre qué debía hacerse con los bienes que la Iglesia adquirí
se en adelante, dado lo prescrito en el arto 13 de dicho convenio, qu
no ponía limitación alguna al derecho de la Iglesia, y el Triblln
Supremo, en Sent. de 28 ele Abril de 1882, atendienelo, más al eSll
ritu del convenio que á la letra ele elicho precepto, entendió qu
dada la directiva de la ley de 1820, encaminada á poner los bien
raíces en la circulación e~onómicaJ tanto los que poseía la Iglesi
como los que adquiriese en adelante, debían convertirse en títnl
ele la Deuda. ~:ro lo consideró así la Res. ele 16 ele Febrero de 1883
(con cuya doctrina no estamos conformes), pues según el Centro di
rectivo, el convenio no hablaba mas qne ele los bienes anteriores,
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3." no habían de

n título d la Duda, porque equivaldría. {L una carga
I mi lila. 110 b tante su perf oto derecho á poseerlos

I n I uua.
r 1 I l' pa 'idad civil de las comunidades religiosas, éstas,

11 1 1 .1 1 ~lJ. n pueden poseer bienes inmuebles; por la ele
J 1111' l, I .~ j qll daroll disueltas aquéllas, con prohibición de

1 I 11. 1'01' 1 Concordato de 1 51 recobraron, al igual que la,
1~IC!lIIl! 1 ( 1 t'i<hlll 'ivil' para eon ellas rezó la ley desamortizado­

. gi ') u al estado de derecho creado por el convenio .
. )'01' 1) '1' to de 25 tle .Julio de 1868 se les reconoció capa-

I I • -1' hil:'ues que habían de convertirse en títulos de la
1 'ull In ~ derogado por el de 17 de Octubre del mismo ailo;

.licla . in consultarlo con la Santa Sede, se ha dudado
,Ji toricllad. El d l' cho hoy vigente se halla constituído
n . ·nio de 1 59 á cuya sombra las comunidades religiosas
domo pel' onas jurídicas, pueden poseer bienes y con­
hr 110. _in otra limitación que la de convertir su importe

d 1\ 1 uda pública, según declaró el Tribunal Supremo
JI • 1 ..!fI (le () tubre de 1870 y 28 de Febrero de 1871, capa­

.. (O.' I n RlO SEN u, viene á reconocer el arto 752 del
mo qlli 'ra que el Concordato solo habla de determina­

ione religio as, pues las no incluídas en el mismo
qnedluoll 11 II lt'l Jlor la ley de 29 de Junio de 1837, discútese si á

fln'orl~ll I u 1'n acog r e, cun obligación de invül'tir su importe
in n f'rihle . Este problema, planteado al presente, re­

olllcione egún el criterio amplio ó restrictivo tlel
IHUU.

pI' Illnll á la Iglesia sus Prelados diocesanos, quienes PUll­

1 I . , u' ~ n vicario capitulares y en párrocos. La representación
1lI1111iclutle religiosas corresponde á los generales y provin­

d lOrd nc re pectivas, abades, priores ó superiores de
1II11uidutl. En los conventos de religiosas suele haller una
JI li(irqui a, constituída por la abadesa, la vicaria y las

lIi8(~I'(\tns

• 1" d la capa 'idad de las personas morales que no son, se­
lí " i¡!lIY producto unicamente de la virtud creadora del
I 1 r f 1¡1I eomo sostienen Gierke y Beseler una realidad

r '11 1 n de la voluntad del Legislador, el cual las reconoce
r I Ou llll han (le cumplir, debemos clecir que en Roma no exis-

3
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tieron con verdadera personalidad, pues las llamadas UNIVER~l'l'4..

1'ES flleron debidas {t pura concesión del Estado que les imprimí
carácter de precario. En la Edad Media fueron consideradas COlUO

organismos intermedios cntre el Poder público, á la sazón debilitado,
y el individuo; esas entidades, que no están constftuídas por una
agrupación de personas naturales, con el nexo de la corporación,
asociación ó sociedad, surgen á la vida jurídica por disposición orde·
nada de la persona que destina una masa de bienes á la satisfacción
de necesidadc racionales de la vida, en interés de todos 'aquellos
á quienes alcancen los beneficios de la fundación.

Nuestro Derecho tradicional no limitó la c&.pacidad civil de ha

hospitales, hospicios, casas de maternidad, etc., los cuales poseían
bienes que administraban las personas encargadas de ellos; movían·
se con entera, libertad, y como se sustrajesen de la circulación eco·
nómica en forma de amortización, los raíces que adquirían, fueron
objeto de la ley del arro 1820, y por las de 1." de Mayo de 1855 y 11
de Junio de 1856 quedaron en estado de venta los l.>ienes de dichos
establecimientos benéficos, excepto los destinados {t la prestación de
sus servicios ó cumplimiento de sus fines. Al presente existe una
regla fundamental para determinar si los bienes de esos estableci·
mientos son objeto ó no de venta; consiste en distinguir entre
los adquiridos con carácter de perpetuidad, para amortizarlos y los
qne no tienen tal sello y objeto; la adquisición de los primeros se
halla prohibida, por pugnar con el principio de Derecho público de
la movilización de la propiedad; en cambio se halla autorizada la de
los segundos para poderlos vender, empleando su producto en la
consecuci6n de los fines de esas personas morales 6 en títulos de la
Deuda pública (Sent. de 15 de Octubre de 1880).

Esos establecimientos de carácter particular, se hallan sujetos á
la intervención c1< 1 Estado para que cumplan sus fines (Reales de·
cretos de 27 de Abril de 1875 y 14 de Marzo de 1899).

La capacidad civil de los establecimientos de instrucción es igual
que la de los de Beneficencia, siéndoles aplicable lo antes dicho. Los
de carácter oficial carecen de personalidad reconocida, pues el Es·
tado se encarga de realizar el fin docente por medio de s s órganos.
Rigen en esta materia, además de las disposiciones de índole gene·
ral, la ley de 3 de Mayo de 1837 que autoriz6 la imposici6n de ceno
sos ú otros efectos de crédito fijo con destino á objetos de instruc­
ci6n pública, la cual, según el Sr. Sánchez Román, no se halla
derogada en este punto por la de 1." de Mayo de 1855. Esta última
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l ' l'ón los establedmientos benéficos y
.1 • 1\11101' Iza'

[ 1 ,h',lnc' 1';,' udo la Ro O. de 26 de Julio. ele 1886.
• 1 UJIO' y otros ele carácter no ofiCial, corres-

'JI n ,e' ,
1'" l'gnadas por el fundador con el titulo dep '1' OUll l~, '

'apacidad ivil del Estado, pues la de las llrovincias
1, l' pr aUlO en dicllO capítulo del tomo 1.0, rleben

• 1 hi 11 • del mi 1110 en dos clases: unos indispensables
u UJ • 1 1 ."

I l· 11' ut ,1 u fin social por medlO (e os serviClOS pll'
lJInp JIJ • . ' • J"

l' '1
11

1.1' rt nccen como á cualqmer propletano. :No
11 ~ 11 \1' lo' prim roS ui lucrarse con ellos, porque no los posee

JllI' jmílli -a en la acepción extricta ele la palabra; en cam·
,li pon r d lo otros, que son objeto de inventario, dán·

rn'lI,laUli uto, \'cnta, permuta, etc., en pública subasta, me-
h.i n miui terial, de la Dirección general ó de la Dele­

I 11 -i mil s gún los casos, Y solo puede prescindirse de
ni ito h hi mIo acuerdo especial que así lo determine, según
lJIl t 11 'ia que concurran Y con arreglo á la ley. El Estado

'11 m '''pa 'ida 1 civil y ejercita sus acciones mediante un
1 'inl ,1 ~,hogados, así como puede ser demandado.

DlZI consentimiento

u nlimicllto palabra COmpllel!ltcl, de la preposición con y
1'1 na,. ( nlir con otro), es según Sánchez Romáll, la con­

JI 1 ti \'olllntade. Debe prestarse con conocimiento, al cual
1 n 1 1'1'01" on libertad, esto es, sin violencia y sin intimida­

in ,1010 ó sin maquinación engañosa. Según el Derecho an-
I 110 111 opinión de Potier, s~ añade al consentimiento otro vicio,
1 1 In 1 ióu' d esto se ha separado nuesto Oódigo. Oonfúndese la
1111111 'i6n con 1 error, pero entre ambos existe la diferencia de
ti mi ntra n la primAra la contradic~iónde lo declarado con lo
u ricio ' voluntaria, en el segundo es involuntaria, por efecto de

r <'i6n d 1 entendimiento acerca de las personas de los con­
nt y d lo qu constituye el objeto del contrato.

El rror Ó sea la creencia equivocada, invalida el consentimie 1­

di illgue tI la ignorancia en que ésta es la ausencia de cono­
n o; taut un vicio como otro invalidan el consentimiento,

1 11 n da querido sin ser previamente conocido, como dicen
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los escolásticos, quienes definen la voluntad, como principio inle
de acción con conocimiento de causa. Si, pues, la voluntad es el
mento suhjetivo hado cuyo imperio surge el acto jurídico con arre
eí, la ley, faltando conocimiento no cahe aquélla que es el alma
contrato.

Para que el error invali le el consentimiento ha de recaer
la suhstancia de la cosa ohjeto del contrato; dehe tenerse por
tancia la naturaleza de la cosa, lo que la distingue genérica ó e8
cíficamente de otras, no I)hre las condiciones de la misma, pues e
depende de la índole y iln particularísimos de cada contratante,
sus propósitos y de las necesidatles que le movieron al contra
Si se demuestra que la condición de la cosa fué el motivo deter
nante del contrato, ó su fin, el error, puesto que afecta á dicho 1>
cipio interno de acción, constituyente de la voluntad, podrá prod
cir la invalidación del contrato, al amparo del arto 1.266, sien
de citar la Sent. de 9 de Junio de 1899 declaratoria de la nulid
de una venta en que el precio no fué entregado, sino confesado,
se desprendía de la afirmación hecha en la sentencia de que la e8
tura fué otorgada por la iniciativa del comprador, consignando
contrato simulado al cual, por error é ignorancia suya, consin
la vendedora.

Las leyes 9.a y 12 Dig. DE aON'fR. E1VIP'l'., la ley 22 DE VE
OBLIG. Yla Instit. § 23 DE INU1'. STIP. prescrihen que el error su
tancial de la cosa solo hace nulos los contratos onerosos. El Cód'
no distingue entre éstos y los lucrativos. Afiade In, ley La Digas
DE VERB. OBLIG. que el error ó discrepancia en la cantidad de
cosa no ohsta á la validez del contrato, si <¡uien pensó celebra.d
en menor cantidad es el que dehe recihirla, prescripción no re .
trada .en el Código, que solo permite la invalidación por ese vio
cuando recae sobre la substancia de la cosa ó sobre las condicion
de la misma que p~'inoipc,l1nente huhieren dado motivo á celehrar
contrato.

El Derecho aragonés es elástico en este punto; no distingue 6

tre clases de errores; si es propio, puede ser revisado antes de
dactarse el escrito, siempre que se haga en el mismo día. (Oba.
y 7.a DE aONFE~lS), pues á tanto ohliga el respeto al principi
STANDUM EST CHARTlE.

El error sohre la persona solo invalidará el contrato cuando
consideración á ella huhiera sido la causa principal del mismo. Pu
de recaer sobre el nomhre, las cualidades Ó la persona misma; si



invalidar e el contrato, pero

rfol ti en nta-ERROR OALCULI-BOlo da lng'al' á
rt. l.~hli T. nt. de 7 de Febrero de 1899). Habrá,

11 1 -1'1'01' (1 'cantidad distinto del error sobre el valor
• m h ( In imlemJ1Ízación, dando lugar, no á la nulidad,

i iun tld contrato, aún cuando también pueda moti·
1 el 1 -1 mi mo gÍln la importancia de ese vicio, re-

.1 I ('olllli -iones mas imllortanteB de las cosas. De
I II 1\1 1 ... tabl cers en este punto un cl'iterio A. PRIO-
1 .II'nlo no altera jamás la verdad de la cosa (ley

1. 1 nI (1 ('AL ~.).

11 I Jtlfi I'on. nito romanos que VOLUNTA.S ESTIA!lI SI
l. TA. 1<:,''1'' la voluntad, no obstante la violencia
i c'i la intimidación (coacción mora,l), no desaparece y,

11 nt qnlol, aju tados al extricto derecho, exigente
11 imi 'lito, aún 'lU\udo tuviese esos vicios, por lo mismo

t'X1IBtll\, 11 I 111(' (lif'ron la acción de uulidad del contrato sino
. '( e I 1011 • llalluhlas QUOD VIS CAUSA, QUOD METUS CAU-

I r<'u 11 Ílla formaron la QUOD VIS AUT METUS CA.USA..
l! I (' lril'lo del' ho cedió al em p~je de la equidad uo
. '
111 11 h pafia) y por e o la ley de Partidas, considerau-

d miedo - 111u vicios tlel consentimiento, declaró
n 'JlIl' intervinieran, di. I osición recogida en los
1,"IL 11,,1 'ódigo, con IUayor amplitud que en
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aquel cuerpo legal y que dan derecho al perjlldicado tanto
cionar como á invalidar el contrato.

Hay violencia cuando para arrancar el consentimiento se empl
una fuerza irresistible. Mal puede arrancarse lo que no se tio
luego esa coacción externa supone consentimiento, aunque viciad
Existe intimidación cuando se inspira á uno de los contratantes'
temor racional y fundado de sufrir un mal inminente y grave en
persona ó bienes, ó en la persona ó bienes de su cónyuge, des
dientes ó ascendientes, sin que el Código distinga entre si estos d
últimos son legítimos ó naturales, y sin que comprenda á otros
rientes, incluso los hermanos. Debe darse al precepto interpr
cIón literal por su carácter limitativo, sin que excluya lo que
mismo dice, de que, para calificar la intimidación, debe atendo
á la edad, al sexo y á la condición de la persona, fórmula más l' •

nal que la dada por la ley romana, pues á ella ha llegado la influa
cia ética del Derecho canónico.

El miedo no ha de ser el llamado por los moralistas 1n1¿jm'il,
que el de varón constante, prodncido por un mal en la persona y bi
nes del contratante y de los que por la ley son sus legitimarios; ese ID

ha de ser injusto, pues no maleficia quien lisa de su derecho.
temor ha de ser racional y fundado, de modo que en su producci
nebe mediar seriedad y posibilidad de que se realice por quien ten
de su parte medios para ello, según las circunstancias del caso. Ha d
existir proximidad entre su realización y el hecho de prestar el co
sentimiento con ese vicio, esto es, cuando todavía el contratante
se ha sustraído á los efectos de la acción que en su ánimo produ'
sin que puedan desatenderse, para la apreciación del mismo
los Tribunales, no ya solo la edad, el sexo y la condición de
persona, si que otras circunstancias; tales como su capacidad, 00

tura y posición social.
El temor de -desagradar á las personas ~í, quienes se debe sumí

sión y respeto no anulará el contrato; éste es el llamado mied
reverencial, distinto de aquél. Cabe también que el temor se empl
bajo la forma de amenaza de destituir} despedir ó desheredar á UD

persona, lo cual no consti.tuye desagrado, si que verdadera coacción¡
cuya gravedad, para la invalidación del contrato, corresponde apre­
ciar á los Tribunales.

Las leyes 14 Dig. DE QUOD ME'!'. CAUS.; 9 Dig. DE EOD., Y 5 O~

digo DE EOD., declamu nulo el contrato contraído con violencia, aun·
que haya sido ejercida por un tercero en cuyo provecho se hubies'
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Jo 1 e lllrato, La ley 6." Dig. QUOD MET. CAUSo y la 9 CÓ-

D
..". "ET CAUSo exigen, como condiciones del

J)I' 111•• 1 ,........

11tleda invalidar el contrato, que provenga de he-
l JI ni 1(11 '

1 iOllJOner á un hombre de espíritu no apocado. Ade-
1 ( . , 1 b'
~ 1 1n'e .. 5 7 8 Y 9 Dlg. QUOD MET. CAUS., e O Jeto
.111 n' ~., '*, ,

• 11 Illt de ser un mal grave é inminente para el contra­
m Il11Z
'J ro u bijos (el Código lo hace ,extensivo al cónyuge y á

ncli ul' ), como la pérdida de la libertad, alguna fuerte pena
l. ('1 l' 'tupro ú otros padecimi('ntos semejantes. Las amena­

1t \1 r oua constituídas en autoridad, solo anulan el con-
i lmui sen excedido manifiestamente en sus facultades

. Dig'. íd.)' P ro el temor á la infamia ó á alguna vejación, no
Ir' h\l'( lal nulidad (ley 7." Dig. QUOD MET. CAUS.). :aabiéndo,se

III lIIun(\o () ratificado el contrato después de desapareCIdo el nue­
1, qu 1 C, válido (ley 2 Cód. DE ms. QUAE VI MET. CAUS.)

I~l dolo fu' definido en el Derecho romano OMNES CALLIDITAS,
Ll. TIA "EL MAQUINATIO, AD CIRCUNVENIENDUM, FALLENDUl\1
l. nF.CIPIR,'DUM AL'fERA ADEVITAS. No se presume, debe ser pro­

Id, (1 Y Ii ód. DE DOLO); es cansa de llll"dad del eontrato
1 1\ lo l . manejos pr~cticados por una de las partes son tn,les que

111 110 111. otra no hubiera contratado (ley 1.a, íd.; ley 7 y 9 Diges­

to J)¡.~ PA("1.'T ),

Ir. edh el Código (art. 1.269) que llay dolo cuando, con pala,bras
na ,)uinnl'iones insidiosas de parte oe uno de los contratantes, es
,1 !CirIo l'l tro {L celebrar un contrato que, sin ellas, no. bubiera

l h. Dril probarse, lo mismo que el error, sin que quepa el pre-
lImirlo ( nI. de :3 de Noviembre de 1896).

LJ ,1010 puede elllll1earse por medio de palabras m.enti1'OSítS, encu­
; rt" (¡ ('olorarlas q1le cliccn con 'intención ,Ze los engílf/1a1' é de los rZece­

,,;,. "111110 l'xpl'esa la ley 1.", tít. 16, Parto 7.a
, Ópor medio de hechos

" ti! lIyelltes cle maquinaciones, unos y otras insidiosos; su esen-
in (. ('\ ('llgaiio y puede revestir distintas formas, sin rebasar los

lIud( J'() el la estafa; ésta es el dolo malo, distinto del que; por con­
t )lo. ición se llama dolo bueno, en sus dos clases: DOLUS CAUSAM
1>4., ,Cjuc' esencial, invalida el contrato, y DOLUS CAUSAM INCI­
n .'. (incidental) que solo obliga al que io empleó á indemnizar de
" 1111.')' peljnicios.

1-.\ .1010 para que produzca, la nulidad del contrato, debe ser
'r\\'I' "Ill'('ciacla esta circunstancia en cada caso, sin que baste

iu\' 'al' un engaüo burdo de que muchas veces suelen ir acompaña,



Del objeto de los contratos

Lo constituyen las prestaciones económicas en sus dos clases de
cosas y de servicios; unas y otros han de ser lícito's y posibles. Las
cosas han de estar en el comercio de los hombres, por ser supuesto
de las mismas su utilidad. El contrato puede referirse á las presen­
tes y á las futuras, con excepción de la herencia venidera, respeúto
de la cual no pueden celebrarse otros contratos cuyo objeto no sea
practicar entre vivos la división del caudal. Y es que son inmorales
los contratos que con la herencia fu~ura se refieren, por implicar
un seCUQstro de la voluntad del causante de los bienes. Por esta
circuntancia fuel'On proscritos los pactos sucesorios que, según Cim·
baH, precedieron en Roma á los testamentos.

Esos pactos no coartaban en absoluto la libertad de su autor,
pues, no obstante su celebración, podía contravenirlos otorgando
testamento. No lo entendió así el Derecho germ{Lnico que 10R consa·
gró en respeto al principio de entera lilJertad informadora de sus
iniltitucione~. Permitieron las Partidas el contrato de sociedad liobre
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dos los contratos, ÍÍlCilmente comprobable, si que la verdadera ma·
quinación el llamado ena,?'tamíento, bajo cuyo pernicioso influjo es
llevada la voluntad á, lo que, en manera alguna se hubierajlropuesto
hacer el contratante.

Si se emplea por ambos otorgantes, y éste es el dolo mútuo, el
ontrato es valido, por compensarse el dolo. Puede causarlo un ter·'
c~ro en connivencia ó, cuando menos, con conocimiento del favore·
cido; entendemos que en este caso hay nulidad de contrato.

Es de citar la siguiente doctl"ina: Afirmándose por l~ Sala sen·
tenciadora que medió dolo ó engaño en la entrega del precio de una
venta, pero no el dolo causante del consentimiento, y por afectar
aquello á, la consumación del contrato y no á su perfección, que son
actos distintos, no puede acordarse la nulidad de la escritura. (Sen·
tencias de 22 y 27 de Junio y 22 de Octubre de 1894). La mera
presentación en un contrato de cédula con inexactitud en la edfld
del contratante no constituye dolo (Sent. 24 Junio de 1898).

No puede invocarse el dolo para pedir la nulidad del contrato de
venta, cuando eran conocidas las causas del inmueble, según apMe·
cía de subasta judicial y además; la publicidad del Registro se opono
á la o nltación maliciosa supuesta (Sent. 8 Abril 1903).
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l . en lo futuro los socios de 1)ersona no determi·
ItI h r '\ a n . ,

. . . 1)<1 ,tos en los militares cuando, dIspuestos a,\ nz 1'011 e O, .' ., ,

1 JI " Illcnazados de pehg-ro, se lllstItman reCIproca·r 11.1 110. •
IJ \. 1 ID para el caso de morir uno de ellos sin revocarlos.

IJ t]1 'Imisión no las registra el Oódig-o, bien que, de
NI~ilal'O 11" no\", liD dándoles tal nombre, en los arts. 177, 827, 831,

, l.. l. aÍln cuando mantiene erg-uida la regla general de que
11 r 'Ul'hl futnra no cabe contrato alguno, salvo las excepcio·

11 nilla l'U llicho preceptos y el 1.056.
L \ II (¡tI pertenecen al pasado no pueden ser materia ele

\ t: qu utilidad se pnede sacar de ellas~ Siendo de aludir lo
1 JIU (l 1'11 .1 arto 1.460; pero tampoco cabe tomar esto en abso·
, I 1 IUI' plletl celebrarse el seguro de una cosa que ha perecido,
\ 11 1 Ih buena. fe lo ignora el asegnrado. Este factor ético lJace

n n 'fica -in lo que en otro caso no la tendría por falta de

U.

[1 Illrici 11 de la cosa futura, supuesto de contratación, puede
1 n 1 r 11' 'ondiciones ó de la realización de un hecho rig-urosa·
n 1 torio y en la duda de si es lo primero ó lo segundo, debe

t \ l' (:~h-1Jrado el contrato bajo condición.
imi 1110 IlU de contratarse sobre derechos futuros, con ciertas

1 ro r tricciones, de modo que no impliquen la abdicación
1 fl uo adquirido; en caso contrario no puede surtir efecto.

r 1I JI lo art. 931, 1.102 Y 1.935.
1 'n Ó. ervicios imposibles no pueden ser objeto de con·

• [ impo ibilidad es de dos clases: absoln,ta y relativa; la
lo lumia; la egunda permite que sea perfecto~ aún cuando

, I'u ti l' 11111plirse.
Ll ol!i to debe ser una cosa determinada en cuanto á su especie,
, ' ,'1" el género esté expresado,. aunque no se determine el

iJ H ¡lll10 ch'l mi mo, porque la ley suple la indeterminación, preso
ribil mlo IlU 1acreedor no tiene derecho á exigir una de las mejo·

1 Ili 1'1 ohligado, á entregarla de las peores.
I .1 ill/lctl'rlllinación en la cantidad no será óbice para la existen­

11 11 1 ('Olltrato ,iempre que sea posible determinarla sin necesidad
111' 1111 '\'0 convenio entre los contratantes; habiendo, pues, bases en
1\ 011 \l'lIio. pnra esa determinación, ó cuando por alg-una cláusula se
JP UIl 1tlllit • auuCJne elástico, es válido el contrato, sin que pueda

I I (' a Ih-terminación á uno de los contratantes; esto provocaría
1 IU I1 !l', ('unlO tampoco cabe c1l'jarJa á un nuevo acuerdo de



De la causa

La causa del contrato es el supuesto del mismo; no es solo un
motivo impulsivo ele la voh~ntad, si qne el propósito del individuo
de buscar un equivalente de aquello á que se obliga; por ejemplo,
en el contrato (le compraventa, la causa respecto (hl1 vendedor es el
precio, porque por eso se desprende de la cosa; la adquisición de
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aquéllos, pues si tal ocurriese, éste y no el primitivo contrato ser
el cumplidero. La frase «más ó menos» no implica indeterminació
La obligación alternativa con un objeto determinado y otro indet
minado) y cuya determinación no se hubiese hecho, ni fuera posibl
hacerla sin un segundo contrato, se reputa válida" como pura y s'
pIe, respecto del conocido. A veces cabe verificar la determinació'
en forma de equivalentes de valor por ejemplo, cuando las part
han esbblecido la elección entre una cosa ó dinero.

TI Jsta para que se considere ilícito el objeto del contrato su o
sición á una ley cualquiera de carácter preceptivo ó prohibitivo; ea
de c\tar la Sent. de 15 de Enero de 1904 que considera nulos 1
pactos que tiendan á alterar el precio de las cosas.

Estan fuera del comercio y, por tanto, no pueden ser objeto d
contrato los cargos públicos, las substancias venenosas y, en g
neral, los medicamentos no rilespachados en las farmacias, las arm
ó explosivos por quien no se halla autorizado, los monopolios fisca,
les, los objetos que constituyen contrabando, los derechos inberen·
tes al Poder público y los de carácter político, como el sufragio, etc.

Según el Derecho romano, todo contrato debe tener por objeto.
una cosa sobre la cual verse la obligación de dar; hacer ó no hacer
(Inst,. § últ. DE VERB. OBLIG.) Las cosas, tanto corporales. como in·
corporales, no han de hallarse exceptuadas del comercio de 108
hombres, lo mismo las presentes que las futuras (ley l.a Dig. DE
PACT.; Inst. § 2 DE INUT. STIP.) Producirá efecto la obligación cuyo
objeto, aunque prohibido á ciertas personas, no lo esté respecto al
que lo ba de recibir (ley 34 Dig. DE VERB. OBLIG.) La cosa debe
ser cierta y determinada, á lo menos en cuanto á su especie; la
cantidad y cualidad de la misma deben ser ciertas, aunqne dependa
sn determinación de un becIlO posterior (leyes 94 y 115 Dig. DE
VERB. OBLIG.) La sucesión futura no puede ser objeto de contrato¡
sino con el consentimiento ele la misma" no revocado (ley 30 Oódigo
DE PACT.).
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con l' pe ·to al comprador (así se declaró en Sen­
.1 yo d 190..); de modo que el equivalente es el ~u­

utmto: . hr él giran las voluntades Y es de vanas
liD Iral tI un contrato oneroso remuneratorio, de

I d III ra liIler Hdad. En el contrato oneroso el equi-
I 11 I 11 IHIIl 110 qll uno entrega por lo que ha de recibir,
i u lo 1 Ir tauto uación en la prestaciones económicas; si no

1'1' 1 ud '11 'u , a l' Cil rocidad, cabe recurso para remediar la
¡uh ,¡óu, u ¡em})r, ino en algunos casos, En los contratos
UIIIII tolÍo. 1 quival nte se llalla pre establecido á la remu­

11 ¡ 11I. En 1 tI benefic ncia, el equivalente es puramente es­
¡Ir! l\ 1: lo 'oustituye el deseo de otorgar un beneficio, con su co­
l' 1 11111 'lit ia que e la. gratitud.

I ntrato in cau a con causa ilícita no producen efecto.
~ lit 'ila la c¡n e 0lloue ti la ley s Ó lÍ la moral. Regístrase la

111. ti ' ~ .. ele l' br ro de 1904, de que la causa de los contratos es
111 inl IIl') III vil que pue la impulsar {L las partes {j, celebrarlos.
1 ' '1 upu to jurídico, constituído: en los contratos one­

lit l' la pI' slación ó promesa de un servicio por la otra parte;
l' IlIl1l1eratorio , por el servicio ó beneficio que se remunera,

,,1 Ih I'lIra b neficencia, la mera liberalidad del bienllechor;
m 10 qne la cau a viene á ser el supuesto del contrato, en tanto

, 1 lDu\'il e el acto impulsivo de la voluntad de los contratantes.
mili 'u d citar la Sen!. de 13 de Julio de 1899 de que, res-

Ih 1 ,d olllún acuerdo, un contrato con otro, basta que el al1l,e­
'h atrihu 1'31 derechos á una de las partes para que su

cau a nficiente del lucro ó ganancia que por el segun­
110 I l' onll7.ca á la misma.

11 11I0 di 110 que en los contratos remuneratorios cuyo supues­
I lila NI el rvicio, tiene que haber también equivalente; si
l rt' 'Olllp~U a s notoriamente exagerada, el exceso considérase sin
l' 11 " por lule, ineficaz, á menos de qne revista carácter de do·
n, iUII Ri hubo Ilrop6sito de hacerla con las consecuencias posibles

I 111 1'1 1'_ cl'fliva.
l 'pI' -iün 11 una causa falsa da lugar á la nulidad del con·

t. lo. i no - pm ba que estn.ba fundado en otra verdadera y lí­
'I! •• (. NII ',l. 'larzo 1 91, 30 Iarzo de 1898 y 12 Abril de 1899).

, 1111 1'0 a 111 llUla la verdad d la causa y la verdad de las mani-
l' ta illlll', Ih' lo contratantes; lo primero produce la nulidad' lo

uu lo 110 iuvalitIa 1 contrato, aún cuando puede dar lugar á,' re.
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clamaciones por los peIjuicios q,ue hubiesen sufrido aquéllos (Sen·
tencia de 16 de Diciembre de 1897).

No es preciso que se exprese la causa en el contrato; se presu·
me que existe y que es lícita mil:<ntrRs el deudor no pruebe lo con·
trario.

Confúndese la causa falsa con la simulación, por más que, á ve·
ces, presentan analogía, como se ha declarado en Sents. de 11 de
Octubre de 1865 y 24 de Marzo de 1884, declarativas de que los con·
tratos simulados ó sean los celebrados con causa falsa no surten
efecto; esa simulación lleva consi~o, necesariamente, la falsedad de
la causa (Sent. de 23 de Noviembre de 1897); pero este criterio solo
puede aplicarse en absoluto á contratos anteriores al Código. La
simulación significa la contrac1ición entre lo que se propusieron ha·
cer los contratantes y lo que resulta del contrato; es de carácter
voluntario, en tanto que la falsedad de la causa no lleva consigo
esa voluntariedad, mejor, el consentimiento puro; antes éste se
halla tocado de error esencial ó de dolo grave. La causa debe
existir en el momento <lel contrato, pero á veces, es constante,
porque el cumplimiento de aquél no es de una vez, sino en varias y
sucesivamente, como en el arrendamiento, pues si éste no puede
realizarse, que fué el supuesto jurídico de la convención, ésta careo
cé de causa y, por ende, es ineficaz.

La Sent. de 8 de Marzo de 1906 explica Ilon claridad lo que se
entiende por causa de los contratos, diciendo que es la realidad de
los motivos que dieron lugar á su celebración, y que, no existiendo
cuando hubo error substancial de hecho, procede la nulidad de la
convención. Así, por ejemplo, confiesa uno deber una cantidad á,
otro, creyendo que se la debe y resulta que no hay tal deuda; ten­
dremos qne hay cansa pero es falsa. Se simula una compraventa,
pero, en realidad, ni el vendedor se ha desprendido de la cosa, ni el
comprador ha entregad() el precio; ese contrato se ha hecho para,
evitar que los acreedores del primero embargaran aquélla. En este
caso hay un contrat{) sin causa. Se remunera equivocadamente un
servicio no prestado: inexistencia de causa; se emplea engaño, di·
ciendo que el servicio se ha prestado y realmente no lo ha sido: hay
causa, pero falsa, porque no faltó motivo para la retribución. Esta
1\0 puede surtir efecto, porque medió engaño para obtenerla, supo­
niendo nn servicio no realizado.

Las obligaciones contraídas sin causa (esto es, la verdadera su­
perchería) Ó con causa falsa no producen efecto, y podrá recobral'$8
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'ul\lplitlas de esa manera (leyes 11
R, DOT,); lo mismo procede si la

llull II In de apar ciclo (ibid), Procede la devolución
, pI' nlla: ntregatlos bajo la esperanza de, un pl~és.t~­

(1 :1' }.. Digo. DI', 'ONDIT. SIN, OAUSA.· y uU. Cochgo

J.BII.: y iílt. óll. DE SOLU'l'.)

I 1 f¡ It de l' 11 -a '.'í'ti '.'8 010 con respecto á una parte cle lo
uni«' \111 'ntl: tOlelr;, Ing'llr en ella la repetición (ley 3.a Di­

I Il1l, :1,'. c'A ,'.)

h' '1' ~,. Y L. Dig. 011 'J' RB, A S. y o.a Dig. D]~

1 • I I 1'.1"1., l( U no podrá l' petir~e lo dado para 00rromper
o IJI 'tirador 11' la lJarlll contl'al'ia, ni lo s~tisfecho ti, um~

ui 11 'IUt (lil' '1'1 ]¡\llrón pa1'll no el' descubierto, y pres­
1 '.1, (1Il1. j)1~ ('(lo -o. CID CAU <, DA'!'., qne lo arriba dicho no
i) t',l1I 'H :lUlIl¡UI pl'ohihi<ht por hL ley, no es contraria á la

11 111 mI, eJl 'uro ca 0, no lm1.>iéndose cometido el lec1.>o
)101" 111 I'S hahrá lugar á. la repetición de lo entl'8gat1o

l'i 'l'uta 'c.
) 1111. (1' 'la dta legale' se distingue entre causa ilícita,

, I III híhilltl P r ]¡l. 1J Y Y causa torpe ó sea la contraria á la
11 I 11101',11. IJll. primera lleva, pe)' se, la nulidad del contrato,

11 11 1 uo haya 'onsllUlado; en tanto que la segunda, si no
1 011 11111<1 'ióll Y á base de que el contrato no se haya

III 11'Y, .la d recho {L la repetición de aquello que se hubie-
('1I'lr('~j}(II. PI ro ; pu den considerarse subsistentes esas leyes,

I hu JI 1 la' (lel primer grupo de este estmlio referentes al
lh '111' " c()rt'ompa al Juez ó al procnrador de la parte contra-

1 I 11 1lI111l'li\ alg'lllla, l,orque pugnan con el Derecho público mo-
111 • ,1 .Iu'/. que pone precio á la vara de la Justicia preval'ica,

I 111'0 rll'lilo tamuiéll es respollsable el sobornallte y claro que,
h hi 'lIdo U/I hecho justiciable <:on sanción penal para ambos reos, y
IHI lo (1111' l' i -t nulil1all ele origen, es aplicable al caso el artícu­
1 l.,itl", ql\(' priva (1 loda acción entre sí á los contratantes, dán­
1 .' dl'lII.í· á la' ca as ó precio que hubieren sido materia del
llIt to la Clplical'ióu llrcvenida por el Uódigo penal respecto {t los

I I ' 'l iu 'trulllcuto::l dcl d lito ó falta. '



Debe distinguirse entre existencia, validez y eficacia del contra.
too Esta última supone que aquél se ha celebrado y que no adolece
de vicios, pero que reviste la forma exigida para su obligatoriedad.
De manera que la eficacia no dice al fondo sino á la revelación
formal de acto jurídico. Por esto prescribe el arto 1.278 que los con·
tl'atos serán obligatorios cualquiera que sea la forma en que se ha­
yan celebrado, siempre que en ellos concurran las condiciones esen­
ciales para su validez, que son: capacidad en los contratantes,
consentimiento de éstos, objeto lícito y causa que no sea contraria á
la ley y á las buenas costumbres ó sea á la moral.

El Legislador, dando la espalda al sistema formulista ó forlllula·
rista del Derecho romano, que hemos presentado al hacer la historia
de la contratación, consagra el principio de libertad proclamado en
la ley {mica tít. 16 del Ordenamiento de Alcalá, que precedió en
tres siglos al Código de Napoleón, al cual se han ajustado las legis·
laciones de los estados latinos europeos frente á otra tendencia,
no espiritualista como aquélla, sino prevencionista, como la llama­
ríamos, buscando en la formación de todo contrato la prueba pre·
constituída de su nacimiento, lo mismo que hace la escuela alemana
y prescriben los Oódigos inspirados en estas ideas.

Dícese, erroneamente, que la directiva moderna es la espirituali­
zación ab::loluta del contrato, haciendo que sea eficaz (cosa distinta
de la validez) cualquiera que sea la forma que revista, pues lo impor­
tante es el fondo. Quienes así opinan, apóyanse en estas palabras de
D'Aguanno: «La evolución de los contratos ha consistido especial­
mente en ir sustituyendo la sustancia á la forma, en dar carácter
coercitivo á lo que ha sido objeto de la convención, en vez de dár­
selo á las palabras y á las fórmulas.»

Estamos relativamente conformes con este profundo sentir; pero
no se diga, tan la á llana, que la tendencia moderna es desentenderse
por completo de la forma en la contratación, antes cobra importancia
el intervencionismo del Estado para que no se escapen de las exi­
gencias de la ley los fenómenos jurídicos, y así aparece, no ya solo el)
los Códigos intluenciados por la doctrina alemana, sino en los de los
pueblos de raza latina: allá va. la prueba. Prescribe el arto 1.184
del Código argentino que deben ser otorgados en escritura pública,
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DI! la eficacia de los contratos
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La forma es en ciertos casos, requisito exigido para la vali
del contrato; ejemplo de esto lo tenemos en las donaciones de
nes inmuebles y en la constitución de hipoteca (arts. 633 y 1:875);
aquélla es válida, ni ésta se considera constituída si no se otorgan
escritura pública; pero da derecho el contrato en el que se h
convenido el establecimiento de una hipoteca, á, que las partes
dan compelerse al otorgamiento de la escritura.

Los contratantes no tienen obligación. de compelerse recípro
mente, sino derecho á que se otorgue la es(".ri~ura cuando haya
tervenido el consentimiento y demás requisitos necesarios para
validez del contrato; sin esto último no cabe aquéllo, y aún cua
se bayan verificado actos del contrato, puede pedirse el otol'gami
to de escritura, como se declaró en Sent. de 17 de Abril de 18
siu que la circúnstancia de no haber hecho uso de esa facultad, q
no es obligación, enerve la acción del acreedor (Sent. 3 Na
de 1897). De _manera que dicha formalidad constituye una condiei
implícita de todo contrato que la exige, aunque á ello no l'le hubie
obligado expresamente los contratantes (Sent. 19 Octubre de 1901
siendo también de citar la muy importante de 1.0 de Julio de 190
ele que, según doctrina del Tribunal Supremo, el arto 1.279 del
digo no desvirtúa en na.da la fuet'za obligatoria de los contratos q
las partes celebren, cualquiera que sea la forilla en que lo llagan,
sn eficacia cuando lo cumplimentan, aún antes de elevarlos á ese
tnra pública, creándose así un estado de derecho que no pn
menos de afectar__á los que no intervinieron en tales contratos
estos extraños no bacen derivar su acción de algún título más pri
legiado por su naturaleza ó porque hallándose inscrito en el Regís
pueda obstar la inscripción á la trascendencia del contrato, respee
de tercera persona, aparte de que la ley no da acción alguna al
traño para exigir el cumplimiento de lo prescrito en el arto 1.280.

No tratándose de la donación de inmuebles, el contrato, en
quiera que sea la forma en que se celebre, es válido y así lo clee)
ran las Sents. de 11 de Mayo de 1903, la de 2 de Diciembre de 19
referentes á las sociedades civiles y mercantiles, la de 12 de Jnli
ele 1904 respecto {L la venta de bienes inmuebles, pudiendo cons
tarse la de 8 y 13 ele Enero y 9 Y 10 de Octubre del mismo añ
7 de Febrero de 1905, 6 de Febrero de 1906 y 8 ele Febrero ele]9
que aplican el arto 1.279.

Deberán constar en documento público los contratos á qu!' 8

refiere' el arto 1.280, que luego diramos. El Legislador emplea
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pÍlhlico- p01'l}1\ eu algullos -asos enumerados
• Il\O lu '1\pitulacioue" matrimoniales (art. 1.234) Y

i.1I d h f('lIl'ia (arL l.ao ) no preciso que 01 acto jLuí-
~ I1 11 d '. 'I'it Un\ I'fL lica' ésta constituye la regla

D'! la inhzrpr'!t8ción d'! los contratos

• ti • 1" onstituye el pensamiento de los conLratántes
1 lo 110 fu ~ claramente reflejado Ó lo ha sido de un modo defl..

n. 1 huhi •. u 110 redactado el documento, ya otra persona
U1 }lrofllna en 1 Derecho. La interpretación no puede 11e }lr

11 urdo • n f lo pr 'crib la Observancia única FOR! EDI'I.'! A.PUD

....l.r.ll.u, I ~ L1 1 1 fiall qn n al1mit aq Llt~lla 1:.. 'ONTRARIO SENSU, á

4
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no ser que hubiere disposición contradictoria, como tampoco caue,
así lo prescribe la Observancia 3.a DECLARACIONES MONE1'.!1'!
cuando se invoca, como caso semejante al dudoso, lo que fuere C6

trario á la razón ó á la equielad. Tratándose de la interpretación q
elebe darse á las cartas ó documentos, no son aplicables las 018
vancias DE PROBATIONIBUS FACIENDIS CUM CHARTJE y DE PIn

lNSTlWMENTORUM (Sent. 13 Enero de 1873).
En Aragón se atiende al principio STANDUM El' CIIARTJE, al CQ

(lebe atenerse, y no se permite liar á una cláusula, en un testamen
(listinta interpretación de la que tiene (Sent. 10 de Octubre de 1863
la de 23 de Junio de 1864 enaltece ese principio.

_ El arto 1.281 proclama también la soberanía elel contrato y

respeto á sus cláusulas, á cuyo sentido literal se ha de estar, si n
d~jan dudas acerca de la intención de los contratantes. Median
oposición entre las cláusulas y la intención, ésta prevalece sob
aquéllas, porque no la palabra escrita, si que la voluntad es la gen
radora elel acto jurídico.

Mediando claridad en las cláusulas, no puede haber interpre
ción (Sents. 15 de Diciembre de 1871, 21 de Junio ele 1872, 30 Jn
nio de 1890, 18 Enero de 1892 y 19 ele Noviembre ele 1SÜ7). L
simples eludas ó impresiones de carácter subjetivo no encajan co
pletamente elentro de los ruoleles de la casación (Sent. 6 ele Octub
de 1905); de manera que la eluda debe ser real, no supuesta, cuan
las palabras y la intención pugnan entre sÍ) para que pueda aplicar
se el arto 1.281.

Existiendo, pues, esa contradicción entre el fondo y la forma, ele
juzgarse cuál sea la intención de los contratantes, y nada la reve
mejor que los actos coetáneos y posteriores al contrato, así como 1
anteriores al mismo, constituyendo (t modo de interpretación auténti·
ca, pues aquéllos fueron ,oberanos, condicionalmente, en la produ
ción del fenómeno jurídico.

La interpretación apoyada en esos actos no pueele hacerse cuan
do aparece con claridad suficiente esa intención (Sents. 14 Julio
27 de Octubre de 1891); ele manera que constituyen un guía sUl>l
torio, siendo ele añadir que, según Sent. de 21 ele Noviembre de 1908
deben consultarse los hechos que pl:ecedieron al contrato, las c·
cunstancias que les acompañaron, la intención y propósito de 108
otorgantes, no menos que los actos subsiguientes con ellos relaciona'
dos, para poder declarar la efectividad 6 eficacia de la obligación
contraida, procurando a.rmonizar, al resolver la cuestión, las clán
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to no deberán entenderse comprendidos en él casos diferentes
cosas distintas ue aquellos sobre los que los interesados se prol)
sieron contratar. Así lo prescribe el arto 1.283, parejo de la ley
últ. Dig. DE TRANS.; añarliendo la 81 Dig. DE REG. JUR. y 56 D
gesto DE MAND. que cuaUt<o, para mayor explicación, se ha expresad
en el contrato un caso particular, no se entiende que las partes h

~ querido restringir la extensión que por Derecho tiene la obligació
en' los casos no expresados. En los contratos deben suplirse tod
las cláu8ulas de estilo, aunque no se hayan consignado (ley 31 Di
gesto DE EDlL. EDIC'l'.).

Si alguna cláusula de los contratos admitiere diversos sentido
deberá entenderse en el más adecuado para qlle produzca efee
(art. 1.284). La pala1Jra Cláusula significa cerrar J es un periodo d
oraciones que reflejan un sistema de pensamientos completos. Así
que, dentro de un párrafo pueden haber varias cláusulas ó resul
éstas distri1Juídas en distintos extremos ó apartados del contrato
según sea el estilo del que lo redacta. La cláusula debe tener sen
tido, es decir, modo de hacer entender el juicio que se hace de algo
dentro del todo jurídico documento, y cuando tiene diversos senti·
dos debe entenderse en el más adecuado para que produzca .efee
la convención jurídica, y, de esta suerte, se realice t-ll propósito de lo
que la establecieron, por ser de presumir que ésta fué Sll voluntad.

Puede resultar que una cláusula pugne con el conjunto de otras
en cuyo caso, apareciendo éstas perfectamente definidas y no pug
nando su contexto con la moral ni con la ley, atraen, para la inter
pretación, la cláusula dudosa, subordinándose todas al sentido gen
ral del contrato, á fin de que produzca efecto.

Para tener aplicación el art. 1.284 es preciso que haya dud
entre dos cláusulas rivales y que no se trate de oraciones ó elemen
tos analíticos de la cláusula, pues el Legislador solo permite la in·
terpretación de és~'\, reflejadora del pensamiento completo, y no de
aquéllas, que son signo del pensamiento incompleto.

Las leyes 80 Dig. DE VERB. OBLIG. y- 67 Dig. DE REG. JUR. pres
criben, al igual que lo hace el Oódigo, que cuando una cláusula
pueda tener dos sentidos, se debe desechar aquel que no permita la
efectividad de la convención, por conducir á lo absurdo, y añaden
lits leyes 167 Dig. DE REG. JUR. y 80 Dig. DE VERB. OBLIG., que
cuando una cláusula tenga dos sentidos, se preferirá el más confor·
me con ht naturaleza del contrato. Las leyes 126 Dig. DE VERB.
SIGN. Y 134 Dig. DE VERB. OBLIG. establecen una prescripción no
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o ('on i t nt n fin siempre que los dos sen·
nI' Hn igualmente conformes á la natural~z.a

t mIra {¡ la dem{¡s del mismo para deCidu'

¡J I (' ntrnto d berán interpretarse las unas
rilHlyenllo á la dudo a 1 entido qne resulte del

( rt. l.~. ~ .
,1 I 1 r 1 hl('c n ta l' gla de hermenéutica contrac­

n ¡pi lu il'o: Id' abarcar con 1 discernimiento el todo
1I11l01lt ]l, I'l l1e1'h-o,1' su elltido esto es, la manera. de
1jllido lollal d aqu Uo que se examina, y hecha esta

1 i l' ulta e ntrnc1iCl i6n ntre unas cláusulas y
11l': d ( 1 juil'io I\IIll. ÍlT n d upu stos interpretati·

1 • bl Ili. ('1\1' 0, d (', ta mallcra, se concatena y resul-
11 i I 1 dnda, ponil'Il11o ,i mpr la mira en no atentar á la

ti 1 ( nll lo r Jl p1'ocul'al' qn é te surta sus efectos,
qll 11llR chin lila ,'sa 1'ifiqneu á otras, sino que, al in ter­

1i11l1l' 1'1' P l al conjunto de todas. al sentido que del

di i
III IIIIJ' tihl .. en un contrato la cláusula en que nna parte

r I 'ILllll (1' u legítima con aquella otra donde se dice
r il i01l1 :e practicaran y apareciera corresponder más

IIlrÍll ~·t d recho á percibir la diferencia; esta últi·
llHIl',lin6 á la nece idad de probar el peJjuicio su­

Hl ,l., l~n ro <l 1 fl9).
1 I UI Il\l(~fllln teller (listiutas acepciones serán enten­
I 1 111 flnl' 8 '1\. IIJá conforme á la naturaleza y objeto (lel
1'1, t.:! ti). La palahras son los signos de las ideas; las

u 1 lI111tt'rial, 16g'icos de las oraciones y las oraciones, in­
Dll • rt'''l'lan el p nsamiento coro pleto. El sentido hace á la
111 , 1\ Ol'l\riÓ/l, en tanto que la acepción dice á 'las palabras;

h qn h1l ('1\1' en é. tas !ll, técnica, sino lo que sea más éonforme
1 11 tlll l('la r ohjeto d 1 contrato; que éste no es Sieml)l'e una ley

I 1 líOl (,l'\Iclito..
1 1 lIra' «oh.it'to (lel contrato» empleadas en el prece]Jto, sig-

11I 11 110 \11 lIIal ria del mismo, sino el propósito de los contratantes,
( III I (1 l,~xieo naturaleza» indica, no lo concreto de cada COI1-

(11 i IU ¡1I0 \0 ~eJlera1 de ésta, dentro del grupo á que pertenece,
LI ( di (1 no ha aiclo lo explí ito que el Derecho roma,uo' éste

1 \ ~ . ' ,
U 1'. 1.3 Dig. DE REO. JUR. dice que lag palabras superfluas y
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las que no tienen ni pueden tener sentido se reputan no escri
añade la ley 92 íd. que los errores de escritura, que pueden ser reo
ftcados por el contexto de todo el contrato, no impiden su efecto.
explicativa es esa legislación, dando pautas para interpretar, q
prescribe en las leyes 9." Dig. DE STIP. PRJED., y 52 Dig. DE VE
OBLIG. qne las obligaciones otorgadas á consecuencia de algu
disposición judicial deben interpretarse, en caso de duda, con arre
á la misma; y que en los contratos, la obligación de prestar una 1>
sión atiual se entiende perpetua (ley 16 Dig. DE VERB. OBLIG.) P
si no fueran bastantes estas reglas, estatuye la ley 50 Dig. Eo
que la promesa de no impedir el goce de alguna cosa, no ya so
contiene la obligación de no vedarlo personalmente, si que tambié
la de procurar que el estipulante pueda gozarla. La promesa de n
transpasar alguna cosa á un tercero contiene también la prohibici
de transmitirla por vía de sucesión (ley 165 Dig. EOD.), prohibici
absoluta de enajenar, que, por castrar el JUS DISPONENDI, el ro
principal del dominio, no autoriza el Código.

1ia Legislación romana fué aún más pródiga en esas pautas, pI'
cl'ibiendo en las leyes 157 Dig. DE VERB. SIGN.; 116 Dig. DE VER
OBLIG., 21 Dig. DE SOLUT., y 42 DE VEl~B. CREDIT. qíle la obligació
ele entregar la parte de una deuda que no se perciba de un tercero
comprende el todo si éste nada pagase. Cuando el contrato se refie¡
re á una época presente ó futura, no habiéndose expresado cual s
ésta, se entenderá la más próxima á la celebración de aqnél (ley 4
Dig. DE VERB.· OBLIG.) La promesa hecha para antes de algu
época, se entiende para el primer día de la misma (leyes 13 y 56
Dig. DE VERB. OBLIG.) La obligación de entregar una cosa en un
espacio de tiempo no es exigible sino después de transcurrido todo:
pero en el entretanto puede cumplir el dendor (leyes 42 y 138 Di·
gesto íd., y 50 Dig. DE OBLIG. ET AC'l'.); no obstante, la promesa de
dar en el día presente puede exigirse antes de concluir (ley 118 Di·
gesto DE VERB. OBLIG.) Las estipulacions hechas para el día de la
muerte de uno de los contrayentes solo tienen efecto, ocurrida la
muerte natural (ley 114 Dig. íd.) El valor de la cosa contratada
comprende la estimación y cantidad de la misma (ley 232 Digesto
DE VERB. SIGN.)

El Código no ba establecido tantas reglas de interpretacióD;
inclnye como uno de los órganos de la misma el uso ó la costumbre
J7 emplea estas palabras como sinónimas, sin la diferencia que entre
las mismas señalaron las leyes lo" y 4." del tít. 2.°,. Parto La; pero
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In Ihuna 'o ta 1m de ser el de cada país;

r i I n ia I1l' lo. contratante, aquel en que se
1 ell In 'h'I)]. ión lel contrato, 6 el de su

11I l' cIar l' IÍ priori una regla que resuelva la
nt _ 'nlO contrato puedan presentarse,

,1 u I (Í la eo tumhre, el derecho expontáneo,
d '1 l'l)JJtmto. como 1 cuando se presenta
it I\llo ciprto llll lo contl'Rtos en cuanto á.su

ri t JI Jl t l'l pl'illl'ipio LE.- LOe! CONTR,AC'l'UM, debe
{IIH' 1·111 o ó la 'o tumbre aplicable es el del
IUJ I ,1 e n JIl no jurídico á menos que resulte

....,.......ut qni i rm 1'l'('l'l'íl' al lugar de la cosa, nunca al
i I u i h' l'l\o porl1l1p Illl d n t nerlo diferente, en

r i 1 I L h\ll di i (' 1'1 tIp! ll'udor d 1acreedor; bien
u 111 u nL nI rUJIa ni la ('O tlllnbre, ni el uso, éste

rollmst(1 IIU I ¡¡ri Il "'1"1 , )lut'tI n (l, tal' n oposición con la
~. b t.1 goza rll' .'l1periorülad sobre a1uéllos, salvo

ru ) el ¡el' laure. a rt aoer: cuando pone sus pre­
I 1 l' L ,to y 11 1 . u os loc' s, y cuando la costnm-

lit '. '1I1l'Ul:í· hay en 1 contrato datos para suponer

1 1 n l' ud '1' de 11 acto. y omisiones, sin que pue-
d Lo:.' lo que viene á disponer el arto 1.288, ele

lnllerllr'eU1~(lion d' la cIúu ulas oscuras de un contrato no
(¡u·nr,ro..... \ 1 p. 1't, (IU hubiese ocasionado la oscuridad.

elo UUI 'uto privado 6 de contrato celebrado por car­
11lI to la clún nla oscuras no debe salir favore-

\ lIU llOC1I1ll JIto público, debe llistinguirse entre oscu-
11 1 éHlllo 1'01' omi i6n de manifestaciones precisas (velt ículos

mi 'JIto) y 'curidall de forma en la redaccióD; mientras que
11 11 pOlllll' 1'1 eontrabtnte, de éstas últimas no, VOl' ser el

1fUllcionario 'ompetentt} quien realiza el trabajo, sin que
llil 1 f' lo lli ¡me to en dicho artículo.

l 111, 11 olutam nt fUN'a imposible resolver las dndas por
11 Int llil'ha. , , i aquéllas recaen sobre circunstancias ac­
1 d( ¡ . ntlato • é te fner ~ratuito, se resolverán en favor

1 I 111 r II. n mi ión d l1l'recho é intereses. Si el contrato fue-
. 1L duda \'l' 'ol\' rú n fayor de la mayor reciprocidad

lllllpll l' 1'1 i\lln'J'hio nlJ1iolutlt1llente (<]n nOBO-



Nulidad y rescisión de los contratos: su I]istoría

En los primeros tiempos de Roma, el contrato era siempre tir·
me y valedero por Derecho civil, aunque adoleciese de defectos que
lo invalidaran; que tal consistencia daban al nexo el sünbolismo
y el ritualismo de aquella legislación formulista. La autoridarl del
Pretor, inspirada en la equidad, moderó aquel rigorismo;' por esto se
decía: CONTRACTUS JURE CIVIL! VALET, SED RESCINDITUR Auo'ro·
RITATE PRETORIS. El Derecho civil rindió homenaje á. la eqllidad,
y en su virtud concedióse al peljudicado acción rescisoria para
iuvalidar el llontrato nulo. Gozaron de ella los menores de edad y
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tros sustituiríamos por 1'acional1nente, porque lo absoluto no es pa.
monio del hombre), da á entender que deben ponerse en prác
todas las reglas de la hermenéntica contractual, y como AD IMP
SIBILU NEMO TENETUR, importa dar una solución al conflicto;
este nítido criterio, si se trata de contrato gratuito, no hay que
tender la largueza y debe resolverse la duda en favor de la men
transmisión de derechos y de intereses; si el contrato fuese oner
y nunca ensanchando el marco de la obligación, pues cada' uno
obliga á lo menos que puede, y como quiera que en esta clase d
convenciones se mueve la utilidad de los que las celebran, es lógi
que la duda se resuelva, no en favor de uno, sino de ambos, con
mayor reciprocidad de intereses.

Si las dudas de cuya resolución se trata recayeren sobre
objeto principal del contrato, de suerte que no puede venirse e
conocimiento de cual fué la intención ó voluntad de los contratan
tes, el contrato será nulo; dice el 2.° apartado del arto 1.279; n08'
ott'os diríamos, el contrato es inexistente, porque la. nulidad supone
elementos definidos del mismo. El Legislador ha tenido en cuen
sin duda, lo dispuesto en la ley 9, pro y 82 Dig. DE OONTR. EM., de
que será nula la compraventa si una parte pensaba comprar un ob­
jeto y la otra vender otro distinto.

Para terminar este punto citaremos la Sent. de 4 de Noviembre
ne 1897, de que en los contratos de servidumbre ó en aquellos en
que se estabezca algún gravamen sobre fincas, ha de estar bien
expresada la voluntad de las partes, y la de 18 del mismo mes y
año declarativa de que la mayor reciprocidad de- intereses es regla
de interpretación en las cláusulas de los contratos onerosos.,



1111 ralla ,ll 'U privilegio, los que hubie­
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In hdlClón de los contratos según el DerlZcho romano



Diferencia entre nulidad y rescisión

De la nulidad, (onfjrmación y ratifí(ación

Oontrato nulo, según se deduce ;del arto 1.300 del Código, e.8
aquel en cuya formación no han concurrido los requisitos de consen·
timiento, objeto y ca,usa, aunque no haya lesión para los contratantes
(esto del «perjuicio» dice á la rescindibilidad), siell11)re qne adolezca
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Los Intérpretes del Derecho romano distinguieron entre nulid
y rescisión; para CON la primera rezaba el principio QUOD AB INITro
VIOIORUl\1 EST NON POTEST, TRACTO TEMPüRIS CONVALESCERE. Li
acción para pedirla no era prescriptible porque emergía del Derecho
público; el contrato podía ser ratificado. En cambio, la rescisión, qu
era de Derecho privado, permitía la ratificación produciendo todos su
efectos desde su nacimiento como si se hubiera celebrado con entera
validez. Imperó esta doctrina en el Derecho tradicional castellan
rectificada por el Tribunal Supremo en el sentido de no admitir qlle
la nulidad de los contratos fuese materia de Derecho público y la
rescisión de los mismos de Derecho privado, como tampoco probihi~

que tanto los contratos nulos, como los rescindibles pudieren ratifi·
carse. En esta directiva se declaró que lo mismo la acción de nulidad
qnc la rescisoria eran prescriptibles, sujetas en este punto á
iguales reglas, con diferencia solo en los resultados ele las mismas.

ley 28 Dig. Ex QUID. CAUSo MAJ. y ley 7.a Cód. DE TEl\IP. II'i
RESTIT.) Gozaban del mismo beneficio los herederos del ausente;
neticio que duraba cuatro años, contados desde el día en que hubi
cesado la necesidad ó la ausencia (ley 3.a Oód. DE RESTI'l" MIL
ley 28 Dig. Ex QUID. CAUSo MAJ.; ley 7."" Cód. DE TEMP. IN 1,

RESTIT.) Los herederos tenían que usar de esa acción en dicho eu
drie.nio contado desde que supiesen la muerte del causante (ley 1
Cód. DE RESTIT. MILIT.) Los herederos ausentes del que no· goza
de ese privilegio no podían pedir la restitución por entero con
los actos que su antecesor celebrare (ley 7.a Cód. íd.), siendo de co
signar que la ausencia por causa del Estado solo daba derecho á
restitución por el tiempo que duraba el encargo y el necesario lla
la ida y vuelta (leyes 32, 35 Y 38 Dig.Ex QUIB. CAUSo MAJ. IN: 1

rmSTIT.)
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la mujer casada para contratar 110 se fUllda, como la dQl menOr y
del loco etc., ell la naturaleza, si que en su condición en la fami
constituye una restricción civil, ya que el marido tiene, respecto
patrimonio de su consorte, las llamadas facultades conservativas.

Además de los contratos nulos están los calificados de anulabl
se suponen biell hechos mientra.s no se demuestre su vicio de orig
Supo.p.en capacidad en las personas contratantes, objeto y cau
pero que se ha prestado el conselltimiento, alma de la cORveuo'
con error, violencia, intimidación ó dolo. Por exigirlo el Derecho
tural, algunos de estos contratos eran rescindibles el! Roma, si ha
mediado lesión, pero por el Código, son allulables en forma. de acei
ó de excepción, siempre que se pida dentro de los cuatro años
guientes á haber cesado la causa. Y puesto que esa petición
nulidad es un derecho del perjudicado, éste puede confirmar el
trato dentro de esos cuatro años, quedando de este modo pUl'
el vicio de origen, confirmación que puede ser expresa ó tácita
acreditarse por medio de doc.umento público ó de ejecutoria.

Si el marido verifica algún acto implicador de su conformidad
contrato realizado por la mujer casada, en contravención á lo
pnesto en los arts. 60 y 61 del Código, no podr{L invalidarlo, co
tampoco podrán hacerlo sus herederos.

Para ilustrar los puntos que venimos tocando, importa citar
siguiellte doctrina: No son susceptibles de confirmación sino los ('.o
tratos que reunall los requisitos exigidos por el arto 1.261 (senten .
de 31 de Mayo de 1899). Los otorgados en nombre ajeno son conft
mables COll arreglo á los arts. 1.259 y 1.313 (Sent. de 7 de :May
ele 1897). Todo contrato otorgado contra el precepto expreso de u
ley prohibitiva produce acción llecesaria para restablecer la virtu
HIlad de la prohibicióll infringida y puede ejercitarse desde el ID

mento mismo de la celebración de aq uél (Sent. 11 de Abril de 1894
Es cloctrina cOllstante, apoyarla en las Sents. de 26 Abril de 1861
25 de Octubre de 1873, que siempre que se trate de hacer depender
resolución de Ull litigio sobre validez dé un contrato, de la nulid
del mismo, debe solicitarse que ésta se declare previa, expresa
directamellte, sin que baste que se dé por supuesta, ni que se tra
de ella por illcic1ellcia. Esto último también se declaró por la de 2
de Octubre de 1867, siendo excepciones de esta regla cuando
nnlirlad 110 produce la acción, SillO que es consecuencia indeclinabl
de estimarse la que se ha deducirlo (Sellts. rle 30 de Abril ne 18
y 11 de Abril de 1876) y cuando las accioll6l!l ejercitadas no se fu
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Dirección de los H.egistros ele 27 qe Enero (le 1906. SQgún lit Pri.
mera, los contratos celebrados por los menores no emancipados en
los que concurran objeto y causa de la obligación, reunen los requi.
sitos expresados en el arto 1.261 del Oódigo, y si bien el consenti.
llliento puede ser impugnado por razón de la prohibición justament
establecida en el núm. 1,0 del arto 1.263, si se alega esta circustancia
corno vicio de invalidación, no hay obstáculo para que aquéllos, lle.
gados á la mayor edad, puedan confirmar dichos contratos confol,'me
á los arts. 1.3] O y 1.311, quedando subsanado el vicio originario
qne pudo dar lugar á dicha nulidad. Según aquella Resolución, re.
couocido que una de las vendedoras era menor de edad al otorgar
la escritura y no efectuándose nueva venta por la segunda, sino
simplemente una ratificación de aquélla, adolecen ambas de un vicio
substancial de nulidad, toda vez qne con arreglo á lo dispuesto en
los arts. 1.261 y 1.263, son nulos los contratos celebrados por los
menores, por no prestar el debido consentimiento, sin que puedan
ratificarse, porque, conforme al arto 1.350, solamente son confirma·
lJles los contratos en que, además de objeto y causa, concurre el
consentimiento de los contratantes, requisito que, por la razón indi­
cada, no podía existir en el caso del recurso.

En Derecho civil es irrebatible la doctrina del Supremo, porque
hay que hacer honor á la voluntad de los contratantes, bajo cuyo
imperio se purga nn contrato vicioso en su origen, pues si el menor
puede impugnarlo de nulo no hay razón para negarle el derecho de
confirmarlo, á fin de qne cobre validez; pero á esto puede objetarse
que son cosas distintas la confirmación para los efectos civiles y la.
confirmación para los efectos del Registro, y como la escritura otor­
gada 'por el menor era nula por haberse faltado á la ley prohibitiva;
nulidad que resultaba del mismo documento, no podía ser inscrita,
en respeto al principio de legalidad, uno de los que integran nuestro
sistema hipotecario, y como por la segunda escritura aquel menor
no vendía, sino que ratificaba lo que no pudo hacer, su consenti­
miento, dado ya como mayor de edad, descansaba en lo que, para el
Registro no tenía existencia legal, ó vulgarmente dicho, se construía
sobre terreno falso. Olaro está que esto no se opone á que se inscri­
ba la ejecutoria recaida en el pleito donde se discutiese la eficacia
de la confirmación, porque en tal caso no se inscribe una escritura
defectuosa como la segunda de que hemos hablado, sí que una sen·
tencia firme cuyos fundamentos no pnede calificar el Registrador,
en respeto á la santidad de 1", cosa juzgada.
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ntl, lo: olorgado.· por mujer casada son nu­
IlIl', . 1'~ÚU • 'cut', de ~j de Junio Je 1866 Y

• l' ntrato, uo on unlo aunque sí ele po­
Wlr lo. 1) 'rjliicioS Y dañoS que pudieran.n . .

i 1 1 l' n:u<Yal \l cuya jllfi prudencia se lUSP1-

~. t 11 :0 de L n:~ .' ~~ d ~ gosto de 1894-; pero
i tI') . d ,1 .-olariado ha rectificado esa

ud 1IUlll. ','0. contratos porque con ellos se
1rohilliti a dallo lo t rmiuantc de los artícnlos

i il.
i' l' 1 cl'ioll ti' Illtlilli ,1 d lo' ontratos los obli-

11 u nh 'i1li, d lit 'nlc ell \'il'lutllle ellos, Las personas
III in IlIthul'go alt gar la, incapacidad le aquellos con

~"'II",,,,,"ull; ni 1 Ilu (':\11.1 ron la intilltidación ó dolencia,
1nj rOI\ '\ ('I'WI' podrán fundar su acción

1111 tl.
u t nlpnlll' 1\·1 d·re ·to es quien puede alegado,

t 'IHII)) pl'ill 'ipal 6 . ubsillial'Ío, es decir, fiador, así
.ti 110, lIlillarium 'ul' nunca el qne ha sido parte ó ca-

u ,lid' I III e ('utal'i6n tl los que intervinieron en él
ril tll' 1!HlI , pndienllo dedncirse de la Sent. de 23 de

d I !I:í que pn (1 n pedir la nulidad los que, sin ser

('outl:1ltllules ( uccI1áu<'o de é tos, resultan perjudicados por el con­
un I ralarío para defender la eficacia de sn legado ata-

) imulado celebrado por un heredero y antes apo-'
1\ nl', n contra de cuya docrina recayó la de 23 de

:St1~\'14i'lII'hr{' tl l'lO:! (1 claratoria de que solo las personas obliga-
ji 1" . nh 'itliariamente por virtud de un contrato, pue­
lnr la acción de nulidad, Este último sentir y no aquól
\('1'1'1', porqu 6 el contrato nulo petjudica á los extraños

1I0 p rjndica; si lo primero, pueden rescindirlo, demos­
t qll l'¡ 1'1 P rjuicio; si lo segundo, no son ellos quienes para

i I .IId IrlO. Ll\ nnlil\ml es iutlependiente de la lesión (art. 1.300); ele
Il\,m r. qn\' ,1 f'll\'orecido con el contrato puede impugnarlo apoyán­

1 111 , In a: no 11ll1mta1Jles al mismo y no en caso contrario. Uno
l' n un i I1I'U}lUZ y se pl'Nlentan estas dos situaciones: cono­
l'OUO 'Il al incapacitado' i lo primero, no puede impugnar

nh t })\II tieue c¡ \le pasar por las consecuencias de sus actos;
un lo, halli 'n<1o pade 'ido erro1', r {1 base de que las circuns­
tI} nj lo ftH'ran lit' d eL iva influencia en el contrato, para
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Supone validez del cOlltrato, pero que ha cansado peljuicio;
camente procede en 101!l casos establecidos por la Ley.

Son rescindibles los contratos que ¡ludieren celebrar los tutorell
sin autorización del consejo de familia, siempre que las personas á
quienes representan hayan sufrido lesión en más de la cuarta parte
del valor de las cosas que hubieren sido objeto de aquéllos. Si el
contrato es de los que no pllede celebrar el tutor sin ese requisito,
es por falta de capacidad legal en el otorgante, y si éste obtuvo la
antorü;ación del consejo, aquél es válido, sin peljuicio de lo dispues­
to tm el arto 312 del Código. Como quiera que éste rige en to­
dos los territorios aforados en la materia referente á tutelas, es
aplicable á los mismos dicho núm. 1.0 del arto 1.281.

También son rescindibles los celebrados en representación de
los ausentes, siempre que hayan sufrido lesión en dicha cuarta parte;
esLo cabe lo mismo en la ausencia presunta que en la declarada res:
pecto de los contratos que por el ausente celebre su administrador 6
representante.

No pueden rescindirse los contratos celebrados con autorización
judicial por virtud de ausencia (art. 1.296), porque esa autorización
es garantía del derecho del ausente.

Igualmente los celebrados en fraude de acreedores cuando éstos
no puedan de otro modo cobrar lo que se les deba.

Oomplementan el § 3.° del arto 1.291, los 1.294, 1.295 Y1.297. Con
efecto; la acción de rescisión es subsidiaria, porque si con ella se
persigue la enmienda del perjuicio, pudi('ndo conseguIr esto sin
atentar contra el contrato, que, bueno ó malo, constituye una lega-

no tener sus derechos amenazados de invalidación pedida de cont
rio, creemos que, por tal vicio, puede impugnarlo.

Con la acción de nulidad se tiende á roml)er el vínculo lual
mente formado, y todos los que lo contrajeron deben ser deman
dos, en evitación de que sean condenados los que no han sido oíd
y pa.ra que la ejecutoria tenga la fuerza de cosa juzgada, ya l)orqQ
aún suponiendo que á los ausentes del pleito les quedarc á salvo 11

acción- en otro litigio, resultaría un conflicto insoluble en la resp
tiva ejecución de una sentencia y otra; aSÍ lo declara la de 8 de JQ
nio (le 1902.
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Noviem-

n el arto 1.297, que consideramos aplicable
m 1'it _llorado por no pugnar con su legislación excepcio­

1 p1" nmen 'el brados en fraude de acreedores todos
1111 lo' 1101' irtnd de los cuales el deudor enajene bie·

ul, gl Ilnito, También se presumen fraudulentas las enaje­
I 1111110 on ro o bechas por aquellas personas contra las

1 hllbi, pronunciado antes sentencia condenatoria en
I 1 uit 1 in,'lao ia Ó ,'pedido mandamiento de embargo de bienes.

I IIlil'IH'1l l' 'Iación con este precepto los arts. 648, 1.111, nú·
3. e1'1 l.:!!)l 1.206 del Uódigo civil;~880 y siguientes del do

IJlII rc'¡ , • •,:W ,i13 y 530 del penal.
L II )Ir' unción de fraudulencia puede destruirse, como todas,

n HUlt III'n'ba n 'ontrario ("ents. de 15 Junio de 1897, y 26 de
I I 1 1(JO P 1'0 lo Tl'ibunales tienen facultad, tanto para des­
,11 1'11 •• /110 para admitirla ( nt. 21 Iarzo de 1900), añadien

I el : d En.. r c1l I!.lOl qu la aplicación del arto 1.297 es inde­
1 I1cli 11 11. 1 c'a, l) 'o qu e ju tifiqn el fraude de un contrato,

5
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aún cuando en él no concnrra ninguna de las presunciones del mi.
mo, enumeradas en el .>..presado artículo. Este sale á la defen
del acreedor cuando el deudor, COIl simulación ó sin ella, se coloc
en insolvencia; si tiene bienes, no cabe la acción rescisoria por ser
excepcional.

Las enajenaciones pueden ser á título gratuito y á título on(jro.
so, pero "es preciso, para que quepa la rescisión, que quien haya \'
l'ificado el acto ó contrato impugnable sea el deudor ó la persoba
contra la que se hubiese pronunciado sentencia condenatoria en
cualquier instancia ó expedido mandamiento de emlJargo de bien
y no otra distinta (Sent. 16 Mayo de 1895).

, 'rratándose de un contrato oneroso puede resultar que el tercero
haya adquirido la ca§la de buena fe, ignorando que se hubiese dic.
tado esa sentencia condenatoria ó expedido mandamiento de em.
bargo contra los bienes del que se los enajenó, y claro que, demos.
trado esto, no puede darse contra él la acción rescisol'ia, porque, en
otro caso, cometeríase enorme injusticia y nadie se atrevería á con.
t,ratar, temeroso de verse despojado de sus intereses por causas
que le eran desconocidas; pero si resulta, por el Registro de la pro·
piedad, que se hizo el embargo de los lJienes inmuebles, reflejado
esto 1)01' la anotación preventiva, el adquirente no puede llamarse
á engaño, porque, siendo pública esa oficina, pudo enterarse. La
primera parte del arto J .297 no se refiere solamente á, las verdade·
ras enajenaciones á título gratuíto que resultan ser de esta clas
por su propia apariencia, corno por ejemplo una donación sin impo­
ner cargas al donatal'io} sino á otras que presentan aspecto onero·
so y en el fondo son un contrato gratuito, es decir, una simulación,
como la venta de ] anes del padre al hijo, pues aún cuando éstos ban
querido darle este nombre, resulta ser una liberalidad para perju·
dicar al acreedor; éste, probando la simulación, aún cuando no
haya obtenido sentencia en cualquiera de las instancias ó manda·
miento de embargo y á base de que demuestre su crédito, supuesto
fundamental de la acción, puede pedir la rescindibilid¡ el de seme·
jante contrato colorado.

El arto 1.297 se relaciona con el núm. 3.° del 37 de la ley
Hipotecaria.

Son también rescindibles los pagos hechos en estado de insolo
vencia por cuenta de obligaciones á cuyo cumplimiento no podía
ser compelido el deudor al tiempo de hacerlos. La insolvencia no e
la falta absoluta de bienes en el sentido amplio de la palabra; como
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De la lesión

Ningún contrato se l'cs0Ílldit'á por lesión fuera de los casos meno
cionados en los núms. 1.° y 2.° del arto 1.291; así lo prescribe
el 1.293. La equidad exige que en los contl'atos resplandezca la uue.
na fe, y és ta demanda q(le no haya lesión, esto es, pelj uicio, no nimio,
si que. de importancia, enorme ó enormísimo. Es opinión general
qne la rescisión por lesión fué establecida por la ley 2.a

, tít. 44 del
Oódigo romano, dictada por los emperadores Diocleciano y lVIaximia.
no, cuando ya el Derecho natural había templado la dureza del
Derecho civil. Voet dice que esos emperadores no hicieron más qUe
regular y fijar la lesión enorme, si el perjuicio excedía de la mitad
del valor de la cosa, pues antes fué conocida en Roma, si bien quedó
abandonada al arbitrio judicial y alcanzaba ese remedio lo mismo al
comprador que al vendedor. El Fuero Juzgo no admitió la rescisión
por lesión, pero sí el Fuero Real y las Partidas cuando excedía do
la mitad del justo precio, cuya acción duraba cuatro alíos según la
ley 2.a , tít. 1.0, lib. 10 de la Novísima Recopilación.

El Fuero aragonés no admite este remedio; establece el princi·
pio, en el contrato de compraventa, RES ~'.AN1)UM V.ALET QU.AN'l'UM

VENDI PüTEST. Al pronto se descubre esta anomalía: La legislación
aragonesa, infiuída como ninguna otra por el Derecho natural, no
admite el remedio de lesión, siendo así que en la equidad se funda,
lo cual se explica habida cuenta al infiujo que en aquel derecho ex·
cepcional ejerció el Fuero Juzgo.

En Cataluña rigen las constituciones de Diocleciano y Maximia­
no que autorizan la rescisión de la venta cuando la lesión es en más
de la mitad del justo precio, derecho que Maynz reconoce solo en el
vendedor, ajustán "se, al opinar así, á la letra de las leyes 2.a y 8."
del Código, y que Mackeldey, apreciando el espíritu de equidad que
las informa, lo hace extensivo también al compL'ador, como lo pres­
bieron, las Partidas y la Novísima Recopilación y estatuye la rúbri·
ca 23, lib. 4.° de las Costo de Tortosa. Este derecho faculta al ven­
dedor para rescindir el contrato si el precio es inferior {t la mitad
del justo, ·como también lo puede utilizar el comprador si la cosa se
vende por su justo precio y m{tS de una mitad del mismo.

Discútese acerca de si es ó no renunciable esa acción; son con­
tradictorias las opiniones de J\'Iackeldey y de }\'[aynz. Nos inclina-
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I 1.\ alirmntiva ante lo dispuesto en el Código civil, con las

I lril' 'ioll qn' el mismo establece. "
• 1di .. 'Iltil' e el Código de :T'apoleón, este emperador se resolvlO

,1' 1 opini6n el 'amueceres Y de Portalis, partidarios de que se
bit (jenl la acción resdsoria por lesi6n, y como ésta se conside­
un uh nrcl onómico, por prestarse á la arbitrariedad, el ilus­

r b \' IIll la r chazó en el proyecto de Código de 1851 para que
JI 1;1 'illcliel'an lo, contratos por unos céntimos de diferencia en
11 I I ('n III no de la mitad del justo precio. El Código no admite

11 ( 1I 11 di' invalidación; en Cataluña existe y dura treinta años,
on HI'I"" lo al (' alge OllINES CAUSlE, no pudiéndose dirigir la

jI n ('olltra t recro á quion el comprador haya transmitido la cosa
111' uIn hajo precio pues es de natura1eza personal y toma el

JI mhn' dI' ,\('1'JO YE.'DI'rr.

1'1 1•.r ITipot curia anterior, en sus arts, 36, 37 Y 38, puso al
n" ro nI ahrig-o dI' sa acción rescisoria; en su última reforma

11 ) hahla ,va d' la reseLión por lesión enorme ó enormísima
'enln . y H C'omprend, porque el C6dip' ba proscrito este

r ur n' I'L orio que, olnmente lo admite en los casos 1.0 y 2,° del
r . 1.~!11 \' 1(' Ifllltlo.' ele particiones, cuando el perjuicio es en más

111 1 'IIU'I I 1.1 tt' (arlo LO'4 ilin qu qu p~L en la división de cosa
.111 111, ni In 1 di nllH'i 11 el('l contrato ele ociedacl, porque los ar-

lit i .' 1.70 (' rl'fil'J'('n :í la 'l'eg-Ia sohre la forma de hacerse
1I I ll¡(,i 11 (o I -rl'l'tO' .1p. l~ 'Ia, y 110 Ú la r scisióu, que es mate­
11, ¡JI' 111 • ('1'i'J11 1. . (', p, (;'0, \11. :J.o. lih. 3," Y obre todo, tratán­
(11 ,1 1111 IlII'¡Jio 11· truclor de lllta relación jnrf(lica, á los pI'cceptos
111 \0 IIlllorizlln dela> 11;írsel " )lOI' n cartíct 1', illterpretación res­

i ,tiva. 1ll1Í_ ¡me ('liando la jl'11l1l'neia del IJeg-isladol' ba sido autori.
1 la l' cisión. 010 en ('iertos y eleterlllinaClos casos.

Efectos de la nulidad y de 18 res(Íliiión

La a .r.iÓll (le nulidad, que dura clÍatro alías, puede entabla.rse
¡fro l1e Ineg'o, y Ulla vez (leclarada, los contratantes deben restituirse
r('dpr camellte las cosas con sns frutos y el precio con sus intereses.
'i aqnélla no se puede devolver por llaberse perdido, el condenado

(\phcl'ú restituir los frutos percibidos y el valor que tenía la cosa
(IHIUllo (' pí'rdió, con los intereses desde la misma fecha. El artícu­
lo l.aO' Itay que relacionarlo con el 1.314; habiéndose perdido la,
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cosa por dolo ó culpa dcl que ejercita la acción, no puede ex'
éste el valor de la misma, ni sus intereses, como tampoco si el
causante de los vicios del contrato, porque le obligan los arts. 1.30
1.305 Y 1.306. Si la causa ele la rescisión fuere la incapacidad
alguno ele los contratantes (§ 2.0 del arto 1.314), la pérdida de
oosa no será obstáculo para que la acción prevalezca, á menos qu
hubiere ocurrido por dolo ó culpa del reclamante, después de ha
adquirido la capacidad; sin que quepa invocar el caso fortuíto,
regir la presunción del arto 1.183, contraria al mismo: el dolo e
cluye el caso fortuíto, pero si el contratante obró de buena f¡

creyendo capaz á la persona con la cual contrató y presentándo
con capacidad aparente, ?reemos que puede aprovecharse del caso
fortuíto.

El incapaz solo está obligado á restituir, en Imanto se enriqueci6
con la cosa ó precio que recibiera. Hay enriquecimiento aún Biq

aumento de fortuna, cUándo se aplica lo obtenido á las nece\lidad
imperiosas de la vida, como alimentos, vestidos, etc., pues consti·
tuye un beneficio. La prueba del enriquecimiento, tanto en ese sen·
tido como en el de aumento del patrimonio del incapaz, correspond
á la persona capaz (Sents. de 22 de Octubre de 1894 y 21 de Octu·
bre de 1897).

Ouando la nulidad provenga de ser ilícita la causa ú objeto del
contrato, si el heoho constituye delito ó falta común á ambos con·
tratantes (no á uno de ellos solamente) carecerán de toda acción

oentre sí y se procederá contra ellos, dándosl3, además, á las cosa
~ó precio que hubiesen sido materia del contrato, la aplicación preve­

nida en el Oódigo penal (art. 63) respecto á los efectos é instrumen·
tos del delito ó falta. Si una de las partes es inocente puede recia·
mar lo que hubiere dado y no viene obligada á cumplir lo prometido.

Bajo la acepción «causa torpe» se comprenden la punible, la
ilícita y la inmora,l. En el segundo de estos casos, cuando sean
culpables ambos contratantes, ninguno de ellos .podrá repetir lo que
hubiera dado á virtud del contrato, ni reclamar el cumplimiento de
lo que el otro hubiese ofrecido; de manera que se pasa la ("osponja
sobre esa convención viciosa; pero cuando la culpa está °de parte de
un solo contratante, no podrá éste repetir lo que hubiese dado á
virtud del contrato, ni pedir el cumplimiento de lo que se le hubiera
ofrecido. El que sea extraño á la causa torpe podrá reclamar lo
que hubiera <lado, sin obligación de cumplir lo que hubiera ofre·
cido. Dice Manresa que el arto 1.306, por analo¡¡;ía con el 1.305, debe
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i io.
1(\ 1I1u pl'e entallo la !li. puridad !le criterio entre lo declarado

I I 11 llihnn.l • npr 1110 \ 1\ .' .ut. 11 1 j dE' .Junio de 1904 y lo re·
\1 1 l' JI' 1 Dil"c 'ioll 11' lo R Ki tros en 2; de Enero de 1906,
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respecto á. la confirmación de contratos otorgados por el
de edad.

La confirmación de la nulidad dé las obligaciones particulares
de un contrato no puede extenderse á la de la obligación principal.
:No puede menos de considerarse ratificado un contrato, cuanelo la
persona que ha de ratificarlo ejercita, como derivadas del mismo, las
acciones en juicio (Sent. de 7 de Mayo de 1897). Los actos implica.
dores de la confirmación tácita son ohjeto de apreciación judicial,
uno de éstos es la ejecución voluntaria de lo convenido.

La ratificación es una especie de confirmación, y hecha por la
p ct"sona en cuyo nombre se contrató Rin poderes para ello, conva·
lida el contrato desde el momento de sn celebración (Sent. de 7 de
Mayo de 1897), habiéndose declarado por resolución de la Dirección
de los Registros de 26 de Junio de 1905, que el contrato nulo OtOl'·
gado en nombre de un menor, sin autorización judicial, por un mano
datario sin poder, puede confirmarse si aquéllo ratifica, siendo ya
mayor de edad, ó en sn caso, el mandante; pero para inscribirse la
ratificación, debe constar ésta en escritura pública. El reconocimien·
to de las obligaciones iID plica la confirmación del contrato.

La confirmación no necesita el concurso de aquel de los contra·
tantes á quien no correspondería ejercitar la acción de nulidad; por
ella se purifica el contrato de los vicios de que adoleciera desde su
celebración; así lo prescriben los arts. 1.312 y 1.313 que, como el
1.311, son aplicables en Cataluña (Sent. de 31 de Mayo de 1899),
Respecto {t los efectos retl'oactivos de la confirmación, tanto expresa
como tácita, no pel:iudican los derechos que antes <le recaer aquélla
hayan ejercitado los terceros interesados en la nulidad elel contrato,
porque con tal medio fraudulento, realizado á sus espaldas, podrían
quedar perjudicados, aparte de que su reclamación, llevada al juicio,
ha adquirido, por este hecho, un estado enjuiciario demandaclor
ele respeto.

Al estudiar los efectos de la nulidad por incapacidad de alguno de
los contratantes, hemos comentado, por incidencia, el arto 1.314.

Acerca de los efectos de la rescisión, que supone perjuicio repa­
rable por ese medio, es de consignar que, utilizada en tiempo ósea
dentro de los cuatro años como prescribe el arto 1.299, sus efectos
consisten en que se devuelvan las cosas con sus frutos y el precio
con sus intereses; en cuanto el que la haya pedido pueda devolver
aquello á que por su parte estuviese obligado (art. ] .225); no pro­
cede cuando las cosas objeto del contrato lite hallaren en poder de
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Bemzfido de ílesíón ó ílídtud

Al igual que el de rescisión, es una institución reparadora d~l

agravio. Guarda semejanza con la restitución ·IN IN'J.'EGRIDI; de él
trata la Observancia única DE PRIVILEGIO l\UNORUM ABSEN'rm)l

CAUSA REIPUBLICJE, que 10 concede á los menores aragoneses y lo
lJace extensivo {t los ausentes en beneficio del Estado. Sin embargo,
existe entre ambas instituciones marcada diferencia; la -restitución
IN INTEGRUM tiende {t la reposición de las cosas al estado que tenían
antes de causarse el daño, y concede en casos especiales la indemni·
zación de daños y pmjuicios, lo cual no prescribe en el Fuero n,rago·
nés. Según éste, todo acto que peljudique á un menor es nulo; con­
clusión de mayor alcance que la derivada de aquélla, y por si esto
no fuera bastante, la acción de ilesión es perpétua, bien que esto
último no lo vemos en el día, dado que el Código civil no autoriza
las acciones perpétuas, ni ést,as caben ya dentro del Derecbo públi·
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de la cosa, sino otro sucesivo, en cuyo caso la acción debe diri .
contra todos ellos para que, rescindido el contrato, queden los bien
cn el vendedor, contra los cuales pueda repetir el acreedor. Si
cosa la tuviere un tercero, de buena fe adquirida, no puede diri .
contra él la acción rescisoria, en cuyo caso dicbos adquirentes
mala fe vienen obligados solida,riamente á indemnizar al acreed
de los daños y pmjuicios que la enajenación le hubiese ocasionado.

La amplitud con que se halla redactado el arto 1.298 excluye d
casos, según lVlanresa: «uno, el de reclamación por quien, á su vez,
hubiera de devolver algo y no pudiese (art. 1.295), y otro, el de llé
dida por caso fortuito, debidamente acreditad(" puesto que nadj
responde de él, según el arto 1.105, so pena de expresa declaraciól(
contraria», que, á su juicio, no existe en este lugar. Nos separam
de tan autorizada opinión, porque si la morosidad por parte de
deudor no le exime de responsabilidad aún babiendo caso fortuito
con mayor razón cabe babiendo mala fe por su parte, amén de qu
las palabras «cualquier causa» son tan amplías que no permiten
semejante exclusión: de alguna manera debe enmendarse el frand
cuando las COl:laS no pueden volver al perjudicado, y el único susti·
tutivo-del agravio es la indemnización de perjuicios, no solo por el
causante de la lesión, sino por el que, de mala fe, hubiese adquirido
10 que no puede devolver; sabe á que se exponía.
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Jurisprudencia y doctrina reciente'

'ito (,1 )Htdo por virtud d('l eual una casa proveedora de
r' 'r\' t ha ta ,'\1 ompleto pago la propiedad de los

1 ('0111 l'l'iant' l1edi<'Rdos á la venta de los mismos
) 11 1, JI 'rjlll1i(,1 r ú lo . trañ08 que tienen por este con~

( I () tt'll'I'IO (. l'nt. de 1." de Diciembre de 1909),
1 CIIII' 1 tI 'l1l10l tenfa 'pg(¡n el Regi tro, otros bienes que



iJl(licaban SU: solvenc"ia, no cabe la rescisión, en fraude de acreedores
(Sent. de 1." de Junio de 1909). La simulación del contrato equivale
á su inexistencia (Sent. 30 Noviembre 1909). Es nulo el contrato
otorgado por la superiora y capellán interino de una comunidad, no
ratificado por ésta, cuando obraron fuera de las facultades que les
daban sus estatutos (Sent. de 4 de Diciembre de 1909). La equivoca·
ción cometida en el cálculo de un negocio no implica error en el con·
sentimiento (Sent. de 15 de Enero de 1910).~El pacto de reversión
estipulado en la escritura particional de hert3ncia no coarta la libero
tad de testar, ni afecta á una universalidad sucesoria y futura, por
lo cual no lo prohiben el Derecho romano, ni el canónico, vigentes en
Oataluña (Sent. de 4 de Mayo de 1910). En la venta de bienes hipo­
tecados realizada por el acreedor, usando de la facultad que le con·
cede el arto 1.872 del Código civil, debe anunciarse la subasta por
medio de los periódicos oficiales, sin que sean suficientes los avisos

"verbales dados en el mismo local y momento por el corredor, y que
la cancelación de la hipoteca no puede hacerse por acta y sí en escri­
tura (Res. de 17 de Julio de 1910). Está prohibido en Oataluña el
afianzamiento por la mujer de obligaciones del marido, la cual puelle
pedir su nulidad conforme á lo dispuesto en el arto 1.302 del Oódigo
civil (Sent. de 31 de Diciembre de 1909). Supliendo la autorización
judicial, recaída en acto de jurisdicción voluntaria, la licencia del
marido para que su mujer enajenase bienes parafernales, es inscribi­
ble la escritura, consignánclose en la inscril;>ción la forma en que fl1é
dada, sin que, para los efectos del Registro, pueda rechazarse el pro­
cedimiento seguido, ni sea necesario demostrar que la mujer no ha
rebasado los límites fijados por el auto (Res. 25 de Agosto de 1911).
La rescisión extraordinaria por lesión que autoriza el Derecho cata­
1{1n no procede en las ventas ó adjudicaciones en pago formalizadas
en procedimiento de apremio judicial, como tampoco en la venta ó
cesioncs de créditos en que el cedente solo responde de la exi~tencia

de la deuda, porqne estas doctrinas, deducidas de la ley de Enjuicia­
miento civil, son de aplicación general (Sent. 12 Noviell1~re 1910).
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CAPiTULO 1I

o los contratos consensuales

nr 1.. donación: su concepto y clases

I 010 ,'lliio' .J 1\110, pi' ' Ula (lo caras, la de acto y la <1e contl'llIto.
I IpO I IItarla ell nD plan orgánico tlel DerecllO patrimonial;

lUll llijo «oy 'na r¡lle la donación es una especie de mónstrllo
r' ido ent 1'1' lo, 'OH tl'alo y las últimas voluntades.
1 l '1111', l'OIllO di '(~ la ley 1; lit. IV Parto V, es bien fecho q1~C

I , 1 lIof¡f¡ '(' de lWllIlatl ri¡' corazón cuauI]o es fecha sin ningnna.
11 fI ja -In <lIla ta llalal>ra por Ur gorio López al decir qne

m •. J:ll1'Pll r 1.j_· ('ORD!' ~TOBILI'J'.A.1'E PROCEDENS, QUANDO

] 1.1111 U ~ \ OLt ,'l'A'lE }o'I'1' con tituye un acto de beneficencia que
t di' pOI' 1', ti a ó !;u}>ue to jurídico la liberalidad del que lo ejecuta,
, u tit ti (litio mIo el lo. mollos el adquirir los bienes.

(11 itll';lIl:P la' clona 'ione. en int l' vivos y mortis causa, subdi­
\ j h la 111 pril1l!'ra' en gTaluítas, remuneratorias y con causa one­

, 1 11Il(ltI~ 1'. ta: (tltima no mere' n propiamente el nombre de
1 11 jOIlI'. JIU' con Ha 8e}l r ig-uc un equivalente á lo donado,

1 UIlo 1 hb 'ralitla 1 cIue (' u causa, De todas suertes, esta es la
1 ifi i 111 hN'ha por 10 aut re y a í aparece en el Oódigo, aña·

11 nI qu llo (lue la llouación también se divide en perfecta é
. (' 1 últiJUa,. ('""ún .ruliano y Fel,rero, se:hace con causa

i 1'1 lIIodo) couclición: 'omo la dote, las arras y la remune·
. di lilll 11 la' 'im pI ó per~ cta en que aparece expon-



taneamente la nobleza de bondad de corazón, sin ningún motivo
externo que la solicite, antes es un movimiento impulsivo del qUe
verifica la largueza. Esta donación, con su nota de gratuidad, será
ol>jeto de nuestro estudio en el presente capítulo; de las llamadas
causales por razón de matrimonio nos hemos ocupado en el cap. VII
del tomo J, y las que tienen causa onerosa rígense por las reglas de
los contratos, según preceptúa el arto 622 del Código; de manera
que estudiaremos la donación inter vivos simple y aquella que, siendo
remuneratoria, la liberalidad excede del gravamen impuesto al
donatario.

I~a donación inter vivos y la mortis causa tienen como nota
común la liberalidad; pero se diferencian en que la primera se hace
sin contemplación á la muerte del donante, y es, en principio, irre­
vocable; decimos en principio, porque la ley establece causas de
revocación; la segunda se hace en contemplación á la muerte del
donante; bajo este impulso macabro surge la liberalidad; es revo­
cable y se rige por la~ reglas establecidas en la sucesión testamen­
taria; así lo prescribe el arto 620 y lo declara la Sent. de 8 de Mayo
de 1896. Como esa donación surte efecto á la muerte del donante,
no es en rigor necesaria la aceptación del donatario ó de sus legí­
timos representantes ántes del fallecimiento del donante. (Res. 29
Julio de 1904).

La Sent. de 3 de Enero de 1905 señala la nota diferencial entre
dichas donaciones; por la mortis causa, el donante no transfiere de
presente la propiedad de la cosa donada; ni siquiera defiere la trans­
ferencia á pla.zo que pueda transcurrir mientras viva, antes fija.
para el efecto de la misma la época ó momento de su fallecimiento,
disponiendo para después de algo que le pertenece, sin que pueda
alterar la esencia de este concepto clásico en derecho, la forma que
le plazca emplear para la expresión de su voluntad; mas bien que
clonación es un legado.

El acto de donar puede obedecer al impulso de la pura liberali­
dad, haciendo el bien por el bien mismo, satisfecha la conciencia
del deber cumplido, Como dice Troplong, sin ningún vínculo pre­
existente de derecho, de una manera, expontánea, siguiendo las leyes
del fllero interno; de modo que si el reconocimiento llega á determi­
nar una donación no es porque ele antemano exista una obligación
de hacerla, pues se obra solo por un movimiento del corazón: NULLO

JURE COGERF..

Pero, además, esa liberalidad puede ser motivada por los méri-
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tada; tiénese por perfecta é irrevocable, aún cuando ·el donatario n
haya recibido los bienes, y como es un derecho adquirido,
liberalidad no puede revocarse; el donante ya no puede disponer
la cosa, y viene obligado á indemnizarla si por su culpa se pierde 6
deteriora. Disponiendo uno que la cosa será entregada á su mUert
con facultad de revocarlo, no hay donación inter vivos, porque la
nota de ésta es la irrevocabilidad; y para que tenga carácter d
donación mortis cansa, la ha de hacer en testamento, revistiendo
entonces el carácter de legado. Puede uno donar sus bienes con 1&
condición de recobrarlos si sobrevive á un acontecimiento, como un
viaje que trata de emprender; esta donación, que era mortis cau8a
en el Derecho tl'adicional, es, en puridad, inter vivos, afectada por
una condición resolutoria, irrevocable, aunque subordinados su
efectos á esa modalidad y, por tanto, el donatario puede transmitir
los derechos de tal modo condicionados.

Oomo dice muy bien Manresa, para que el acto deje de estimarse
donación inter vivos y sea considerado como disposición mortis caU8a
es preciso que los efectos de aquél arranquen precisamente del mo­
mento de la muerte y se determinen ó nazcan por causa ó con ocasión
de ella, sin que el hecho de fijarse como pla,zo ó condición el óbito del
disponente pueela cambiar el verdadero carácter del acto: la revoca·
lidad ó irrevocabilidad de éste es lo que distingue las donaciones
entre vivos de las disposiciones mortis causa; la forma de aquél,
unida á otras circunstancias son, según dicho comentarista, un ele·
mento para la interpretación de la voluntad del disponente que,
á su entender, fué distinta de la que le (lió la sentencia de 3 de
Enero de 1905, que consideró, equivocadamente en nuestro sentir,
como donación mortis causa y, por ende, revocable, el endoso de un
resguardo de valores públicos, para que se pagasen á la donataria,
después del fallp-cimiento de la donante. Si hubiera sido donación
?no'l'tis CW¡¿SU, y rigiéndose ésta por las disposiciones de última vo·
luntad, su forma era el testamento, nunca el endoso del resguardo;
fué una verdadera donación inter vivos, sujeta su ejecución á. una
condición suspensiv¡t: la muerte de la donante.

~o convenido en acto de conciliación obliga á l~s partes, sién·
doles aplicables las disposiciones legales que determinan la fuerza
de las obligaciones, pudiendo Sf'r anulado ó rescindido, aún transo
curridos los ocho días qua fija el párrafo segundo del arto 477 de la
ley de Enjuiciamiento civil, cuando en 10 transigido ó pactado
hayan mediado vicios ó causas que puedan invalidarlo; de consi·
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111 nllul 1 tí los tres me es de celebrado el acto
dé llona i6n que de los bienes de ella y sin

a forma u marido. (Sent. de 8 de Fe·



CATALUI\JA

El Derecho catalán directo, y el romano y el Oódigo civil, corno
supletorios, regulan este instituto jurídico.
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y una sola acción (se reflere á las donaciones no onetosas, porque
éstas representan reciprocidad de derechos, de obligaciones y d
acciones), y añade que es principal, porque tiene existencia por e~

sin dependencia ni subor.linación á otro alguno, y por -r._ltimo, que
es gratuito ó de benencencia, con su nota de irrevocabP .dad.

Aceptando este sentir, es por lo que encabezamos el estudio de
los contratos consensu_ales con el de la donación inter vivos; la, mOfo
tis cansa sí que constituye un verdadero acto, con sus efectos para
después de la muerte del donante, y es esencialmente revocable, por
ser la voluntad ambulatoria.

Justiniano, teniendo en cuenta 10 dispuesto por la ley Oincia,
que reglamentó las diferentes clases de donaciones ateudiendo á lae
personas y á los bienes, y no desep.tendiéndose de las Oonstitucion
imperiales que dieron obligatoriedad á la promesa de donar, dispu.
so que, una vez perfectas, no podían revocarse sin motivo, conside.
rándose como tales aquellas en que constase la voluntad del do­
nante, ya por escrito, ya sin escrito. Perfeccionada a~í la donación
con el valor del ]lacto ó de la convención, el donatario no adquirfa
derecho real en la cosa mientras no le fuera entregada, para lo cual
se le cloucedió una acción, sin que aquélla perdiese su carácter irre·
vocable, bien que podía revocarse solamente por supervenencia de
hijos, incumplimiento de condiciones é ingratitud del donatario.

El Derecho germano vació en distinto molde la donación; con·
virtiola en una especie de precario, y como tal, el donante podía re·
clamar lo entregado ó su equivaleute; esta doctrina fué rectificada
en -el proemio de tít. IV, Parto V, donde, considerando la donación
como un contrato, se dice que «es una lDanera de gracia é de amor,
que usan los omes entre sí, qne es mas cumplida é mejor que las
que dijimos en el título antes deste. Oa ~l que empresta ó da lo
suyo en condesijo fácelo con entención de cobrar todo lo suyo, maa
el que dá quítalo de sí del toao». D. Alfonso el Sabio no siguió la
tendencia germánica, ante. se ajustó á la clásica romana en orden
á la naturaleza irrevocable de la donación inter vivos, una vez eu·
tregada la cosa en que consistiese.
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bido (ley 6." 06d. DE INrJES'l'. NUP.) El padrastro ó madrastra no
pueden ser agraciados por donación del otro cónyuge, en más de lo
hubiese adquirido de los bienes de éste el hijo del primer matrimo.
nio que menos hubiese recibido. ~stas donaciones, aún cuando
tengan los requisitos que se expresan, son nulas en Cllanto al eXC6ao
(ley 6." Oód. DE SECUNDo NUP1'.)

No obligan las donaciones que con el solo deseo de salvar 8U

vida ó de recobrar la salud hubieren hecho los enfermos en favor de
loa facultativos que les asistieron (ley 9." Oóel. DE PROF. ET l.\(ED.)

Todas las cosas ql e están en el comercio ele los hombres ó que son
enajenables pued . ser donadas. Sin embargo es nula la clonación
de todos los bienes, á no ser que el donador se hubiese reserva.do
parte de ellos pp.ra testar (ley 38 Dig. DE VERB. OBLIG.; ley 15 Oó·
digo DE PAC'fIS y ley 34 Oód. DE TRAN8AC'l'.)

Además de las citas del Derecho romano, hay que tra,er á estu·
dio la Oonst. lo", tít. 9, lib. 8, vol. 1.0 dispositiva de que cualesquie·
ra donaciones universales ó de la mayor parte del patrimonio, ó qUl'

excedan de quinientos florines, deben ser registradas en las curias
de los ordinarios de la cabeza de la vegut'lría en la cual se hicieren,
debiéndose anotar el día de su otorgamiento en el libro titulado da
donaciones y heredamientos, con un índice expresivo de los nombres
y apellidos de los donantes y donatarios y del notario que las hu·
biese autorizado. Dice Durán y Bas que ese libro no se ha llevado,
ó á lo menos desde hace muchos años, á pesar de su notoria utilidad,
porque advertía las disminuciones que, por actos de liberalidad,
sufría el patrimonio de una persona, aparte de que servía de guía
cuando ésta quisiera hacer uso de su crédito personal, á los que,
impulsados de buena fe ponían la seguridad de su crédito en la sol·
vencia del deudor. A.ñade esa constitucióu que «si tales donaciones
Ha fuesen continuadas diez días antes del préstamo ó contrato, no
perjudiquen ni puedan perjudicar á acreedores censualistas, ni á
otros que tengan sus créditos en escrituras ó vales, aunque sean
posteriores», y que dichas donaciones no tengan fuerza ni valor en
perjuicio de los diehos acreedores censualistas, ni de otros que tan­
gan sus créditos con CUt-tCt 6 ulbm'án, sino desde el día ele la conti·
nuación de aquéllas en el Reg'istro de la vegtter'íu».

El Derecho romano exigió la insinuación judicial en las dona·
(,liones superiores á quinientos florines y dispone la ley 34 Oódigo
DE nONAT. que no las requieren las hechas en diversos tiempos
entre las mismas personas, en cantidades que cada una de ellas no
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Barcelona, pues el florín vale 17 sueldos ó sean nueve reales y d
maravedises, como reconoce Vives) son nulas cuando falta la ine1.
nuacióu y se hacen ó resultan en peljuicio de acreedores. A evitat
esto tiende dicha disposición municipal; pero, además, es jurispru.
dencia constante en Cataluña, y así 10 reconocen las senteneiae
de 13 de Marzo de 1869 y 29 de Diciembre de 1870, el aplicar el
Derecho romano en materia de donaciones para la resolución de la.
cuestiones no comprendidas en el caso especial y concreto de la
mencionada constitución, pues aquél tiene carácter supletorio al
derecho propiamente directo ó catalán, respetado por el arto 12 del
Código. IJos 500 florines eqúivalen á 1.132 pesetas.

J,a Sent. ele 15 de Febrero de 1884 declara que la insinuación es
necesaria solamente para la valldez de las donaciones puras y sim.
pIes, y que excedan de la tasa legal de los 500 florines, y no para
las condicionales.

El requisito de la insinuación (no basta que se haga, es preciso
que el JiLez la apruebe) supone que la donación es de las llamadaa
puras ó simples, (no las causales por razón de matrimonio) que como
prendan todos los bienes, y aunque no sean de todos, su cuantía
exceda de los 500 florines, y que con ella se perjudique á los acree­
dores cuyos créditos consten en escrituras ó vales, y con igual ó
mayor razón, si proceden de cosa juzgada (ley La, tít. 9. 0

, lib. 8.'
vol. 1.0 de las Consto complementada esta por el Derecho rom!1lno).

Es también de citar la ley del tít. 9.0
, lib. 8. 0

, vol. 1.0 de 1118
Consto de Cataluña" en orden á que pueden donarse todos los bienell
siempre que quede á salvo la cuarta parte, que es la legítima da los
descendientes, debiéndose rescindir en lo necesario para salvar
dicha cuota.

Era jurisprudencia en Cataluña que, mediando juramento, DO

había necesidad de la insinuación judicial, pero el Tribunal Supre·
mo ha resuelto 10 contrario en Sent. de 13 de Marzo de 1869.

El Usatge POSSUM El'IAM, que figura en el tít. 9. 0 lib. 8. 0
, vo­

lúmen 1.0 de las Constituciones, autoriza la donación de cosa que se
espera que recaiga justamente en el donante. El feudatario puede
hacer donación universal ó heredamiento (Heretament) qne también
se llama donación hereditaria, instituyendo heredero (he1'éu) ó be·
rederos á un hijo ó nieto, á sus hijos y nietos, ó á otm pfW80na por
acto entre vi,,:,os, con ó sin reserva del usufructo vitalicio (Const. de
Cato VII, VIII; Costo de Alb. XXIII, XXIV, XXVII y XXXV).



Donadonn Intr¡ cónyugu

1() 11 omo 1.0 Y capítulo anterior de este tomo.

on Ión ntre tutelados y sus guardadores

tubr d 1 7 son nulas, con arreglo
Jufi I Ju~ donaciones hechas por los me·



Cesión á persona más .poderosa

DonlltlonlZ5 rzntrl! vivos dI! padrfZs IÍ hií05

Deben ser observadMI las leyes romanas qne prohiben hacer
cesiones á personas más poderosas, así por razón de riquezas, como
de oficio.
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nores de 20 años á favor de sus tutores ó curadores directamente 6
por persona interpuesta} á menos qne se hayan hecho y firmado con
voluntad y consentimiento de tres parientes más inmediatos de
parte de padre ó de madre ó de parte de padre solamente, ó de parte
de madre, y á falta de éstos, de tres amigos más allegados, con in.
tervención del Juez y juramento del menor. Efectivamente; así lo
prescribe la ley única, tít. 2.°, libro 5.°, vo1. LO de las Constitucio.
nes, año 1351, la cual también declara nulo el instrumento que se
hiciere en peljuicio del heredamiento ó donación por causa de ma.
trimonio, y al efecto dispone que si se hiciere algún instrumento
por los hijos á favor de sus padres, ó por cualquiera otra persona
á fa.vor de cualquier otro, en disminución, derogación ó perjuicio
del heredamiento ó donación hecha ó por hacer por aquellos padres
y cualesquiera otros, á sus hijos ó cualesquiera otros, en tiempo de
bodas, el tal instrumento sería nulo, de ningún valor é fRRI'fO IPSO

JURE, sin podérsele dar fe en juicio ni fuera de él, en modo alguno,
quedando prohibida á los Notarios la autorización de .dichos in8.
trumentos.

Respecto de la donación que 'haga el pupilo á !'iU tutor, puesto
que en Cataluña rige el Código en materia de tutela, creemos que
es nula, de cualquier manera que sea.

Según el Usatge AU01'ORITA'l'E ET ROGA'l'U, que forma parte de
las Consto de Cataluña, tít. 9.°, libro 8.°, vol. 1.0, el padre ó abuelo
pueden mejorar á sn hijo ó nieto por un acto entre vivos, haciéndole
donación particular ó singular, con reserva del usufructo vitalicio,
la cual es irrevocable, SI JUS'fE FUEltI'I' FAOTA .A U'l' NULLA AUA

Il\IPEDIERI'l' RA'l'IOi pero ha de concurrir alguno de los siguientes
actos: homenaje (que el donador reciba al donatario como homlll'e
sólido); potestad de castilló, ó sea que el donador dé potestad del
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Le insinuación anhz III DePllcho romano y las Constituciones

Rasponsabilidad V derechos del donBntr
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de pedirse la revocación hubiesen adquirido de este último
6 parte las cosas donadas.

La donación hecha por el padre ó madre á favor de uno de SUe

hijos 6 de un extraño podrá ser rescindida después de la muer~ del
donador por los demás hijos en la cantidad que perjudique su legl.
tima (ley única, tít. 9, lib. 8.°, vol. 1.0 Consto de Cat.) La madre
que hubiese pasado á segunda!J nupcias no podrá revocar por cauea
de ingratitud las donaciones que hubiese hecho á los hijos del pri.
mer matrimonio, sino en los casos siguientes: 1." Si éstos la hubie.
sen golpeado ó maltratado; 2.° Si hubiesen atentado contra su vida,
y 3.° si hubiesen pretendido hacel'le perder todos IIUS bienes (No.
vela. 22, cap. 35).

No responde por la evicci6n de la cosa donada y-solo viene obli·
gado {t indemnizar al donatario de los peljuicios que hubiese sufrido
lJor razón de los vicios de la misma si hubiera mediado por su parte
intención dolosa (leyes 16 y 18 Dig. DE DüN.A.T.) Tampoco viene
obligado á satisfacer intereses por demora en la entrega de la cosa
c10nada (ley 22 Dig. id.) Hoza del beneficio llamado de competencia,
mediante el cual no puede ser ejecutado para el cumplimiento de la
obligación, sino en lo que le sobre después de deducido lo necesario
lJara su decente manutención y pago de deudas por las que no goce
de aquel beneficio (ley 12 Dig. íd. Y 28 Dig. DE DIV. REG. JUR.)

Según la Oonst. ].a, tít. 9, lib. 8, vol 1.0, no valen las donaciones
superiores á 500 florines de oro hechas en pel:iuicio de los acree·
dores, cuyo crédito naciese antes de la insinuación ó dentro del
término de diez-días de verificada, en cuanto al exceso de dicha
cantidad. Surgió la duda de si esta insinuación había derogado la
l~xigida por el Derecho roma,no ó si existía por ésta por ser más
general. El Tribunal Supremo ha declarado esto último en senten·
cias de 13 de Marzo de 1866, 9 de Diciembre de 1891 y - 24 de
Abril de 18~4..
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(Ob. 17 DE l'IGNORIBUS y 13 DE DONA'l'IONIBUg). Es vá.lida
consiste en una cantidad, para cuyo pago se conviene en que
donatario perciba los productos de cierb1s fincas (Ob. 10 n
PIGNORIBUS).

I~a donación de todos)os bielles {t un exteaño en perjuiCio de 1
hijos babidos ó por habel' se invalida por)noficiosa si el donante n
fuese un hijo; pero en este caso se ha de dejar á los demás á sal\'
de algo (Fuero 4.° DE DONATIONIBUS). Si la donación de todos 1
bienes habidos no comprende los que puedan haber, no alcanzará
los adquiridos posteriormente á la}echa de~la donación (Fuero 3.'
DE FIDE INSTIWMENTORUJ)'I).

La donación de bienes sitios habrá de consignarse en escritu
pública (Fuero citado), sin que quepan hoy las excepciones de esta
regla, señaladas por Hssa, tales como las bechas por el Príncipe y l)Or
los religiosos, pues el Código, supletorio en Aragón, exige ese requi.
sito. Las donaciones superiores de 500 sueldos jaqueses necesitan
insinuarse para ser válidas, debiendo cerciorarse el Juez de la ver·
dad de la donación, para prestarles su confirmación, levantando el Es·
cribano la correspondiente acta de todo, con la circunstancia de que
los testigos intervinientes en esta diligencia no pueden servir en el
otorgamiento de la escritura de donación (Fuero 3'.0 DE DONATION[·

DUS)). Se exceptúan de ese requisito las donaciones bechas por
Reyes, príncipes y religiosos para cuya validez bastan sus sellos,
sig'nos y testigos (Fuero 3.° DE FIDE INSTRUMEN'l'ORUl\I), y las
hechas en testamento, que subsistan con la sola inscripción de los
albaceas (Fuero 2.° DE CONLLUSIONE DE'l'EG-ENDA). A estas excep·
ciones añade Molino las donaciones otorgadas por dote ó en razón
de matrimonio; Portolés y Franco incluyen las remuneratorias y la
causales; Lissa, las promesas de donar, y BIas asegura que tan nu·
merosas excepciones han becho que la insinuación apenas si 8e
aplique. ]Jste sentir se halla en oposición con la Sent. de 22 de
Enero de 1884, según la que, las donaciones superiores á 500 sueldoll
jaqueses faltas de insinuacióu, no hacen fe en juicio ni fuera de él,
requisito que no puede cumplirse cuanclo no hay términos para fijar
el valor de las donaciones, como también cuando éstas se hallan
sometidas á cierta postura} porque la obligación eventual que como
prenden y sus indefinidos gravámenes impiden fijar la importancia
y utilidad de las mismas.

La clonación otorgada en escritura pública Ü'ansfiere el dominio
y la posesión'al donatario por mini.sterio de la ley, sin que Of1¡U8e
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Llt8 donaciones habrán de hacerse ante Escribano, especificando
los bienes en que consistan, así como sus artefactos si 108 tuviere, y
de no tenerlos, bastará se diga, que se hará con todos sus perteneci­
dos (ley 12, tít. 20 del Fuero). Bajo esta aceptación se comprenden
«los derechos qlle, aunque de carácter piadoso, constituyen el patri­
monio del donante respecto á las cosas donadas y otros cualesquie­
ra bienes raices á la casa y casería». «Cuando las donaciones se hi­
cieren generalmente, que tal contrato sea válido si se refiere á in­
Illueblf\s, siempre que se aporten los bienes raices relativos al
derecho de los pl'ofincuo8; y por lo que se reJiere áo bienes inma0-
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La donación hecha por el padre á uno de sus hijos es irrevo
bIe, aunque sea en mayor cantidad que las otorgadas á los otros
pítulos 1." y 2.°, tít. 19, lib. 3.° del Fllero); ante esa irrevocabilida
el donante ya no puede disponer de los bienes, á_menos de q
hubiesen mediado reservas (Sent. de 28 de Septiembre de 1867). .¡;

ya solo reservas, sino obligaciones pueden haberse impuesto al
natario, tales como dotar á sus hermanas y dar carrera á, sus her
nos tí, la muerte del donante, cuyo usufructo de los bienes donad
S8 retiene, encaminado todo tí, dar á la familia navarra cará,c
patriarcal.

I..Ios viudos con hijos no pueden otorgar donaciones de los bien
de abolo",io (constituyen éstos una reminiscencia de la copropied
familiar), pero sí de los conquistados, á no ser con consentimiento
de ellos, ó que se haga después de practicada la partición (cap. 3.
del Fuero) y si bien ordena el Amejoramiento de éste que los hien
de la donación PROPTER NUPTI.A.S, hecha por cualquier persona, 8

Ó no pariente, vuelvan al donador si viviese (reversión) y si hubie
fallecido le hereden los más cercanos, ese Amejoramiento fné modi
üca(lo por la ley 9.a

, tít. 7.°, lib. 3.° de la Novísima Recopilarión d
Navarra., prescriptiva de que, muerto el donatario antes que el don
dor, no puede disponer éste de los bienes donados, y que lo mismo
sea en vida del donador, cnando el hijo del donatario fallece deapnálJ
que su padre (Sent. de 19 de Junio de 1865).

Por el consentimiento 6 promesa del donante S8 perfecciona. la
donaci6n que se consuma por la entrega de la cosa, pues en Nava­
rra rige 01 Derecho romano en aquello que no se opone á su legis
lación propia..
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"stal' viciado por error, violencia, intimidación y dolo, y claro qu
en estos casos, cabe la anulación del contrato, así como
mación.

~o basta que el donante tenga capacidad legal para contra
requiél'ese que, en concreto, la tenga para disponer de loa bien
objeto de la donación; esto últ.imo significa, además, que le pe
nezca aquello de que dispone: NEMO DAT QUOD NON HARE'l', puesto
que se trata de un acto de enajenación, que significa sacar la co
del patrimonio de uno para que entre en el del extraño.

El menor emancipado y la mujer casada no tienen la prohibi
eión absohlta de donar; pueden verificar donaciones de bienes !Uue
bIes y aún de inmuebles, siempre que se cumplan las formalidad
lega,les ó concurran los medios, complementarios según nosotros, 6
supletorios como dice Mamesa, de la FACULTAS AGJ<JNDI, Y aún la
mujer puede douar libremente sus bienes propios aunque sean in
muebles cuando es la administradora de los bienes de su marido
ausente (itrt. 189). Oomo quiera que los bienes de la sociedad d
gananciales pertenecen al consorcio, el marido no puede donarlos
(art. 1.413), pero sí podrán hacerlo ambos cónyuges. El tutor no
puede donar los bienes del tutelado (art. 273), como el padre no
puede verificarlo respecto de los de sus hijos sujetos á su potestad,
siendo de aplicación, por analogía, este último artículo, ya que el
Código no registra precepto eX]ilreso; pero se puede citar la Sent. de
28 de Noviembre de 1892 que declara nula la donación hecha por el
padre con bienes de sus hijos menores.

Respecto á la capacidad de los concursados, como quiera que
éstos se hallan privados de la administración de sus bienes (articu­
lo 1.914), no pueden hacer donaciones, como tampoco los quebrados,
según determina el arto 878 del Código de comercio. Pueden donar
las Iglesias y las Oorporaciones religiosas, así como los Ayuntamien·
tos y Diputaciones provinciales; pero deberán ajustarse estas corpo­
raciones económico-administrativas á las formalidades legales pro­
pias de toda enajenación, ya que tienen el deber de cuidar y conser­
var los bienes y derechos cuya administración les está encomendada
(véase la Sent. de 23 de Junio ele 1885); y respecto de· los estableci­
mientos de Instrucción y Beneficencia, como quiera que solo conaer­
van los bienes necesarios para el cumplimiento de sus fines, no
pueden donarlos y los que no tienen este carácter se han de cou­
vertir en inscripciones intransferibles de la Deuda,.

J...os menores de edad pueden hacer donaciones en su contrato
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pal, ni onerosa" verdaderamente simple, por dichos donatarios d
aceptarla los que tengan su representación, porque requiére~e

consentimiento, el cual no pueden prestarlo ni esos menores, ni.
les incapacitados, y así indirectamente lo reconoce el arto 631.

Las personas que no pueden contratar carecen de capacidad
aceptar donaciones condicionales ú onerosas sin la intervención
sus legítimos representantes, porque pueden resultar perjudi
pero ~esos legítimos representantes pueden repudiar donacion
El tu tal' puede aceptarlas, l)ero no repudiarlas sin autorización
consejo de familia (núm. 10 del arto 269), cualquiera que sea la

-nacion, simple ó condicional, pues el precepto no distingue. No
ocurre con el padre. Este puede libremente aceptar ó repudiar
donación; la ley no le pone cortapisa en esto, como 10 hace tra
clase de la enajenación de bienes inmuebles; y es que la donaoi
ofrecida, pero no aceptada, no ha creado ningún derecho en el
natario, cosa distinta de las enajenaciones, qne suponen en qui
las hace ó por el cual se verifican, cosas ó derechos constituti
de su patrimonio.

Por Real ordeu de 7 ele Octubre de 1893 se autorizó al Direc
de Administración local para l'ecibü' cantidades donadas á e8tab
cimientos de Beneficencia en general, vender los títulos y apli
su importe.

Las donaciones hechas á los concebidos y no nacidos son váli
pnesto que se les considera con vida para todo 10 que lvs sea prov
choso, y deberán ser aceptadas por las personas que legítimamen
les representarían si se hubiera verificado ya sn nacimiento; p
claro que el donatario ha de tener vida intrauterina y, en tan
surte efecto la donación en cuanto el nacimiento se verifique en 1
conrliciones que determina el arto 30; de manera que semejante li
ralidad se halla sujeta. por 10 que respecta a.l donatal'io, á una con
dición suspensiva, ya sea aquélla simple, condicional ú onerosa.
hechas á personas inhábiles son nulas, aunque 'lo hayan sido simul
taneamente bajo la apariencia de otro contrato por persona inter.
puesta ~Quién debe pedir la nulidad~ ~Dentro de qué término. El
Oódigo no lo clice y para suplir su silencio debe acudirse á sus af

tículos 1.300 al 1.314.
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otra que la de documento notarial, ora ante el mismo notario qq
haya recogido la aceptación, ora por otro, porque la fe nota'
siempre es la misma, debiendo expresarse esa diligencia en am
escrituras.

Nos separamos de la opinión de Mamesa, cuyo comentaría
dice: aceptada la donación en vida del donante no es eficaz a
cuando se notifique á sus herederos. Sin ocultársenos lo compleja qu
es la cuestión no podemos dar uua interpt'etación tan dura al § 2.
del arto 633, que solamente niega efectos {t la aceptación verific
después de ht muerte del que la otorga. Hubiera querido prescri .
el artículo esa ineficacia y las palabras «liO surtirá efecto» apare
rían en el último apartado lel mi mo y dida estas ó parecidas pa~

bras (<fiO surtirá efecto la donación si no se acepta y notifica
donante en vida de éste»; de consiguiente entendemos que la notit
cación f'xigi(la es solo p; .b que el donante no pueda volver cont
su liberalidad, constituyendo esto una facultad establecida en fav
del mismo. El donatario cumplió diligentemente al aceptar, y
circunstancia de morir el donante quizás momentos después, de
cual no tiene culpa aquél, sin tiempo acaso para verificar la dili.
gencia de una manera auténtica, ni justa, ni equitativa, ni racional.
mente debe ser parte para privarle de lo que él ha admitido
escritura pública, como si estuviese allí presente su favorec<:>dor. O

se nos oculta que nuestro sentir se desvía un tanto de la {lochi
contenida en Sent. de 12 Junio de 1896, y que, de contrario,
puede objetar, citando el arto 1.862 referente á la perfección de 1
contratos celebrados entre personas que no están presentes (una d
las r('glas supletorias, porque se rige la donación, arto 621), pe
repárese que tal ordenamiento no es aplicable por referirse á la
aceptación hecha por carta, mientras que la aceptación de la don..
ción se ha de hacer forzosamente por escritura pública.. No hay, po
tanto, paridad de casos.

Si la perfección de la donación se tiene cuando se notifica sl
donante la aceptación de la misma, muriendo el donatario despu
de aceptada y antes de la notificación, no transmitiría derecho algu·
no á sus herederos, sin embargo de lo cual Manresa considera eficaz
en ese caso la donación por lo que se refiere á la tmnsmisión de
tales derechos. Al efecto, en la página 104 del libro V de su obra
«Comentarios al Código civil español» dice: «La aceptación es 10
esencial en las donaciones y la notificación al dona,nte es una forma­
lidad introducida I'n favor qe éste¡ el donatario transmite sus dere·
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de de acreedores, toda vez que aquél de nada
aceptar.

Además, el arto 631 también viene, de cierto modo, á apoy
nuestro sentir, al disponer que las personas que acepten una do
ción en representación de otras que no pueden hacerlo por sí, (
presentación legítima, distinta de la voluntaria á que sé refiere
dicho arto 630) estará,u obligadas á lJ1'ocu1'ar la notificación y anota­
ción de que habla el arto 633. Ese verbo procu1'ar que, implícitamen.
te rige á los sustantivos padre, madre, tutor, y, en general, á loa
que llevan la representación legítima de las personas naturales, so.
ciales y morales, significa la gestión que deben hacer para que SI18

representados no sufran peljuicio si. el donante, desconocedor de la
aceptación, dispone de la cosa antes dé serle notificada aquélla.
repárese que el arto 632 no exig'c expresamente la notificación al
donante de la aceptación cosa donada hecha por escrito, y puede
resultar que semejante liberalidad sea de gran cuantía por tratarse
de objetos de mucho valor, como créditos personales, títulos de la
Deuda y, en suma, de todo aqueHo que es de condición mueble, de-
terroinadn en el arto 334. ¿-

Oonsecuentes con nuestro criterio, creemos que, aceptada la do­
nación por escrito en vida del donante, punto éste objeto de prueba
lJOI' parte del donatario, la donación surte efecto en lo que se refiere
á la transmisión de los derechos de éste á sus herederos, lo cual no
excluye que si el donante desconoce la aceptación, pueda disponer
validamente de la cosa. mueble, en cuyo caso no es que la revoca,
como dice Manresa en la página de su libro citada., porqlle no cabe
revocar lo que, á su entender, carece de eficacia, sino que desiste ó
se arrepiente de su liberalidad, sin venir obligado á cumplirla. De
rlonde resulta que la notificación tiene por objeto robustecer el vín·
culo jurídico creado por la donación y prevenir que el donante,
sabedor de ella, de cualquier modo, si la cosa donada es mueble, 6
en forma auténtica, si es inmueble, pueda arrepentirse. Esa acepta­
ción no puede ser tácita, sino expresa, á menos de que se trate de
dt,nación en cosa mueble verbalmente hecha, porque el hecho de
recibir la cosa arguye la conformidad por parte del donatario. El
Derecho romano admite la aceptación tácita, constltuída por actos
del donatario, y así también lo reconoció nuestro Derecho tradicio­
nal, constituídos aquéllos por el pago de las contribuciones corres­
pondientes á los bienes donados, la posesión de éstos con los títulos
de propiedad e~tendidos á favor del donante y la celebración de
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se reserve en plena propiedad 6 en usufructo lo necesario para
vil' en un estado correspondiente á sus circunstancias para qUe
válida la donaeión de todos los tienes, punto éste que, como de
cho, {t los Tribunales curresponde resolver, bien entendido qUe
facultad del donante no puede peljudicar derechos adquiridos
anterioridad á la donación.

La de todos los bienes ~es nula en su totalidad ó solo en eu
al exceso por no haberse reservado el donante lo necesari01 La.
rección general de los Registros se ha inclinado á lo segundo
Res. de 21 de Agosto de 1893, habiendo declarado por las de 17
18 de Abril y 5 de Agosto de 1907, no ser defecto que im?ida .
cribir la escritura, la omisión en ella de que el donante se rese
lo necesario para vivir, y en la última de éstas se añadió que en
poder para donar no es necesaria la descripción individual de
fincas, como tampoco la notificación al donatario, si ésta se hizo
la escritura misma donde estuvo éste representado.

El Código no dice que la donación universal es nula; en tan
puede hacerse en cuanto el donante se reserve en plena propi
ó en usufructo lo necesario para vivir en un estado correspondíen
á sus circustancias. De manera que lo que resulta en tal caso
donación excesiva, y probado que sea el exceso, los ,Tribunales d
ben limitar el alcance de la donación. Los arts. 634 y 635 son ap
cables á toda clase de donaciones, puesto que no distinguen en
éstas.

Ninguno podrá dar ni recibir por vía de donaci6n más de
que pueda dar ó recibir por testamento; la donación será inofici
en todo lo que exceda de esta medida. El arto 634 refiérese á do
ciones excesivas, en respecto al derecho de vida del donante,
tanto que el 636, á donaciones inoficiosas con las cuales se perja
dican los d~rechos legitimarios de ciertas personas; pero ni una
otra son nulas, sino que deben reducirse á sus límites, no valien
lo qne de éstos exceda. Mientras viva el donante, la donación, aúa
cuando éste tenga herederos legitimarios, es presuntivamente váli
da y eficaz; pero, ocurrida su muerte que es cuando se adquieren
los derechos sucesorios, y conocido su patrimonio, se verá si efeo­
tivamente es ó no inoficiosa. Esto es aplicable á toda dase de do­
naciones, entre éstas las dotes que son colacionables, cuya colación
tiene por objeto dar cumplimiento al arto 336 entre los heredel'08
forzosos del donante.

En Aragón, la. donación de diferentes fincas, hecha á un hijo,
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haya sido onerosa, porque habiendo ya· reciprocidad de interes
es justo responda de la evicci6n hasta la concurrencia del gravl\;
men, esto es, de aquello que no constituya la liberalidad. Compl
mentan este arto los 1.332, 1.339 Y 1.397.

Podrá reservarse el donante la facu1ta:d de disponer de alguu
de los bienes donados 6 de alguna cantidad eon cargo á, e11 •
pero si muriere sin babel' hecho uso de este derecho, perteneceráll
al donatario los bienes ó cantidad que se hubiere reservado. En el

. fondo de esa reserva palpita una condición suspensiva tácita ea
favor del donatario; si el donante quiere usar de esa facultad puede
hacerlo y, en otro c~,so, ya por la naturaleza de la modalidad, ya.I>Ol
respeto á, la voluntad presunta de aquél, deben ir al donatario loa
bienes ó la cantidad de que el donante no hubiese dispuesto. El
donatario, mientras viva el donante, tiene algo más que una espe-;
mnza) un derecho condicional á lo que comprenda la reserva para
el caso de no utilizarse y, de consiguiente, transmisible, de e
manera á sus herederos.

También se podrcl donar la propiedad á una persona y el usu·
fructo á otra ú otras, con la limitación establecida en el arto 781. El
nudo propietario no viene obligado á constituir fianza; el donante,
como tal usufructuario, tampoco; pero sí debe inventariar los bienes
cuyo uSllfructo se reserva. El usufructo puede ser sucesivo, pero h¡
de recaer en personas que vivan al tiempo de empezar á surtir SUI

efectos la donación 6 en llamamientos que no pasen del segundo
grado.

Podrá establecerse válidamente la reversión en favor de solo el
donador para cualquier caso y circunstancias, pero no en fa,vor de
otras personas, sino en los lDismos casos y con iguales limitacionel
que las que determina el Código para las sustituciones test.
JUen tarias.

La reversión significa devolución de una cosa á la persona de la
cual procede; representa una fuerza conservadora. En su consecuen·
cia, solo puede establecerse, tratándose de donaciones, en favor del
que las hace, para cualquier caso y circunstancia, esto es, afectán­
dolas á, plazos y condiciones. La reversión puede recaer en favor
del donante y de sus herederos, éstos, por su cualidad de sucedáneol
de él; pero no en favor de otras personas, es décirJ de terceros, pues
entonces lo que existe es sLlstitución sujeta á las limitaciones que
determina el Código respecto de las testamentarias, esto es, que 108
pienes teng'an que reoaer ~n penoua¡¡ vivientes al aceptarj6 la d,,·
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La donación se extingue por la pérdida de la cosa y por la renun·
cia del donatario; una y otra antes de ser entregalla aquélla; por la
reversión á favor del donante y por la revocación. El Oódigo ewplea
como sinónimas en los arts. 644 y 645 las palabras revocación y reB'
cisión, siendo así que tionen distinto sentido y JIlUY diverso alcance.

DERECHO FORAL ESPANOL108

Se presumirá siempre hecha la donación en fraude de acreed
cuando, al hacerla, no se haya reservado el donante bienes bastan
para pagar las deuda·s anteriores á ella. Primero se paga, luego
dona; debiendo tenerse en cuenta lo dispuesto en el núm. 3.•
arto 37 de la ley Hipotecaria; la acción rescisoria dirigida Con
tercero dura un año, pero la que se dirige contra el donatario tie
cuatro años de duración, por ser aplicable lo dispuesto en el art!
lo 1.229 en relación con el núm. 3.° del 1.291, 1:294 y 1.297 d
Código civil.

Rescindida la donación por haberse hecho en fraudp, de acreedo
¡,res'ponde el donatario con sus bienes, de las deudas cuyo jmpo
sea. superior al valor de los donados~ Oreemos que su respo
sabilidad queda limitada al importe ue estos últimos, sin que pu
hacerse efectiva contra su privativo patrimonio, porque no es
heredero del donante; adquiere por título inter vivos, no mor
causa; y si el heredero tiene lIl~l,Jlera de dejar esa responsabilid
acudiendo al beneficio de inventario, el donatario no puede servo
de este recurso, resultando que sería de peor condición que aqu
lo cual es soberanamente injusto.

Si el donatario se ha desprendido de los bienes, rescindida qu
sea la donación por haberse hecho en fraude de acreedores, respon
con el valor de éstos; creemos que ese valor no es el precio obteni
do, sino el que realmente tenían las cosas cuando se hizo la do
ción, porque por efecto de la rescisión pierde lo que adquirió; pe
nada más, ya que con su patrimonio no responde de obligacion
ajenas.

Es de citar la Sent. de 9 de Abril de 1900, de que la presunciól
de fraude establecida en el arto 643 no excluye otros medios d
probar y estimar aquél, por lo que, si se prueba que lo huho y qu
el tercer adquirente de los hienes fué cómpiice la donación ee
ineficaz.
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nadas ó su valor si el donatario 108 hubiese vendido; si se hal
hipotecados, podrá el donante liberar la hipoteca, pagando la
dan que garantice, con derecho á reclamarla del donatario, y cu
los bienes no pudieren ser restituidos, se apreciarán por lo
valí:>.n al tiempo de hacer la donación. De manera que la revo
no puede peljudicar á tercero que, ne buena fe y con justo ti
hubiese adquirido del donatario los bienes donados ó establecid
derecho. real de hipoteca. Con esta carga adquirirá el donante
bienes con obligación de satisfacer su importe y con derecho á
clamarlo nel donatario. No pudiéndose hacer la restitución de
bienes, se apreciará.n por lo que valían al tiempo de hacer la d
CiÓll; esto es lo justo, porque si fuese por el valor de transmisión
donatario resultaría perjudicado ó beneficiado.

El arto 644 no es aplicable tratándose de donaciones por 1'1\

de matrimonio, solo revocables en los casos expresados en el arti
lo 1.333, como tampoco á las dotes constituidas antes ó al tiem
de celebrarse aquél, ni á las donaciones verdaderamente oner
arto 622, en lo que representa el valor de la carga, y como el artl
lo 644 habla en términos generales, pueden considerarse compren
das en la revocación las donaciones propiamente remunerato'
aunque sean de pequeña importancia, lo cual, ciertamente, pu
con la equidad, cuyos predicados no pueden llevarse con todo
rigor á la vida social. .

Lo mismo las donaciones individuales, que las recíprocas se
vocan por la supervenencia de hijos y, á propósito de esto: ¿pro
tal revocación por la superveniencia de nietos~ La regla general
que cuando la ley habla de hijos se entienden comprendidos 1
nietos, pero como la revocación es opuesta al carácter propio de es
donaciones, debe tomarse el precepto literalmente, sin que esto
cluya el derecho de esos nietos á pedir que sean reducidas en lo q
tengan ele inoficiosas, conforme á, lo dispuesto en el arto 654, dereoh
que asiste también á los hijos, si el donante hubiese dejado transoo
rrir el plazo de cinco años contados desde el nacimiento del últim
hijo, desde la legitimación ó reconocimiento, ó desde que tuvo noticia
de la existencia del que creía muerto sin haber ejercitado la acción
de revocación por esas causas.

Por esto decíamos que el derecho de revocación no es absoluto:
si lo fuera sería mucba:,¡ veces injusto; la ley respecta á los terce
ros adquirentes de los bienes y á los que hayan fundado en ellos un
(le1'echo real, puesto que se hallan bajo el amparo de la ley Hipote-
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facultad entra en el Derecho patrimonial, tenemos por seguro q
puede transmitirse á los herederos del donador, á menos de proba
que éste la renunció tácitamente, inferido esto por sus hechos.
puesto que los herederos del donante pueden deducir la acción, ló
co es que lo mismo la dirijan contra el donatario que contra 1
causahabientes de éste, todo á base de no haber prescrito aqué
por el transcurso de los cuatro años, toda vez que este es el plazo:
señalado como normal por el Oódigo.

Basta que el donatario no cumpla una de las condiciones pa
que la revocación proceda, y si revisten éstas el car{tcter de presta
ciones económicas, el simple vetardo no es causa de .revocación; etl
gese la mora del obligado} por ser aplicable á esto lo dispuesto en el
arto 1.100, y aún habiendo demora, no cabe ese medio resolutorio, •
la obligación impuesta se hubiere hecho imposible al donatario ant
ele colocarse en esa situación.

RESOLU~'IO JURIS CONOEDENDI, RESOLVITUR YUS OONCESU1I'

esto es lo que viene á prescribir dicho arto 647, en orden á que, re­
vocadíl, la donación, volverán al donante los bienes, y añade el pÍ\.
r1'afo 2.° del 651 que el donatario deberá devolver además'los frutos
que hubiese percibido después de dejar de cumplir la condicióllt
porque se le considera poseedor de mala fe. No ocurre esto con la
donaciones qne se revocan por supervenencia de hijos, porque au.
torizada por imperio de la equidad, sus efectos no pueden llegar
m{~s atrás de la fecha en que se hubiese presentado la demanda de
revocación, precisamente porque ese donatario es un poseedor de
buena fe.

Aún cuando son null),s las enajenaciones hechas por el donata­
rio, infractor de las condiciones, así como las hipotp-cas impuesta
sobre los bienes que revierten al donante~ se entiende esto con la li·
mitación establecida por la ley Hipotecaria amparadora de derecho8
de terceros, considerándose como tales los qne no hubiesen inter·
venido en el acto ó contrato (art. 27) y además hayan inscrito de
buena fe su derecho en él H.egistl'o, en el supuesto que en éste no
retiulten expresadas explícitamente tales condiciones, porque, igno­
rándolas, pusieron sus intereses bajo el amparo de lit inscripción re·
gistral. Oonstando en el Registro, el inscribiente pasa por las conse·
cuencias de la resolución de su derecho. Olaro que, no pudiendo el
donante recuperar los bienes por haberlos adquirido de un tercero,
tendrá derecho á que el donatario le pague el valor de ellos, por
analogía con lo dispuesto en los arts. 615 y 650, así como á que le
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Oomo hemos dicho, en Oataluña cabe la revocación ele la.'l
naciones por causa ele ingratitud (ley últ. Ooel. DE DONA~I'. y
tencias de 31 Enero 1861 y 11 Junio de 1862), disposición all)'
ble en Navarra puesto que allí rige el Derecho romano. En
bio, en el Derecho aragonés no fígura esa causa de revocación, 1
creemos que también existe, puesto qne allí rige el Oódigo civil,
el supuesto de que no pugne éste con el régimen escrito y conSlle
dinario de dicho reino; no obstante, los autores, a,ún despnés <le
blicado el referido cnerpo legal, reconocen que en Aragón la in
titud del donatario no es motivo de tal revocación. No así oen
en Vizcaya y en las Islas Baleares donde dicha causa existe.

Para terminar este punto, cúmplenos decir que el arto ü!8
distingue entre clases de donación; pero esto no rme(le tomarse
en absoluto, porque las que se hacen por razón de matrimonio
se revocan mediando las causas expresadas en el arto 1.333.

Revocada la donación por causa de ingratitud, quedarán sin
bargo subsistentes las enajenaciones é hipotecas anteriores á la a
tación de la demanda ele revocación en el Registro de la propied
Las posteriores serán nulas. El arto 649, ·cuyo es lo que estaro
diciendo, hay qne relacionarlo con ,el núm. 1.0 del arto 42 y urt.
de la ley Hipotecaria y con el 41 del Reglamento para su ejecneió
pero el precepto se refiere á bienes inmuebles; respecto á los
clase mueble, el donante puede reivindicarlos si se hubiesen eDlIj
nado después de presentada la demanda, según opina Mamesa,
cual cita el arto 464, con cuya opinión no estamos conformes porqn
la ley debe amparar la buena fe del aélquil'ente, sin que quepa
cer aplicación de dicho precepto, ya que sus reglas parten del 8

puesto de que se haya perdiLlo la cosa mueble ó ilegalmente se
ya privado de ella á su dueílo. Ni una ni otra cosa encajan en
cuestión; ni se trata de tal pérdida, ni puede decirse que ilegallll

se privó delmuoble á su dueño, antes éste efectuó eon la donaci
Ull acto jurídico y pasó aquél debidamente á poder del donatari
Ese adquirente, si obró de buena fe, no debe ser privado de la co
por ca,usas que á él no lo atañen, al igua13ue no se le pueele priv
por las otras cansas de revocación para él desconocidas.

El arto 649 se ha escrito, sin duda, para las enajenaciones de
bienes inmueules; y para que no sufra perjuicio el donante en nio
gún caso, sin distinción de cosas, se ha escrito el 650 como ampli
ción del anterior, el cual prescribe que aqüé1 tendr{t derccho [la
exigir elel donatario el valor de los bienes enajenados que no pueda
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rio haga suyos los frutos. Para la reducción de las
estará, á lo dispuesto en el cap. 4.°, tít. 2.°, lib. 3.° Y
los 820 y 821 del Código.

Este, en el 654, ha tomado el pensamiento de la ley 29 de To
hasta la muerte del donante no se puede apreciar si existen ó
personas con derecho á legítima, ni la cuantía de ésta, aparte
que el donante puede haber aumentado ó disminuído el patrimo
Dicho artículo ha sido aplicado en Res. de 21 de Agosto de 1893.

El donatario puede disponer en vida del donante de las co
por medio de enajenaciones cuya validez no puede atacarse, a
cuando, muerto aquél, se reduzca la donación por inoficiosa, co
tampoco tiene obligación de devolver los frutos, porque son In
suyos.

Solo podrán pedir la reducción los que tengan derecho á leg{
ma, esto es, los ascendientes, los descendientes y los hijos natu
les reconocidos, ó una parte alícuota de la herencia,.ó sean el
yuge sobreviviente, y sus herederos ó causahabientes.

Los hijos nacidos después de la donación ó el cónyuge que
casa con posterioridad á la misma ~pueden pedir la reducción.
tendemos que sí, porque al morir el donante tenía éste herede
legitimarios y viudo con derecho á la cuota, si no estuviese div
ciado por culpa suya; hay que hacer compatible, en un margen
justicia, la liberalidad con el cumplimiento de los deberes en la f
lia, tanto más cuanto que la legítima es, como dice su palabra,
derecho derivado de la ley, y tan es así, que el derecho á peclir
inoficiosidad de las donaciones no es renunciable· durante la vi
del donante. A esto se puede objetar: si es un derecho ~por q
no se ha de renunciar, dando consistencia á la donación~ Prec'
mente por ser la renuncia contraria {t la ley, pues puede ser cap
ó prestada engañosamente, cuyo fondo inmoral es rechazable, y
esto no caben ni la que se hace expresamente, ni la que se verili
prestando esas personas, sus herederos ó sus causahabientes el co
sentimiento á la donación.

Los legatarios que sean de parte alícuota también tienen de
cho á, percibir la reducción; así parece desprenderse del últi
párrafo del arto 655, de cuyo error nos sacan los 636 y 818. Si e
legatarios no son herederos legít,imos, si no tienen derecho á
cuota i,en qué pueden fundar su derecho para esa impugnación,
el donante pudo disponer en vida de lo que tuvo por convenien
Admitiérase semejante derecho y resultaría un nuevo medio d
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ejercicio de aquélla; el fallo que le asigna tal carácter inCurre e
error legal é infringe los fueros DE TES'l'AMEN'l'IS NOBILIUM y D
TESTAMEN'l'IS OIVIUM, declarando la nulidad del testamento, [
entender que entraíla preterición el señalamiento exclusivo en Co

cepto de legítima de tales gastos, cuyo señalamiento implica el u
racional de la facultad que á los padres concede el Fuero aragon
(Sent. 31 Diciembre de 1909).

En Cataluña el hijo cart'ce de todo derecho para limitar á
padre el usufructo de los bienes objeto de la donación, en forma d
heredamiento universal, para exigirle caución y para intervenir en
aprovechamiento de ellos, que durante toda su vida corresponden al
donante, por ser im~plicable á la institución las reglas del usufl'l1cl'4
ordinario (Sent. 3 Febrero de 1909).

La falta de toda expresión indicadora de cuáles sean especift.
camente los bienes muebles donados, impide estimar la tercería d
dominio interpuesta por los donatarios, fundándola en que la libera­
lidad comprendía, según su letra, todos los del donador, presenteg
futuros. Siendo anterior la donación de los inmuebles á la anotacióo
preventiva de embargo, debe prevalecer sobre ésta y producir la
entrega de las fincas objeto de ella al donatario, pues dicha anota.
ción es transitoria por su naturaleza y no produce otro efecto posi·
tivo que el de dar preferencia al que la obtenga sobre los que osten·
ten contra el mismo deudor otro crédito con posterioridad á la
anotación (Sent. 2 Marzo 1910).

La circunstancia del pago de cantidad por el donante al donata­
rio, juntamente con la reversibilidad establecida, demuestra la verda·
dera intención del donante de excluir al donatario, muerto sin
sucesión, de la herencia que había de pasar á otro hijo de aqué~

mayormente cuando es costumbre en Cataluíla establecer talea
llamamientos condicionales y sucesivos para que el patrimonio S6

conserve dentro <le las respectivas familias (Sent. 20 Enero 1910).
No es inscribible la escritura particional en la que el viudo

renuncia á favor de sus hijos no solo á cuanto pudiera correspon·
derle en la herencia de su consorte, sino también á sus bienes pro­
pios, puesto que el renunciante declaró no quedarle lo necesario
l)ara su subsistencia, confiándose al deber moral y legal que 1)a1'3
con él tienen sus hijos, 10 cual se opone á lo dispuesto en el arto 63,l
del Código civil, que no permite semejante renuncia (Res. de 11
Mayo de 1911).
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por lo cual pueden los otorgantes compelerse reciprocamente á ne
aquella forma, según lo prescrito en el arto 1.279 de dicho CUe
legal. Es bilateral, porque produce desde luego obligaciones y d
chos recíprocos entre los socios; siendo estos más de dos, llám
plurilateral, y por último, es oneroso, porque existe corresponde
y equivalencia entre las prestaciones de los socios; y Ilomo la en
ga de éstas y su satisfacción no se halla subordinada á ningún
fortuito, es de los llamados conmutativos.

Oon estos elementos de juicio, y teniendo en cuenta lo dispuee
en el arto 1.665 del Oódigo civil que rige en Oataluña (Sent. 9 M
de 1894), cuyo texto es parejo de la ley 5.a Dig. PRO SOCIO, P
mos definir el contrato de sociedad civil diciendo que es aquel
el cual dos ó mas personas se obligan á poner en común su din
industria ó bienes con el propósito de repartirse, por igual ó en
proporción que estipulen, ganancias y pérdidas.

La ley 1.a, tít. 10, p¡j,¡t. 5.a, definió la compañía diciendo que
ay~tnta1niento ele elos omes 6 ele más jecho con intenci6n de gana1'
de so uno, a!J~¿dándose los mws con los Ot1·OS.

Dificilmente se puede establecer una línea divisoria entre
sociedades civiles y las mercantiles é industriales, desde el punto
hora qne aquéllas, por prescripción del arto 1.670, pueden reves
todas las formas reconocidas por el Oódigo de comercio, en co
caso les serán aplicables las disposiciones de éste, en cuanto no
opongan á las del Oódigo civil. Aquélla, pues, está indudablemen
en la clase de operaciones que unas y otras realicen; si son
comercio, tienen el calificativo de mercantiles.

La comunidad de bienes y la sociedad se diferencian en qo
según dice Ricci, la primera no es más que un estado de inercia
de inamovilidad de las cosas referente {t su modo de ser, mient
que, en la segunda, se ve la vida de un organismo constituido para
consecución de un objeto, cual es la obtención y reparto del lUllro
Siguiendo el sentir de este jurisconsulto italiano, dice el Sr. Sánch
l~omán que la comunidad es una idea que procede .fe un estado d
los bienes, con relación ála pluralidad de personas que sobre eH
tienen derechos, mientras que la sociedad solo tiene por legítimo
fundamento la voluntad acorde de los socios para constituirla.

Oon efecto; la sociedad implica una comunidad, pero no la comu'
nidad supone la sociedad; esta última es producto de la convención
que genera derechos y obligaciones, sin que estén preconcebidos ni
regulados con anterioridad á su establecimiento; tienen, pues, po
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Es el llamado factor económico de este contrato, constituído
bienes, dinero ó industria; pero tales objetos han de ser valuabl
corporales ó incorporales, las mismas cosas, su goce ó uso, lo mis
muebles que inmuebles, á condición de que estén presentes, Il\ln

las futuras; también pueden consistir en servicios; el arto 1.666
Código toma por fin de la sociedud lo "que constituye su objeto.

Las leyes 5.a y 52 Dig. PI~O SOCIO, refiriéndose á ese elemen
objetivo, prescriben que cada uno de los socios debe contribuir á
sociedad con sus bienes ó capitales, ó con su trabajo ó industria;
esto es también lo que viene á estatuir el arto 1.678 del Código
que la sociedad particular tiene unicamente por objeto cosas det
minadas, su uso ó sus frutos ó una empresa señalada ó el ejercic'
de una profesión ó arte. El Legislador se ha separado del Derech
romano que autorizaba la aportación del crédito que no fuese econ
mico y el favor GRATI.A.M, lo cual solo puede consentirlo, como dice
Gillet, un Estado corrompido donde se trafica con todo, aún con el
Poder público. Como quiera que el Derecho moderno lo prohibe, no
puede autorizarse hoy semejante clase de aportación.

Empecemos por decir que la sociedad debe ser contraílla de
buena fe, siendo nula la otorgada con ánimo de engañarse ó d
defraudarse los socios (ley 3.a , § 9.0 Dig. PRO SOCIO) Y aún cuando
el Código no registra precepto que así lo determine, implicitament6
aparece establecido en la última parte del arto 1.065, al decir qne
ese contrato se hace con ánilllo de partir los socios, entre sí, las
ganancias) lo cual, Á CONTRARIO SENSU, equivale á vedar los móvi·
les engañosos y fraudulentos de que habla el Derecho romano.

En Al'agón, donde rige el Código en materia de este contrato,
porque sus escasas prescripciones no se oponen á él, se reputa pro­
hibido, según Lissa, el pacto social de qne un socio no participe de
lo'> riesgos y sean, sin embargo, comunes las ganancias, pues allí e8

fuente de norma jnrídica supletoria el Derecho natural, y se respeta
la máxima UEI AUTEM DICTI FORI NON SUFFECERINT, AD NA~I'URA·
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piar el negocio por el cual aquélla se fundó. Y se comprende
rloctrina, porque, según las leyes 34 y 58 Dig. PRO SOC., es nula
estipulación de que los herederos de los socios continúen ell,
compañía.

El Oódigo, al hablar de los contratos en general, prescribe
las partes pueden establecer los pactos y condiciones que te
por conveniente, siempre que no sean contrarios á la Ley, ni •
Moral, etc.; prescribe (art. 1.680) que la sociedad dura por todo
tiempo convenido y que, á falta de convenio, por todo el tiempo
dure el negocio que haya servido exclusivamente de objeto á aq
lla, si ese negocio, por su naturaleza, tiene una duración limitada
qUl.', en cualquier otro caso, por toda la vida de los asociados. Di
cuerpo legal y el Derecho romano mantienen en esto íntima
ción, cuyas fuente.:! se separan en este punto: si el contrato B

puede oblig'ar á los herederos de los socios. El Digesto lo pro'
pero el Código civil, consecuente con su arto 1.670 y teniendo
sente lo dispuesto en el arto 222 del Código de comercio, dispo
en el 1.700, como caso de excepción á la extinción de la soci
por muerte natural de los socios, lo prescrito en dicho Código m
cantil, añadiendo en el 1.704 que será guardado el pacto de q
continúe en la sociedad el heredero del socio, pero para que
prevalezca, requiérese que la sociedad haya tomado las formas
blecidas por el Código de comercio, á cuyas disposiciones habrá
acudirse en cuanto no se opongan á las del Código civil.

Es de consignar que el principio de libertad de estipulacl
consagrado por el Oódigo, se halla limitado por su arto 1.669,
prescribir que no tendrán personaliclad jurídica las sociedades cuy
pactos se mantengan secretos entre los socios, porque esa cland
tinidad infunde sospecha acerca de la moralidad ó iicitud de tal
estipulaciones; ¿stas, por ser viciosas, no pueden engendrar un soje
de derecho. Tampoco existe esa personalidad si se pacta que
uno de los socios puede contratar en su propio nombre con los
ceros; habrá contrato sí, pero no se regirá por el de sociedad, B

por el de las disposiciones relativas á la comunidad de bienes, ca
prendidas en el arto 392 y siguientes del Código. Son válidos l
pactos secretos entre los socios celebrados después de constituída
sociedad, siempre que no sean nulos, ni afecten á lo substancial
la escritura social (Sent. de 16 de Febrero de 1901). De manera q
es válido el pacto trino llamado de aseguración del capital, con
dida de alguna parte del interés, siempre que no sea reservado en



lIARtl:A\i1ll y FA. TOn
125



DERECHO FORAL ESPAÑOL126

La sociedad universal de biencs es más extensa, que la silllpl
mente de ganancias, porque comprende las ganancias que se auqu'
ran con aquéllos. IDsos bienes dejan de pertenecer á la propie
particula,r de los socios; entran en el acervo comúu, así como las
nancias de ellos qne sean posteriores, no las anteriores á la cele"
ción del contrato social.

Además de esas ganancias, puede pactarse la comunicación re
proca de cualesquiera otras, y tal radio lle acción tilme esa soci 'el
universal, qne no solo entra.n en ella los bienes presenles, si qu
también los que adquieran posteriormente, siempre que el tltnlo d
ac1(]uisición no sea herencia., legado ó donación, por la especial natl1
raleza del mismo, á saber: la voluntad ordenada, la liberalidad, l
ley, y claro qne ile esos bienes no deben participm' otras person
que aquéllas á las cuales se les hayan dejado, para no contravenir}
(lisposición expresa ó presunta de su dueílo; pero ya que no entl"dn
en el acervo social, se comprenden sus frutos, sin distinción entre
naturales, industriales y civiles, aunque para ello debe meeliar
pacto.

Prescribe el Derecho romano que comprende la, socieltad univer.
sal: 1.0 Los bienes de los socios qne tuvieren en el acto de con.
traer la compañía, aún cuando no los entreguen (leyes 1.", 2." Y3.
Dig. PRO SOCIO), 2.° Todos los que posteriormente adquirieran, ya
sea por trabajo ó industria, ya por donación, legado, institución de
heredero ó por otro cualquier título ó modo (leyes 3.", 52, 73 Y 74
Dig. íd.) Como se ve, el Derecho romano autoriza la sociedad uni·
versal constituida con bienes donados, legados ú objeto ele herencia,
cosa que el Código civil prohibe; de manera que, según se deduce de
éste, se considerarán como no inelnidos donde sus prescripciones
rigen, en tanto que en Cataluña y en Navarra cabe que se bagan
esas aportaciolles. 8.° Los intereses y f1'l1tos de las dotes que recio
bieren los socios hasta el dí<t en qne debieren restituirlas.

Añaden la ley 52 párrafo penúltimo y ht 53 Dig. íd. que los bienes
adquiridos 1101' alguno de los socios por medios ilícitos no se bacen
comunes, sino cuando aquéllos hubiese realmente aportado al fondo
de la sociedad. En nuestro sentir solo tienen valor histórico las
leyes 54, 55, 56 y 57 prescriptivas de que en caso de aportación á la
sociedad de bienes adquiridos ilícitamente serán devueltos á cargo
de ésta, así como deberá satisfacer la pena" si al recibirlos en su
acervo, tenía conocimiento de su ilegitimidad, pues esto, por ser de
carácter punitorio, hállase regulado en la ley penal que ca,stiga á los
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deudas contraídas en común y las provinientes del trabajo
tria de los socios.

En la sociedad de ganancias los bienes muebles ó inmuebles
ésta adquiera son propiedad común de los socios, así Como los bi
que éstos adquieran por su industria ó trabajo mientras dure aqu
(nos referimos á la regulada por el Código civil); pero los bie
muebles ó inmuebles que cada socio posea al tiempo de la celeb
ción del contrato continuarán siendo del dominio particular, pasa
solo á. la sociedad el usufructo. No dice el Código si también corres
derá á la sociedad el usufructo de los bienes que durante su ré .
adquiera el socio por causa distinta á la de su- indústria ó tra
pero así lo entendemos por paridad de razón, porque si correspo
á ella el usufructo de los bienes muebles ó inmüebles poseídos
anterioridad á su celebración por cualquiera de los socios, no
razón para excluir el de los obtenidos durante la subsistencia de
compañía, por título que no sea la ganancia, ni el trabajo.

En la sociedad universal de bienes se absorbe la personalidad
socio más que en la de ganancias; y como se presume que cada e
se obliga á 10 menos que puede, y son de respetar los fueros de
libertad, babiendo duda de si el contrato celebrado es de una ú o
clase, por no hab9rse determinado la especie de sociedad, se enti
de-y así lo prescribe el arto 1.676-que solo se constituye la
versal de ganancias.

Por el orden de mayor á menor llegamos á la sociedad partic
ésta, según dispone el arto 1.678, solo tiene por objeto cosas de
minadas, su uso ó una empresa señalada ó el ejercicio de una proli
sión ó arte; de manera que tenemos: sociedad de cosas, de disfru
de negocio ó de ejercicio de una profesión ó arte, csto es, de trabaj
todo dentro del marco del contrato, cuyo objeto son cosas ó ser
cios, con exclusión, en este caso, de las abstenciones, pues no 1
menta dicbo precepto del Oódigo; antes el arto 1.665, que es el no
mal, solo autoriza la constitución de sociedad obligándose á pon
en común dos ó más personas dinero, bienes ó industria, es decir
prestaciones económicas positivas, no las negativas ó d~ no bacer.

Las leyes 3.a , 5.a y 58 Dig. íd. Y la ley 2.a Cóc1. íd., prescri
ben que la sociedad particular tiene por objeto la comunicación de
las ganancias resultantes de alguna cosa, operación ó empresa dete!"
minada, y añaden las leyes 52 y 63 Dig. íd. qne en esa sociedad
solo se comunican los socios el beneficio ó pérdida de la COSlli, em·
presa ú operación constitutivas de su objeto.
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mejor, perJUlclOs, la tiene también todo socio
que hubiese tomado ele la caja social, á menos de que medie pa
en contrario, principiando á contarse los intereses desde el día
que las tomó para su benelicio particular. El arto 1.682, que co
parejas con el 171 del Código de comercio, ha sido aplicado en
tencia de 3 de Junio de 1897, de que los contratos anteriores al
sociedad en los que se haya convenido que deben aportarse á
misma desde una fecha anterior á la de la formación de ésta,
retrotraerán en tafIa su integridad como si se hubiesen hel:ho
la socieLlad. El socio industrial debe á la sociedad.solo las gananc'
que durante ella haya obtenido en el ramo de industria que sirva
objeto á la misllla; de mollo que no le conviene trabajar por sella
do en lo mismo que constituye ese ramo. No se hubiera escrito
arto 1.683, que no prohibe al socio industrial dedicarse al ramo
industria que sirve de objeto á la sociedad, y no podría quizás lÍa

cumplir sus fines.
Cuando un socio autorizado para administrar cobra una cantid

exigible, que le era debida en su propio nombre, de una persona q
debía á la sociedad otra cantidad también exigible, debe imputa
lo cobrado en los dos créditos á proporción de sn importe, annqo
hubiere dado el recibo por cuenta de su solo babel'; pero si lo hulJi
re dado por cuenta del haber social, se imputará todo en éste.
lo prescribe el primer apartado del arto 1.684, sin precedentes ni
el Derecho romano, ni @ la legislación patria, disposición quc Poti
introdujo en el Código de Napoleón, con la cual la sociedacl qll
en_ mejor situación que el socio, lo que es muy justo y tiende á evi
tal' los perjuicios que, en otro caso, á la misma se le causarían, t1aml
con un socio, activo en el cobro de sus créditos y poco celoso con la
administración social á su cargo.

Pero esa relación entre el socio y la sociedad no puede afeo­
tal' al deudor, quien queda facultado para hacer la imputación d
pag'o á que se refiere el arto 1.772, aplicando la cantidad sati fe­
cha al crédito l)ersonal del socio, si le es más oneroso que el de la
sociedad.

El socio que ha recibido por entero su parte en un crédito l:iocia~

sin babel' cobrado la suya los demás socios, queda obligado, si el
deudor cae después en insolvencia, á traer á la masa social lo
que recibió, aunque hubiera dado el recibo por solo su parte. Así lo
prescribe el arto 1.685, que es complemento del 1.684, y tiene por
fundamento la equidad y la buena fe, bajo cuyo influjo debe consti-
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La sociedad responde á todo socio de las cantidades que ha
desembolsado por ella y del interés correspondiente; también le r
ponde de las obligaciones que con buena fe haya contraido para 1
negocios sociales y de los riesgos inseparables de' su dirección.
lo prescribe el arto 1.688, cuyo fundamento no es otro que, siendo
sociedad una persona civil capaz de derechos y obligaciones, á
manera como puede exigir de los socios la indemnización de perj
cios, debe ella indemnizarles de los intereses de las cantidades qu
éstos hubiesen desembolsado en su utilidad sin venir obligados,
como también de las oblig'aciones que, con buena fe, hayan contraid
para los negocios sociales y de los riesgos inseparables de su dir
ción. Las leyes 52, 55 Y57 Dig. PRO SOCIO, las 27, 28, 38 Y65 Diges
to íd. y la 52, 60 Y 61 Dig. íd. prescriben que los socios tienen, r
pectivamente, derecho á reintegrarse de lo gastado por la sociedad,
con los intereses legales de las cantidades invertidas; al reembol
de las sumas que importen las obligaciones y deudas contraidas e
beneficio de la utilidad común, y al percibo de lo que importen l
daños y perjuicios que en su persona é intereses particulares hubie­
sen, sin su culpa, sufrido por razón del desempeño de algún negocio
social.

Las pérdidas y ganancias se repartirán en conformidau á lo pae.
tado; si solo se hubiera pactado la parte de cada uno en las ganan·
cias será igual su parte en las pérdidas. Así lo prescribe el apartado
1.0 del arto 1.684 que corresponde á las leyes 6.a y 8.a Dig. íd. expre­
sivas de que el socio tiene derecho á la parte de ganancias obtenidas
por la compaílía; añadiendo la ley 30 Dig. íd., que se tiene por ga­
nancia el sobrante que resulte después de deducidas todas las pér·
didas, y por pérdidas lo que· quede, deducidos todos los beneficios.

Al pacto en primer término debe acudirse en orden al reparto
de pérdidas y ganancias; pero hay que atender á lo dispuesto en
el arto 1.691 que declara nulo el pacto en el cual se excluye á uno
ó m{ts socios de toda parte ea las ganancias ó en las pérdidas; solo
el de industria puede ser eximido de toda responsabilidad en las
pérdidas. Potier sostuvo la validez de la cláusula por la cual se
libran de las pérdidas los capitales, en contra de Aubry y Rau que
sostuvieron lo ahora prescrito en el Oódigo, con precedentes en la
ley 29 Dig. PRO SOC.; pero esa prohibición no elebe rezar con el
socio inc1ustdal, porque constituyendo su aportación el trabajo,
bastante hace con no percibir beneficios, mas ha de resultar esta
exención del pacto entre los socios, sin que el Oódigo diga que éste
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DI! la administración

Siguiendo el estudiu del Código, damos con el arto 1.692, disposi­
tivo de que el socio nombrado administrador en el contrato social
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socio que Laya principiado á ejecutar la deci::dón de un tercero 6
que no la haya impugnado en el término de tl'es meses Contad
desde que le fué conocida. Así lo prescribe el primer apartado d
arto 1.690, que cOJ'l'esponde [1 las leyes 75, 76, 78, 79 Y SO Dige8~

P1W soco en las cuales se añade, que si la decisión fuere notoria­
mente injusta, será corregida y aumentada por arbitrio de buen
varón. El Código no habla de esto último; para que no valga la
decisión del tercero (enmendable por la justieia reparadora, á man
que las partes nombren á otro con encargo de hacer la designación
es preciso que evidentemente se haya faltado á la equidad, y aún en
este caso el agraviado no puede reclamar si hubiere principiado,
ejecutar la decisión de nn tercero, porque sus hechos arguyen su
conformidad, ó si deja de impugnarla en el término de tres meses
contados desde que le fué conocida.

El punto de duda que nos su~iere el estudio de dicho artítulo e
si ese tercero, que EX EQUO El' BONO debe hacer la determinación
ha de resultar nombrado en escritura pública, como se designa á los
amigables componedores, según ordena el arto 828 en relación con
el 792 de la ley de Enjuidamiento civil. No lo entendemos así, por­
que el Código no exige este requisito formal. ~Debe tener ese ter·
cero la capacidad para contratar~ Repárese que él no contrata, y
puesto Que le designaron los socios, éstos ya tendrían en cuenta las
aptitudes del mismo para ejercer tal encargo. La ley solo permite
impugnar la decisión de aquél cuando evidentemente haya faltado á
la equidad; fuera de este caso habr{1 que pasar por lo que él diga, lo
mismo que ocurre con el contrato de compraventa, cuya fijación de
precio se haya confiado por las partes á la designación de un tercero.

La' designación de pérdidas y ganancias no puede ser encamen·
dada á uno de los socios, porque nadie puede ser Juez y parte á la
vez; así lo prescribe el último apartado del arto 1.690 que se separa
de la ley 6.a Dig. íd. dispositiva de que si el señalamiento de la.
parte de ganancias ó pérdidas se hubiese dejado á la discreción de
uno de los socios, se entenderá que los contrayentes se han referido
al arbitrio de buen varón.
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no hayan de funcionar los unos sin el consentimiento de los otros,
necesita el consentimiento de todos para la validez de los actos, sba;
que pueda alegarse la ausencia ó imposibilidad dé alguno de el!
salvo si hubiere peligro inminente de un grave é irreparable dailo
para la sociedad. Así lo prescribe el arto 1.694, con precedentes 611

la ley del Digesto antes citada y, en verdad, que el texto encierra
á la sociedad dentro de límites demasiado estrechos, opuestos á la
unidad, que es ley fundamental de su constitución; pero el Legisla­
dor, comprendiéndolo, sin duda así, y que además no siempre se
puede recabar el consentimiento de todos los socios, hace la pru.
dente salvedad de dar validez á los actos cuando hubiere peligro
inminente de un daño grave é irreparable para la sociedad; de
manera que el acto, en su origen, es nulo, y solo cuando se pruebe la
inminencia del peligro, la gravedad del daño, y su condición de irre-,
parable, alcanza validez el realizado en la ausencia ó imposibilidad,
de alguno de los socio!'>, porque, por muy respetable que sea su
opinión, mayor grado de respeto merece el interés social peligrado.

Ouando no se haya estipulado el modo de administrar, se obser.
varán las reglas siguientes: 1.° Todos los socios se considerarán apo­
derados y lo que cualquiera de ellos hiciere por sí solo, obligará á la
sociedad; pero cfoda lUlO podrá oponerse á las operaciones de los de·
más antes que hayan producido efecto legal. Así lo dispone el al"
tículo 1.695, presidido por el mismo espíritu informador del 1.693.

2.° Oada socio puede servirse de las cosas que componen el
fondo social, según costumbre de la tierra, con tal que no lo hag&
contra el interés de la sociedad ó de tal modo que impida el uso á
que tienen derecho sus compañeros. Esta disposición, con preceden·
tes en las leyes del tít. 3.°, lib. 10 del Digesto, fúndase en la equi·
dad y en el principio de coexistencia de las libertades y de compati·
bilidad de derechos, siempre que con esto no se atente contra inte·
reses razonables y legítimos. Al servirse el socio de las cosas consti·
tuyentes del fondo social, no puede hacerlo arbitral'iamente sino
ajustándose á la costumbre de la tierra, al derecho vulgar como lo
llama Costa.

3.° Todo' socio puede obligar á los demás á costear con él los
gastos necesarios para la conservación de las cosas comunes; y se
explica esta regla, fundada también en la equidad y en la ley 6.",
tít. 3.0, lib~ 10 del Digesto, porque no habiendo administrador desig·
nado, todos los socios ostentan tal carácter, y puesto que tienen el
deber de procurar por la conservación de las cosas comunes, en la8
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De las obligaciones de los socios con un tercero
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Para que la sociedad quede obligada con un tercero por los actoa
de uno de los socios se requiere: 1.0 Que el socio haya obrado, con
su carácter de tal, por cuenta de la sociedad. 2.° Que tenga poder
para obligar á la misma en virtud de un mandatO' expl'eso Ó tácito, y
3.° Que-haya obrado dentro de los límites de su poder ó mandato.
Así lo prescribe el arto 1.697, con precedentes en la ley 60, tít. 17,
lib. 50 del Digesto. El poder es el título de representación, pero el
socio debe obrar dentro de los límites del mismo, el cual puede ser
expreso ó tácito; este último es el inferido por hechos cuya aprecia­
ción corresponde al Tribunal Á QUo. Pero no basta el mandato
requiéreseque el socio haya obrado con este carácter y por cuenta
de la sociédad, de una manera que ésta resulte interesada en la obli·
gación contraida por aquél.

Los socios no quedan obligados solidariamente respecto de las
deudas de la sociedad, y ninguno puede obligar á los otros por un
acto personal si no le han conferido poder para ello.

La sociedad no queda obligada con respecto á tercero por actos
que un socio haya realizado en su propio nombre ó sin poder de la
sociedad para ejecutarlo; pero queda obligada para con ef socio en
cuanto dichos actos hayan redundado en provecho de ella. Lo dis·
puesto en el arto 1.698, cuyo es lo antes dicho, se entiende sin pero
juicio de lo establecido en la regla primera del arto 1.695.

Se comprende que los socios no tengan esa obligación solidaria,
porque la personalidad social es independiente de la de ellos. Niu­
guno puede obligar á los otros por un acto personal, careciendo de

nelicios sociales y á resultas de la liquidación; pero de esto á pon('.r.
le en su lugar media una gran diferencia; el ingreso del nuevo socio
obliga á la reforma del contrato si es admitido en la sociedad. Por
esto prescribe el arto 1.696, después de reconocer el derecho del
socio á asociar á un tercero en su parte, que éste no ingresará en la
sociedad sin el consentimiento unánime de todos los socios, aunqu
aquel sea el 'administrador, pues la compañía es una especie de fra.
ternidad para cuyo establecimiento se tienen en cuenttL las coueli.
ciones personales de sus indivíduos, y ni siquiera pueden continuar
los herederos de éste, á no ser que así se hubiese estipulado, CODlo
determina el apartado segundo del arto 1.704.
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ó tácito de todos los socios, é incluye la ley 65 Dig. íd., como o
causa, la sentencia ejecutoriada que declare disuelta la compañía.
había necesidad de que el Código mencionara este último moti
como tampoco el del expreso consentimiento de aquéllos cuando
suelven la, sociedad, porque ambos se sobreentienden. No decimo
propio del consentimiento tácito, porque si solo por hechos no pu
constituirse la sociedad, ya que requiere voluntad expresa de qui
nes la celebren, tampoco debe caber su extinción por tal medio.

Por el hecho de expirar el término señalado como duración de
sociedad, ésta desaparece IPSO FACTO, ya que se extingue su vi
legal; pero puede ser prorrogado por consentimiento de todoll 1
socios, lo mismo expreso que tácito, justificado por los medios ordl
naríos. Así lo prescribe el arto .1.702 que di/Íere en un punto del 2
del Código de comercio, y consiste en que, mientras aquél admite
prórroga tácita, este último no la autoriza; de suerte que si é

quieren continuar en la compañía habrán de celebrar un nue
contrato sujeto á las formalinades prescritas para su establecimie
to ¡,A. qué se debe esa diferencia entre un texto y el otro~ Sin elu
á la naturaleza pe0nliar de esas sociedades. Si bien ambas desean
san en los intereses y se dirigen ÉL la obtención y reparto de gano
cias, en las mercantiles toma mayor relieve el factor crédito y é
no puede hallarse á merced de que se discuta acerca de si la soci
dad extinguida se halla ó no prorrogada por tácita ó presun
voluntad de los socios, máxime cuando, para perjudicar á tercero U

establecim~ento, tiene que figurar inscrita en el Registro mercantU
de cuya publicidad carece la sociedad civil.

Si se prorroga después de expirado el término-dice el arto 1.703
del Código-se entiende que se constituye una nueva sociedad; eBro
es de sindéresis, porque con esa solución de continuidad, por muchO
valor que merezca el consentimiento expreso ó tácito, no pued
llegar á considerar con vida lo que, de hecho y de derecho, murió
por el transcurso del término. Si la prórroga se hace antes de expi.
rada éste, continúa la sociedad primitiva, precisamente porque falta
esa solución de continuidad, antes se p,xtiende el VINCULUM JOB

á un término más amplio que el estipulado desde un principio.
Cuando la cosa específica que un socio había prometido aportar

ÉL la sociedad perece antes de efectuada la entrega, su pérdida pro­
duce la disolución de la sociedad (§ V del arto 1.701). Para decidir
si la pérdida debe sufrirse por la sociedad ó por el soda dice Giorgi
que Ulpiano distinguió estos dos 'casos: ó el dinero se perdió de .
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cuerpo legal se produce con más claridad que el Oódigo al dispon l'

que no solo las ganancias y pérdidas anteriores al fallecimiento del
cansante, sí que las posteriores por razón de operaciones ó negoci
que hubiesen practicado los sobrevivientes antes de saberlo, 80n

comunes á éstos y á aquéllos, cuyos sobrevivientes están obliga.
dos á llevar á cabo los negoci\)s empezados, siendo responsables d
los peljuicios ocasionados por su dolo ó grave negligencia.

El Oódigo no dice que los socios sobrevivientes deben continuar
las operaciones empezadas, pero se sobreentiende, porque, mediaudo
el pacto en cuestión, la sociedad con~inúa, y tenemos por seguro d
que con las palabras «consecuencia necesaria» el Legislador da 4
entender que los sucedáneos del difunto deben participar de los de­
rechos y (obligaciones ulteriores á la muerte de éste) puesto qUe
tienen en la sociedad un capital á percibir, según liquidación, y I
afectan los beneficios ó quebrantos que sufran. De todas suertes la
apreciación de este punto no es apriorística, como lo hace el Dere­
cho romano, sino á posteriori en ca~la caso} con un criterio de razón
y de equidad.

También hemos dicho que debe guardarse el pacto de que conti­
núe en la sociedad el heredero del socio, pero es en el caso de que deba
subsistir clla con arreglo al arto 222 del Oódigo de comercio. E la
continuación del heredero no la autoriza la ley 50, tít. 3.°, lib. 17
del Digesto, ceñida al supuesto básico de que la sociedad descan a
eu la confianza y, como factor moral de ésta, en las prendas persona­
les de sus individuos, consideración de tal potencialidad que aute ella
se trunca el principio IN CON1'RACTIBUS SPES AD HEREDES TRANS­

1\H1'UR; de suerte que en esta convención jurídica, por su especial
naturaleza no cabía en absoluto el axioma de que el que contrata
lo hace por sí y sus sucesores.

El consentimiento de que los herederos continúen en la sociedad
debe constar de una manera terminante, nunca deducirse del silen­
eio de las partes, y los derechos de aquéllos no pueden extenderse á
fecha posterior á la extinción de la sociedad por muerte del socio
(Sent. de 23 de Noviembre de 1903).

La disolución por la voluntad ó renuncia de uno de los socios
unicamente tiene lugar cnando no se ha señalado término para su
duración; esto es de buen sentido, porque por el capricho ó mala fe
de un socio no pueden quedar pmjuclicados sus compañeros de vín­
culo. También procede aquélla cuando no resuIta el término de la
naturaleza del negocio; de modo que pueden presentarse estas dos
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nerse á ello, pero es preciso que las cosas no se hallen íntegras. ,
cunstanCla expresada en el Derecl:¡.o romano.

Este, hablando de la renuncia dolosa, prescribe que produce
efecto de obligar al renunciante á comunicar á los demás comp
ros el lucro proviniente de la adquisición de que intentó privarles.
sufrir la totalidad de los perjuicios si resultasen pérdidas y no
nancias, cargando el renunciante con las pérdidas sociales, no
biendo parte alguna de las adquisiciones de sus consocios (Instit
§ 4.° DE SOCo y ley 65 Dig. PRO somo). El socio que hubiese fen
ciado intempestivamente pierde el derecho para exigir de los de
la comunicación de los beneficios posteriores y queda sujeto á
pérdidas. Por último, la renuncia puede verificarse lwrsonalmente
por medio de apoderado especial ó por el general que tiene con
dida la administración de todos los bienes (ley 65, § 7.° Dig.) Pu
que en Cataluña y Navarra obliga como en toda España el régim
tutelar, deja de tener allí aplicación la ley última Cód. PRO so I

preceptiva de el curador nombrado á un socio demente 'pu
renunciar y aceptar la renuncia de los demás. La notificación de
renuncia puede hacerse al apoderado de cada uno de los socios, p
éstos tendrán fácultad para admitirla ó dejarla de admitir (ley
Dig. íd.) La renuncia hecha durante la ausencia de alguno de 1
socios produce, hasta haber llegado á su noticia, los efectos de
renuncia intempestiva (ley 17 Dig. íd.)

Con los textos que hemos estudiado se descubre el por qné
ese conocimiento de la renuncia á los socios. Si ésta se ha hecho
mala fe ó intempestivamente, al rcnunciante le cabe responsabilid
exigible ante los Tribunales de justicia, que apreciarán las circn
tancias de aquélla y si los socios pudieron acordar que se dilatase
disolución basta la terminación del negocio pendiente, á base de qu
las cosas no se hallen íntegras en el acervo social.

No puede un socio reclamar la disolución de la sociedad que, y
sea por disposición del contrato, ya por la naturaleza del negoci
ha sido constituída por tiempo determinado, precisamente porque lo
primero constituye la vida legal del contrato, y lo segundo, porqu
al señalar los socios el negocio que había de emprenderse, se entien
de que comprendieron la naturaleza del mismo, consintiendo en que
el vínculo durase el tiempo necesario para el cumplimiento del fin
social. Pero esta regla, establecida en el arto 1.707, tiene su excep­
ción en el mismo, pues cabe se disuelva la sociedad por justo moti·
vo, como el de faltar uno de los compañeros á sus obligaciones, el
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:No puede estimarse extinguida una sociedad mientras uo
ten cumplidas sus obligaciones (Sent. de 6 de Febrero de 1903).

Es otro contrato preparatorio; de amistad ó de confianza COID

expresa su propia palabra MANDATU, compuesta de las la
MANUS y DATIO, porque mandato y ma,ndatario se dabctn la

cuando el primero atribuía al segundo su representación. (San
doro Orig. Etimol. lib. 4.° cap. 24). Esta representación volun
con- su nota de revocabilidad perpetua, constituye la entraña de
acto jurídico cuya regla general es la gratuidad, pues como dice
Derecho romano, MANDATUM NISI GRA'l'UITUM NULLUM EST,
ORIGENElIi EX OFFICIO ADQUE AMITU 'l'RAHIT. Y es claro; llorq
si en el malilcl:o'.to palpita la amistad, decorada con el fervor que u
hombres se hacen á otros para que la ausencia física se convi
en presencia jurídica, como una, extensión de la personalidad
debe mediar retribución en el desempeño del poder; pero no llU
llegar á tanto el desinterés: en los tiempos que corren, el positi
mo invade y suele corromper los órdenes social y jurídico. Es
tulado de razón y dicta~lo de justicia qne todo trabajo dema
recompensa, y como la ley debe vivir en la sabia realidad, condi
nando sus exigencias, no ha podido sustraerse á semejantes im
tivos, por cuyo motivo, sin privar al mandato de su clásico pcrfu
de esa nota de gratuidad) como regla, autoriza la retribución del
vicio cuando así se pacta, en tributo al fuero de la voluntad, ó cuan
el mandatario tiene por ocupación el desempeño del servicio de
especie á que se refiera el poder, en cuyo caso se presume la, obli
ción de retribuido, como preceptúa el arto 1.710 del Oódigo civil.
cual, en este último respecto, se separa de las leyes La y 6." del
gesto DE MAND.

El Derecho romano consideró como arrendamiento todo manda
cuando por él se daba un salario ó recompensa después de practicad
el servicio; si la retribución era antel'ior ó anticipada, tomaba el
venia el carácter de contrato innominado de DO UT FACIAS. El
digo se ha separado de esta nomenclatum; el,mandato, aun
retribuido, no pierde, como en Roma, su carácter; pero' en
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El mandato puede ser expreso y tácito, general y especial.
El expreso puede darse por instrumento público ó privado yault

de palabra. La aceptación, así como el mandato, puede ser también
expresa ó tácita, deducida esta última de los actos del man(latario.

El arto 1.770, cuyo es lo arriba dicho, rige en Cataluña (Sent. 6
Enero de 1896). Como quiera que el Código y el Derecho romano
vigente en aquél Principado y en Navarm, corren parejas respecto á
la regulación de este contrato, muy pocas variantes entre estas
fuentes habremos de presentar en el estudio del mismo.

El mandato expreso debe darse: en ins,trnmento público para
contraer matrimonio; para pleitos y especiales que deban presentar­
se en juicio; para l-tc1ministrar bienes, y cnanto tenga por objeto UD

acto realizado ó que deba realizarse en escritura. pública ó haya <1e
perjudicar á tercero (núm. 5.° del 1.280), y para el nombramiento de
árbitros y amigables componedores (arte. 792 y 828 de ley ele Enjui­
ciamiento civil. La designación de apoderado especial para consti­
tuir el consejo de familia puede hacerla un vocal por medio de
documento público ó privado (Sent. 19 Mayo 1905).

El Derecho romano lo define: CONTRA.CTUS CONSENSUALES Q

NEGO'l'IO rrONES'l'UM A.LTERI8 SUSCIPIENTI GIU'l'IS GERE DU~l CO
MI'r'I'I'l'UR.

No merece la ca.lificación juddica de mamlato el contrato qlle l
comparrias de ferrocarriles célebren con sus empleados para el ser
cio y explotación de las mismas (Sent. 2 Uarzo 1897); pero sí aqQ
por el cual se autoriza la gestión y cobl'o de crédibos que elmau(lan
te tiene á su favor, el cual no lmede revocar, aun siendo retribuid
J.1a entrega de una cantidad al notario au torizante de una escritu
pam pago de gastos, incluso los de inscripción en el Registl'o tie
propiedad, no constituye á éste en mandatario del interesado, pa
el efecto de obligarse á gestionar la inscripción del título, ni, por lo
tanto, le hace responsable de los peJ~juicios derivados de la falta d
inscl'ipción (Sent.. 11 Noviembre 1902). En cambio, constituye man­
dato el conferido por los Ayuntamientos para el cobro de cl'éIlit
municipales, y pnesto que tiene cúácter civil, son competentes l
Tribunales ordinarios pa,ra en tender de las cuestiones que órigi
(Reales decretos de 30 ele Uayo y 15 de Junio de 1903).
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la celebración de ciertos actos y contratos, dada su naturaleza •... . ,
portancia y alcance, el mandato expresamente con~el'ldo en ins
mento público.

Los canonistas admitieron una especie de mandato tácito por
hecho de no devolver el poder el mandatario al mandante, y en
relacione¡;¡ de la vida mercantil preséntanse casos en los qUe
necesidad de distinguir si la mujer, al aceptar una letra, satillfl
una cuenta, ó suscribir una obligación por su marido comercian
obra como mandataria de éste, en virtud de autorización tácita
expresa, siendo de justicia y de equidad, más en el Derecho legi
ble que en el legislado, que aquélla sea, como dice Dalloz, la llue
tutriz de su esposo.

El Código también r(jgistra en su arto 1.739 el mandato pres
to, mejor diríamos, nacido de la ley, que tienen los herederos
mandatario, proveyendo; entre tarito ponen en conocimiento del ro
dant9 el fallecimiento de aquél, á cuanto corresponda, según
circunstancias, en interés del mismo, y caso también de m;lnda
presunto es el del comisionista, según lo dispuesto en el arto
del Código de comercio, bien entendido que la gestión de negoci
no constituye realmente apoderamiento, ni expreso ni tácito, porqu
en éstos, de una manera expresa ó inferida por hechos, se revela
voluntad del poderdante, cosa qne no ocurre en dicho cuasi cont
to, cuyos efectos obligan á la persona por la cual el gestor obra,
exigirlo el principio de utilidad, como decían los jurisconsul
romanos, pues supone que todo el mundo consiente en aquello qu
le trae provecho, ó por demandarlo el dictado de justicia.

Cúmplenos decir que también se clasifica el mandato en gene
y especial; comprende el primero todos los negocios del mandante,y
el segundo uno ó más negocios determinados. El mandato gene
es el que los romanistas expresan con estas palabras: cm o
INDEFINITE CONMIN1E; y el especial limitado lo expresan aquél!
con las palabras: CERTUS GENUS CAUSARUl\'[. Dichos jurisconsoJ
tos subdividían el poder general en dos clases, el llamado IMPLÍ'
CI'l'ER Y el CUl\'[ LIBERA, estimando la diferencia entre éstos en si S8

concedía ó no por el poderdante al apoderado la facultad de cambiar
distinción esta tomada de la ley 58 del Digesto DE PROCURo
puesto que hemos aludido al Derecho romano, son de citar l
leyes 2.a, 5.a , 22 y 45} Dig. DE MAND. de que el mandato pued
tener por objeto la sola ó recíproca utilidad del mandante, del roan·
datario ó de un tercero; en la inteligencia de que, según dichlt
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El mandatario no pueele transpasar los límites d€ll mandato.
se consideran transpasados los límites del mandato si fuere CUD1'

plido de una manera más ventajosa para el mandante que la seí!
lada por éste. Así lo prescriben, respectivamente, los arts. 1.714
1.715, con precedentes en las leyes 22 y 41, tít. 1.0 lib. 17 del D
gesto y en el § 8, tít. 27 de la Instituta; y respecto á ese arto 1.715
no es de suponer que ningún hombre cuerdo dé facultades á otro
para que le perjudique, pero sí para que le beneficie. MELIOR AUTB

CAUSA MANDAN'l'IS FIERI P01'EST, como dice la ley 5.a, tít. 1.",
bro 17 del Digesto.

Discútese acerca de si el mandatario puede verificar algunos
actos conexos con su mandato que no estuviesen especificado
punto es este de la apreciación dl~l Juez, según las circunstanci
del caso, y la clase del acto jurídico encargado por el mandan·
te, para inquirir cual hubiera sido la voluntad de éste. Para desi tir
de una apelación requiérese poder especial, puesto que implica la
renuncia de defensa en la instancia á la cual se acude; lo mismo de­
cimos del desestimiento del recurso de casación preparado ó inter­
puesto, ó del pleito entablado; faltando poder especial, requiérese la
ratificación del poderdante.

Acer~a del poder pam constituir hipoteca voluntaria, debe
especial, según prescribe el arto 140 de la ley; igual mandato e
quiere para ejecutar cualquier acto de riguroso dominio. Esto
tivo 1'iguroso significa que tenga tal carácter el acto y que no PU
tomarse por el de administración, siendo de citar las Sents. de
de Mayo y 25 de Junio de 1902, de que debe darse sentido re
tivo y literal al arto 1.713, así como la Res. de 24 de Septiembre
1891, de que la cancelación de una hipoteca solo puede obtene
con mandato expreso, doctrina, repetida por la de 23 de Agosto
1900, declarativa de que la autorización conferida por un ayun
miento á su alcalde para vender una finca, no implica la de q
pueda cancelar la hipoteca, para lo cual se requiere poder especia\;

La facultad de transigir no autoriza para comprometer en ár
tras ó amigables componedores (últ. ap. del arto 1.713), y se expli
porque la confianza del mandante en el mandatario puede no ten
el primero con las personas que el segundo designe para resolver
asunto.
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cesita del consentimiento de su padre, en defecto de éste, del de Su
madre J, á falta de ambos, del de un tutor para poder conferir 1lIan.
dato cuyo objeto sea tomar dinero á préstamo, gmvar y vende)' bie­
nes inmuebles y comparecer en juicio. De manera que puede otorgar
pocler para aceptar herencias} donaciones que no impongan carga
real, dar dinero á préstamo, cancelar hipotecas y, en suma, para
todo aquello que no sean las taxativas prohibiciones encerradas en
dicho precepto, por respeto al principio jurídico INCLUSSIO UNru

EXCLUSSIO ALTERIUS, sin que tenga necesidad de proveerse del con.
sentimiento de las personas señaladas en el arto 317. Y aquí viene
la antinomia: tratándose de un menor casado, su capacidad no se
halla regulada por dicho artículo, sino por el 59 del mismo Código,
ambos de aplicación general. Ese casado (refiérese al marido), mien.
tras no llegue á la mayor edad, no puede tomar dinero á préstamo,
gravar ni enajenar los bienes raices sin el consentimiento de su
padre y, en defecto de éste, sin el de su madre y, á falta de ambos,
sin el de su tutor.

La antinomia es palmaria: el casádo no p~lede enajena?'; de ma­
nera que no puede cancelar hipotecas,' pues el léxico enajenar e
genérico, mientras que vencler es de sentido específico, resultando,
por es~o, que ese marido, mayor de 18 años, emancipado por el
matrimonio, es de peor condición que el emancipado por concesión
del padre ó de la madre, y claro que el poder por él otorgado para
cancelar hipotecas necesita, para ser válido, del consentimiento de
las expresadas personas. Pero no neeesita ese consentimiento si
el poder tiene por objeto la administración de sus bienes privativos,
los de la sociedad conyugal Ó la de los parafernales de su esposa si
le hubiere sido entregada, pues, en todo esto se le reputa mayor de
edad, según el arto 317 que, relacionado con el núm. 1.0 del 314,
completa el 59 del propio cuerpo legal.

Acerca de la capacidad de la mujer casada para otorgar mandato,
se ha de tener en cuenta, además de lo arriba dicho, lo que prescri·
ben los arts. 60 J 61 del Oódigo; ella no puede conferir mandato sin
licencia de su esposo, pues éste tiene, respecto del patrimonio de la
misma, las llamadas facultades conservativas, de las cuales no se le
puede privar, á menos de que medie procedimiento de divorcio 6 de
nulidad de matrimonio, y también para que pueda atender á las obli·
gaciones de éste. La mujer casada puede contratar en todo' lo que
se refiera á la administración de sus bienes parafernales, no entre­
gada formalmente á su marido, y puede arrendar fincas si el contra-
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Cuando el mandatario obra en su propio nombre, el mandante
no tiene acción contra las personas con quiénes el mandatario 1Ia
contratado, ni éstas tampoco contra el mandante (ap. 1.0 del artícu­
lo 1.717), precisamente porque aquél no ha hecho uso de la repre­
sentación; por esto dice el segundo apartado de dicho precepto, que
en tal caso, el mandatario éS el obligado di.rectamente en favor de
las personas con quienes ha contratado, como si el asunto ftiera per­
sona.J suyo. Pero esto, que es de pura sindéresis, tiene una excep­
ción y es en el caso de que se trate de cosas propias <1el mandante'

dicción civil, porque esta causa da lugar á la extinción del lnanda
(art. 1.732); esa pena, si bien no produce la muerte civil comllle
del sujeto á ella, modifica de tal suerte su capacidad de obrar q
la le:y le priva de ejercicio de derechos, máxime cuando se ha
privado de la libertad. .

Hespecto de la prodigalidad, ésta no es causa de no poder de e
peñar el mandato, á menos que se exprese en la sentencia declara
ria de ese estado. Lo propio decimos respecto de los concur¡;sados, (In
brados y religiosos; todos pueden ser mandatarios, porque lo mi
que los menores emancipados, ellos no se obligan, constituyen
órgano de obligación por interés de su mandante á quien alean
solamente el pro y el contra del contrato que celebren por su medi
ción, como dice Tarrible; y concretándonos á la capacidad de 1
religiosos, ésta la tienen en el día" pues según el Sr. Sánchez Rom",
si bien hay disposiciones que prohiben á los ordenados IN S! R

ser agentes ó administradores de bienes ajenos, á no ser los de
iglesia y con licencia del ordinario, el verdadero sentido de aquéU
consiste en vedar á los clérigos regulares y seculares la a,gencia de
intereses ajenos, sin que pueda estimarse su sentido como prohibi.
ción de ser mandarios para la celebración de cualquier acto juridico.
Las limitaciones que señala el arto 317 se refieren solamente
los intereses personales y privativos del menor, pero no á los ac
que ejecute con la autorización y bajo la responsabilidad de otro,
por lo que no existe falta de personalidad en el procurador en quien
un menor emancipado sustituyó un poder para comparecer enjuicio,
cuando está especialmente autorizado para ello (Sent. 17 Ene­
ro 1903).



y r Ton 157

pln¡1I1 crHt

entre

(útl. lhl lN,'T.

11, Y It r' 1. \:.l. ,Y 3.D Dig'. OTJaD
1 I I '1Ut I cii1'l'\' aml'lIte ohlig'ado al 'umpli-

I I (1'11 111ll1l1l1"lío Jl\lhicl'{, 'elcl)l'nc1o n su
1/ lUllit(; ti 1') IIll1llrlall , TJas lerl' 1.\ 3.D

, 4.n, 5.n,

[. I 1'. 11l1('1'1I 1','11'11 i\'a dil'1Ul c1isposieión al
il 11 di') \t 1'\tU de ponll' á alguno al Ú'cntc de

I 1 1¡1I1 :i ['1" 11 indll 'tI'ia. IIna pcr. ona que trata. con
I.III.11.-..,. I 111' III ] )jrr(; (l 11 at', tamhi n el la obligación (lel mau­

1 11 ,1'1 1, ('olllr,lto \tPI']¡OS por lo f¡lcton's y comisionis­

]11 Ipío (Id 'údigo t1' 'oIUcrcio,' obligatorio en
u ()('(I'lIarníl'llto. no l'elllitimos, bastando decir

:.!O (li!.('. J)g L-,"l' . .A. "1'., aplica(la en Sent. de 18 ele
,1 fllfllHla ario lÍ factor no que la personalmente obli-



De las obligaciones del mandatario

DERECHO FORAL ESPAÑOL158

gado por los contratos que haga en el desempeño de su cOllleti
siempre que manifieste obrar solo en utilidad del mandante'
donde resulta, A CON'l'RARIü SENSU, qne, no haciendo esa manit'
cióD, queda ese mandatario oblig<tdo, sin que veamos establecida
el Derecho romano la excepc~ón com prendida en el apartado 2.· d
arto 1.717.

Dicha excepción ~puede prevalecer en Cataluña y :Nava
donde rige la Legislación romana con preferencia al Código ei
Cuestión delicada es ésta, que nosotros resolveríamos inclinándon
por la afirmati 'Ta, porque lo que ha hecho el Código ha sido introd
cir una novedad que no pugna con el régimen escrito y consuetu
nario de dichas:regiones; es altamente justa, porque versando la. oh
gación contraida por el mandatario en cosas propias del mandan
se presume el consentimiento de éste; en ellas va impreso el e
de su dueño, para quien es el bent'llicio, y resulta muy lógico que e
á las resultas de lo que el mandatario haga, sin l)erjuicio de sus
ciones contra él.

Viene obligado por el hecho de la aceptación (acto que le es
testativo) á cumplir el mandato, y responde de los daños y perj
cios que, de no ejecutarlo, se ocasionan al mandante. Así lo prescri
be el arto 1.718, parejo de las leyes 5, 8 Y 22 Dig. DE MAND. Y 13 <Jó;

digo íd., añadiendo la 27 Dig. íd. que esa responsabilidad existe aun
que la falta de cumplimiento provenga de imposibilidad, si pudiendo
participada el mandatario al mandante no lo verifica. El primero d
éstos es tambifin responsa'ole de los llaños y perjuicios que por S

dolo, culpa ó grave negligencia experimentase el segundo, dc re ni
tas de la ejecnción del mandato (leyes 9 y 11 Cód. DE MAND. Y 8.·

42 Dig. íd.).
Y volviendo al estudio del arto 1.718, añade éste que el manda­

tario debe acabar el negocio que ya estuviese comenzado al morir
el mandante, si hubiere peligro en la tardanza. Corresponde esto'
la ley 33 Dig. íLl. La ejecnción parcial obligaría al mandante, y si el
mandato abarca un fin determinado para cuya realización son me­
nester actos distintos, no realizando el mandatario mas que los pri·
meros, es !'esponsable, en sentir de Manresa y en el nuestro, corno si
no hubiera ejecutado ninguno, y así se infiere de la ley 36 del Diges
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cribe el arto 1.720 que corresponde á la ley 11 Cód. DE MAND. di.
positiva de que el mandatario debe dar razón y cuentas tanto 1)01' lo
que hizo como por lo que debió hacer durante el til~,mpo de su come.
tido, enti'egando al. mandante todo lo adquirido y percibido por
razón del mismo, deducidos solamente los gastos que 1mbiese hecho
legítimamente y de buena fe. Ni esta ley, ni la 20 del Dig. DE MA~D.

pueden invocarse traUmdose de la autorización dada por una mujer
á su marido para que hipotecase sus bienes á la seguridad de una
obligación, porque no puede calificarse de ma,ndato (Sent. de 9 (le
Noviembre ele 1867). El mandatario DO podrá excusarse de la re ti.
tución de lo percilJido, bajo ningún pretexto, quedando solo libre 1m
caso de haberlo perdido sin su dolo ó culpa.

Aún cuando el alma del mandato es la confianza, tiene pOi' /lna.
lidad la procnración de un interés, ,y éste demanda dación de cuenta
de las operaciones, finido el mandato, cualquiera que sea la causa á
qne esto se deba, sin que pucda considerarse rendición de cnentas
la nota expresiva de los gastos é ingresos, con los justificantes de
las pa,rtidas de éstos, que el mandatario, procediendo con honorabili.
dad y celo, debe entregar á su manL1ante ~Podrá éste eximir á aqnél
de semejante obligación~ Entendemos que no, porque es visceral del
contrato; la renuncia podría ser captada ó arrancada mañosamente, ó
encubrir fraude y, respirando inmoralidad, contraviene lo prescrito
en el arto 4 del Oódigo; lo cual no empece, como hemos visto casos,
de que se prohiba en testamento á los herederos voluntarios, el que
tomen cuentas al apoderado del testador y que, de hacerlo, las canti·
dades que resulten á cargo de éste, las tenga como manda. Semejante
prohibición no vale, en nuestro sentir; procederá la renrlición de
cuentas, pero ese apoderado quedará como legatario en lo que debie·
ra entregar á la testamentaría; ele este modo se hace compatible el
ordenamiento de la ley con el fuero de la voluntad.

La obligación de dar y recibir ¡mentas, como del orden patrimo·
nial, es transmisible rbspectivamente á los herederos del mandante
y del mandatario; los de este últi~no pueden a,probarlas si son capaces,
prestando, en otro caso, la aprobación sus representantes legales.

El mandatario que hubiese recibido una cosa para su mandante
no tiene por qué averiguar si éste tiene Ó no derecho á ella; aún
cuando carezca de derecho debe entregársela, porque solo interviene
por pnra representación, así como no tiene derecho á reclamar cuen·
tas al mandante, pero sí á exigir el abono de sus honorarios Y
expensas hechas en su gestión (Sent. 18 Mayo 1891).

160 DERBúHO FORATJ E¡:;PAÑOL



F. BARRACHINA y PASTOR 161

tl b n ser debidamente justificadas (Sent. 31 ~{a­

,_. 110 ' preciso que la dación se haga judicialmente (sen­
.:_' .ovicm\>l'e 1897). Las partes pueden pedir la liquidación
.'

11 ('IH'lItn. u los términos que mrjlor les plazcan y convengan
I • Iti . faro d 1 98). El arto 1.720 solo tiene aplicación cuando

11I 11I1111tl' para el rjercicio de su acción, tenga necesidad de una
i' nOlll1il'ióll tle cuentas, sin que el arto 1.720 excluya~ ni obste

1
I

I 1 ·\to 111'1 mandante para exigir, desde luego, al mandata:rio, el
I t (1 la calltil1atl líqnir1a que estime serIe en deber, como resul­
1 h la' o[l !'ariones (Sent. 21 oviembl'o 1907); y, por último,

1 ,Iu Z ('olll[letent para conocer de las cuentas rendidas 1)01' un
hnilli I1 adol' e n, elección del dueilo de los bienes, el del domicilio

I qllt\l í ('1 e1el lugar donde se baya tlesempeñado aquélla (Sent. ]4

J 1.j¡'JI) hl'C tl 1909).
IJ 1 ohli~:H'i6n de rendir cuentas aparece establecida en la ley 20"

t. \ ,., lih. 1í 11el Dig to, y en la ley 10 elel mismo título y libro,
11111'. 1'1' '\l' ,ti"amente 1 e: Ex MANDATO APUD EUM QUI MA "DA­

r I .1 ,'C'LJ'I'I' ,TIJUL RE:'>IA "ERE OPORTE'l', Y BONlE PIDEI CON­
I 1I ,'1;(' In; ALmNü L Cl~ :JI SE 1'IA'1"

\lll'ut:L .'011 (1 citar: la ley 10 Dig. DE l\I.A.ND. de que elma,nela-
¡jo l' t:í ohli¡..:nd ú .-ati fa 'el' lo inter ses de las cantidades en

qll . 1" IIIt 1I11"\UZ,\llo y 'uya, r titución demore, y los de las del man­
dlln\1 1)11 Illlhil'l'l' inv rtillo n u utilidad particular; las leyes 12
• l~ Di t, \11.. 11, 11" 'dch rl'il1t g'rul los intereses cuya pérdida ó
JI to Itllhil'l" 01':\. ionucl al manllaut por llah l' dejado üe emplear
lo l"'lulule' tll'1 lIJi.'mo tl 'hiéuclolo hacer, y, por último) la ley 10
Dig', 1d. CI"(' 'lIjeta al mandatario al abono de los intereses que
hllbÍ('. \ })('r 'ilJillo auu1lue tu\iera encargo de no exigirlos, á menos
til' que huhi (} v rifieado la iuver ión á su riesgo particula,r, y si de­
lIlora' la re titl1ción de estos intereses, debe también satisfacer los
illlc I'e.'e d su montante.

I~I mandatario puede nombrar snstituto si el mandante no se
lo 1m pI' lJibido, pero responde de la gestión del sustituto: 1.0 Cuan­
do no e le dió facultád para nombrarlo y 2.° cuando se le dió esta
{,('ultad, pero sin designar la perSlllla y el nombrado era notoria­
IIlI'nt \ incapaz ó illsolvente. Lo hecho por el sustituto nombrado

Iltm la prohibición cel mandante será nulo. Así lo prescribe el
rl. l.í~1 que corresponde á las leyes s.a Dig., DE - MAND. Y 28 Di­

t DE NEG. GEST., prescriptivas Ue que el mandatario que
huhic e encargado la ejecución de un mandato á otro, es responsa­

D
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ble por los hechos de éste; pero tiene acción contra él para obli
al cumplimiento del mismo y á la indemnización de todos los <l
y petjuicios resultantes. Mayor analogía mantiene dicho artículo
Código con las leyes 21, tít. 5.°, lib. 3.° y 8.a

, tít. 1.0, lib. 17, amba
Digesto, donde se lee: íVIANDA'l'O TUO NEGOTIA MEA Lucros TIT

GESSIT, QUOD lS NON RECTE GESSI'l', 'l'U MIHl AC'fIüNEM NEGOTl

RUM GESTOl~UM TENERIS, NON IN HOC 'I'ANTUM U1' ACTIüXES TU

PR<ESTE:S, SED ETIAM QUOD llIPRUDENTER EUM ELEGERIS:

QUIDQUID DETl~IMEN'1.'I NEGLIGENTIA EJUS FECIT, TU ~

PRES'I'JES.

Comentando el arto 1.721 vemos que la repi'esentación es ""'". ,~
regla general, sustituible, pero el sustituto no puede, á su vez, nOIll

brar sustituto, si no se le otorgó poder con cláusula de sustituci6
(Sent. 22 Febrero de 1893). Prohibiendo el mandante la sustituci6o,
el mandatario no puede hacerlo, y no solamente responde para con
aquél de los daños y perjuicios que le haya causado por contravenir
á la cláusula del poder, siendo de aplicación en este caso el artícu
lo 1.101, sino que será nulo lo hecho por el sustituto nombrado
contra tal prohibición.

Si el mandante facultó al mandatario para hacer la sustitución
lo cual solo puede aparecer del poder, según la clase de éste, el
segundo no responde de la gestión del sustituto, á menos de quc, al
nombrarle, fuera notoriamente incapaz ó insolvent~, porque, al er
notorio, se presume que lo conocía y.no debió confiar en tal persona
la representación que, por razón de incapacidad, no podía desemp&­
ñar ó que, por imprudencia de la misma, quedaba el mandante sin
medios de exigirle la responsabilidad por los daños y pmj uicios qu
le causara. Asimismo, cuando al mandatario no se le dió facultad
para nombrar sustituto, responde para con el mandante de la gestión
de aquél, siendo de citar la Sent. 16 de Noviembre de 1897, de que,
dada la naturaleza del mandato y los derechos y obligaciones que
de él nacen, cuando un mandatario hace uso de las facultades de
sustitución que el poderdante le confiere, con ó sin la designación
de la persona del sustituto, es evidente que, cumplido en esta parte
el mandato, se desliga aquél de todas sus relaciones jurídicas con
el mandaute, s~lvLl el ca,so previsto en el núm. 2.° del arto 1.721 del
Código, quedandn I'n su lugar el sustituto, único que desde entonces
tiene el carácter ele mandatario, con relación al poderdante, á dife­
rencia del caso en que el primer lOándatario, por sí, y no en CUlll}l1i­

miento de su mandato, confiere á un tercero poder para que haga lo
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. Illi Cf'\ 10 á hacer en sus relaciones con la persona que
I 1 \le u ... '

ul1ritl (,1 uwn<htto. .
1 111ft rin!' d etrina fué confirmada por otra sentenCla de 16 de

l l 1 fJ7 n el sentido de que cuando el apoderado hace
I 111 H'(' ( "
I la facultad para sustituir el mandato que el poderdante le
Ji • "c ti· liga de todas las relaciones jurídicas, con éste, salvo

) Jll'l'd to en el número segundo del arto 1.721. La Sent. de 1.0
(ul.n ' ti' HlOG l' neja el verdadero concepto y alcance de la susti­
1 '11. al d('clarar que la extensión y límites de un mandato se
rminan 'llcialmente por su naturaleza, aparte las restricciones

11II'liadouc qu expresa y claramente se consignen por voluntad
111 pat't'. La susti ución que un procurador confiere á otro

_ 1 1I1l'- 'oloca tí, é te plena y completamente en el lugar del susti-
1 lo. pudiendo y debiendo, por lo tanto, hacer el sustituto 10 mismo
lit haría aquél á quien sustituye, con la conlliguiente responsabili­

1 I dt' ~ '1 .
('Ulll0 di' ?lIarcaclet, en caso de sustitución hay dos mandantes,
Jlriu 'ipal d quien dimana originariamente el mandato, y el

DI utlalari qu (' mandante con relación al sustituto. En los act{)s
qll' '1' último realice y s gún sean las condiciones pactadas para
la . 11.'1 ilu 'ión a í d b rá fiO'ul'ar él ó el primer mandante, haciéndolo
(On, tal' el • te modo para que sus actos obliguen directamente con

lo tel" 'ro .
En .\.wg-ón ll11 ti la llluj r ca ada, sin consentimiento de su

maridu u,lilui"'l poder qn é te le hubiese otorgado, porque
....1·;. ',' .. VUU 1."TERVEL"1 'SE VIDE'l'UR (Ob. 13 DE PROCURATORI­

m: lib. 1.0) i n la su Litución del poder se hace mención del
apod '!'ami nto principal, por ser esto requisito necesario, debe de­
terminar e la fecba y firma del notario que lo otorgó y si se pide
qu e exhiba su original, no está obligada la parte que lo produjo
á manifestarlo, {t no ser que la otra que pida la exhibición diga que
qui re redargüirlo de falso, en cuyo caso está oblig~tda á manifes­
bIrlO, pues, de otro modo, se presume legalmente celebrado el acto,
F.T TE'I'UR INS1'RUlI1:ENTO DE FORO (Ob. 9 DE PROCURATORIBUf"

lib. 1,0) Consideramos no vigentes las Observancias 10 y 11 rE
PRO RATORIBUS referentes á los poderes otorgados por los con­
Cl'jo , pues la ley del Notariado y su reglamento son de general
oh ervancia.

y volviendo al estudio del Código, dispone el arto 1.722, que en
lo casos comprendidos en los dos números de11.721 puede además, ,
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el mandante dirigir su acción contra el sustituto; simultaneidad
acciones contra éste y el mandatario que no se halla prohibí
antes bien ese precepto no fija entre ellas prelación ninguna. El
tículo 1.722 earece de precedentes en el Derechoromano, Porque
sutil rigorismo no permitía tuviese el mandante otra acción qUe
contra su mandatario, según se infiere de las leyes La y 16, tít. 3.'
21 tít. 1,0 lib. 17 del Digesto.

La responsabilidad de dos ó más mandatarios, aunque haya
sido instituidos silll ultallearnente, no es solidaria si no se ha eXI)
sado así, según prescribe el ar!J. 1.732, que tiene por precedente
ley 69 tít. 1.0, lib. 17 del Digesto; pero, según Manresa, ésta di po.
sición fué derogada implícitamente por la Novela 99, que lejos d
seguir el espíritu anterior de considerar establecidas á prO?Tata 1
obUgaciones mancomunadas, proclamó en ellas el principio de oli
daridad, á menos de estipulación en contrario. No obstante es
sentir, consideramos vigente en Oataluña y Navarra la ley del Di
gesto que establece la mancomunidad, si bien debe hacerse pre .
excusión en los bienes del mandatario que hubiese aclministrado,
porque habiendo texto expreso en este punto, no se puede acudir'
dicha Novela 99, para deducir, de su contexto, cosa opuesta á l.
lH'escrita por un ordenamiento terminante. Pero, si bien se advierte,
hay mltDera de combinar dicha ley del Digesto y la Novela: si lo
instituidos mandatarios han administrado, existe entre ellos el vín­
culo de solidaridad; en otro caso y aceptado el podm por ambo
mandatarios, debe hacerse previa excusión en los bienes del qu
hubiera admillistrado, antes que repetir contra los del otro, cnm·
pliéndose de esta suerte la ley del Digesto.

El manuatario debe intereses de las cantidades que aplicó á su
usos propios des,le el día en quP, lo hizo y de las que quede debien·
do después de fenecido el mandato, desde que se haya constituido
en mora (art. 1.724); lo primero á título de compensación, y lo se·
g;undo por vía ,le reparación, siendo de citar la Sent. 9 Octubre de
1895 declaratoria ue que el mandatario no incurre en mora hasta
que no se le exija la cuenta de su gest1'l)n, habiéndose declarado por
la de 24 de Abril de 1901, que puede ser motivo para calificar de
frauflulenta una quiebra el hecho de pignorar un comerciante valo­
res ajenos para cubrir atenciones propias, suponiendo operaciones
de compra no realizadas, en vez de canjear los que con el encargo le
fueron confiados.

Precedentes de esta disposición los vemos en las leyes 10, títu-
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I ti í1 c'i r1 ..1 lIlarlllatario 1J mo citado los
11I 1110 l'O 11 lfl ]1\'c'c'(',h'JItI''' de (lidIO artículo y

l qu I1 m:lIJC]¡ lario e: re POIl, able no sola-

l'g(lIl cillc el manc1a,to haya
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Viene obligado á cumplir, todas las obligaciones que el manda
rio haya contraído dentro de los límites del mandato, puesto qn
por él contrató; pero es preciso que su ALTER EGO no haya re
~ado los límites del mandato, porque, habiendo extralimitación,
corresponde la presencia física con la presencia jurídica en la re.
ción de derecho que con el poder se establece, y claro que, habiá
dose excedido el apoderado, éste y no el mandante responde p
con el tercero, á menos que lo hubiesé ratificado expresa ó tácita­
mente, porque, en tal caso, existe ampliación de mandato; esta RATI

HABÍLITIO expresa ó tácita á que se refiere el párrafo 2.° del articn
lo 1.727, con precedentes en las leyes 10 y 60 DH REGULIS JUR

56, tít.- 3.°, 45, tít. 5.°, lib. 17 del Digesto, constituye una facultad
inherente del poderdante; es una prestación del consentimiento
POST FAC1'O integradora de una representación actuada. Así lo re­
conoció la Sent. de 20 de Marzo de 1902, diciendo que, convalidado
por actos posteriores del mandante un contrato de venta de perte-

con él al hombre avisado y prudente en la dirección de
negocios.

El Código no habla ni de la culpa leve en abstracto, ni d
culpa leve en concreto, de las cuales nos ocupamos al estudiar
sistemas sobre la graduabilidad de la culpa; la apreciación de é ta
rresponde á los Tribunales, no arbitrariamente, sino según qu
mandato haya sido ó. no retribuído; si lo es, el mandatario no
su mediación oficiosa, sino interesada, y puesto que le redundó
vecho, mayor debió ser su celo y diligencia en el cumplimiento
su cometido. Desde luego no parece dudoRO, como opinan Ma
y Chironi, que esa culpa sea la leve en abstracto y no la leve en
CL'eto, imputable al mandatario no retribuído, por no haber ej
tado éste la comisión conferida con la debida oportunidad 6 por
haberse ajustado á las instrucciones del mandante ó por no usar
las facultades que le fueron conferidas ó por excederse de e
en cambio si el mandato es remunerado, debe apreciarse la cut
leve en abstracto, y así opina también Laurent, bien que este
mentarista, á cuyo sentir nos asociamos, considerando que la ap
ciación de la culpa es una cuestión de hecho, la deja, como lo
el Código, á la apreciación soberana del Juez.
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1 11I,\I111a( Ilrio

(lo indicar 'ucintam nte que,

I 111 I\llatn " un conlrato unilateral ,pa.ra
I\t~ 1 lit la ollligación del mandallt para con

1 1 1 olt ,do in "\llPIl ni impruden 'ia, es en el
I I 1 al! '. J.7:.!.' Y l.í~O, pI' scriptivo este

1111 11 ¡ 1 1II11ulantl' d ,11 indemnizar al mandatario
1 lit rJlIi"io, qUl' le haya cau ado el cumplimiento
11 lulp lIi imp' '1Il"II"ia por u p.rte; el rechos ~stos

I'lIIul dI' ~nra\ll ia ,.'n 1 1.7' O, que concede al
J J: '( [11 1.'," to la facultad (le retener en
1m uhj,,\o tlt'l 1l11\llllato ha ta qne el mandante

i 11 ' n'l'llIl1ol o 111 refl'l' n 'ia,
1.11 111.1 el,' lu .lidlo (la el l' ello al mandatario

( Illid ul , uti 'ipalla (, ron tal' d de el día en
·i lll. ri ",'n <. ata\uiia (. 'put. 7 Bnero l8(6).
r I'ho (11,\ IllaJlll11lario deben ah uár ele en el

pn Ido \1 • I'rvi"io, Ral \' pacto en contrarío
1!lO.• ' II! ro,' 1II'(·('i. o Clllt', re. pe to de la prestación

lila al¡..:ltu illlli"io (1 haher e prestado en el lugar
u .1 U(·J. ('a ,,1 I'olllpl'll'nt (. 't nt. 18 Di 'iembre ele l(09),

J ,('('ion 11,,1 matlllatal io COlltra C'1 mandante para exigir las
ul11,ull' 11 '('(' al ia" '1 reclubol'o de lo CJue hubiera anticipado y
iUflt 11111 izat'ioll el, 1)( I:inido , tomó en Roma. el nombre ele JI'LANDA·

1 [It \1'1 \, para elifc1'{'lwiarla de la MANDATI DIREC'I'A concedí-
1 1 lII11udallll' ('ontra el mallelatario. Aunque baya salido mar el
11 'Ilt'io, ". Illuy .in,' t qn s re Ulbol e al mandatario ele los gastos

I ho. i l' hulla (' 'cuto de culpa. ¿Cuál es ésta. tPor qné motivo
1m 11 1'1". tal' ..E por haberse excedido elel poded El Código no
,tic '; lo d('ja in eluda, á la apreciación de los Tribunales, según
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el respectivo caso. Los intf'reses de las cantidades objeto de
bolso tienen por tipo el 5 por 100 fijado por la-ley de 2 de Ag
de 1899.

Ese arto 1.728 tiene por precedentes las leyes 12 Dig. DE 111
Y 61 Dig. DE USUR., aplicadas en Sent. de 2 de Junio de 1870
que dI mandante debe reintegrar al mandatario de todo lo que, i~
culpa, haya gastado y perdido de lo suyo por razón del maulla
reintegro que procede aún cuando el mandatario pueda recobrar
un tercero lo gastado, ó aunque lo haya satisfecho otro con ánimo
recobrarlo ó de donarlo al mandatario (ley 7.a DE :llfAND. Y 12
Y 50 Dig. íd.)

Tan explicativo es el Derecho romano, que disponen las leyes
y 36 Dig. íd. que el mandatario debe ser pagado del valor de 1
bienes propios cedidos al mandante, p'ara dar cumplimiento á
cometido. Así, teniendo por objeto la adquisición de una finca d
que el mandatario sea condueño, deberá reintegrársele el valor q
para su parte tasaron los peritos, á menos que se hubiese fijado
para el mandante un precio por el cual debiese adquirir la totalidad.
En este caso, la valoración de la parte del mandatario debe reducil'8e
hasta la suma necesaria, para que el coste de la finca no exceda d
la prefijada.

Siguiendo la exposición del Derecho romano -es de consignar lo
siguiente: Los gastos hechos por razón del mandato solo son exigi.
bIes cuando se han hecho necesariamente y satisfecho á persona
legítima (ley 26 y 45 Dig. íd). Los gastos voluntuarios hechos sin
expresa autorización son abonables á voluntad del mandante; pero
en caso de no admitirlos debe permitir que el mandatario se quede
con las cosas en que consistan, si esto puede hacerse sin su perjui·
cio (ley 10 Dig. íd.) Las pérdidas y otros daños sufridos por el mano
datario solo son reembolsables cuando provienen directamente de la
ejecución del mandato, no cuando dimanan de caso fortuíto (ley 26
Dig. id. Y 61 Dig. DE FURT.) Así, no podrá reclamar las pérdidas
experimentadas á consecuencia de robo, naufragio ó enfermedad
acaecida durante la ejecución del mandato (ley 26 citada). Mientras
sean hechos necesariamente y con buena fe, no podrá librarse de Sil

pago el mandante aunque el mandatario no haya podido terminar el
mandato, aunque éste haya tenido sin su culpa un éxito desgracia-

. do, y aunque el mandante hubiese podido llevarlo á cabo con meno·
res gastos (leyes 27 y 56 Dig. DE JI'[ANDAT. Y 4.& íd.)

Lo satisfecho por el mandatario en virtud de una condena injus·
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Se acaba:
1.0 Por su revocación, porque tiene por fondo la confianza.

se concediera este medio extintivo y quedaría secuestrada la vol
tad del mandante, produciéndose, como diría Taylor, una superviv
cia de la servidumbre de la gleba, de las b~hetrías medioevales.
labras de Manresa) FINITA VOLUNTATE} FINITUM EST M.A.NDATlJ1j

2.° Por la renüncia del mandatario; en justo respeto también
la voluntad, ya sea el mandato gratuíto, ya retribllído.

3.° Por la muerte, pues el mandato es personalísimo (senten
de 9 de Noviembre de 1875; por la interdicción, porque esta pe
accesoria lleva consigo la privación de derechos civiles y quien
puede obrar por sí, ante la prohibición de la ley, menos puede hacerlo
por otro; por la quiebra ó insolvencia del mandante ó del manda
rio, porque esta situación anormal inspira poca confianza en la~
sana que la atraviesa.

Las leyes 12, 22, 26 Y27 también registran esos modos de extin
ción. Cuando es por muert~ del poderdante ó del apoderado; 8010
cabe cuando ha ocurrido antes de empezar la ejecución del mandatAt
(leyes 15 Cód. íd. Y 27 Dig. íd.) añadiendo las leyes 12 y 13 Dige8to
DE MAND., que no se disuelve por el fallecimiento del mandante
el mandato es de tal naturaleza que solo después de éste puede tener
cumplimiento.

El derecho de revocación es inherente al mandato y, haciendo
uso de él el mandante, á su voluntad, puede compeler al mandatario
á la devolución del documento en que conste aquél, precisamente
para que no haga mal uso del mismo. Indicamos, en nuestra obra
«Derecho Hipotecario y Notaria]", la conv'~nienciade que se esta·
blezca un Registro de poderes pa~'a contratar sobre inmuebles ó de­
rechos reales, y precisamente cuando expusimos esta idea llegó á

poderdante de su parte, lo cual es injusto, porque á unidad de re
sentación debe corresponder unidad en el percibo de los del'
del mandatario, con la responsabilidad IN SOLIDUM de los man
tes, sin que deba perderse de vista que la aplicación de ese prece
demanda la existencia de una representación colectiva para la
fensa ó gestión de intereses conformes y armónicos entre sí, qu
lo que les da su carácter común.
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que trata el arto 1.735, con precedentes en la ley 31, tít. 3.·, lib. 1
del Digesto: JULIANUS AIT EUM QUI DEDIT DIVERSIS TEMPORIB

PROCURATORES, DUOS POSTERIOREM DANDO, PRIOREM DA.

PRIOREM PROI-I1BUISSE VIDERI.

El mandatario puede renunciar al mandalo poniéndolo en <o
cimiento del mandante. Si éste sufriere peljuicios por la renunc
deberá indemnizarle de ellos el mandatario, á menos que funde
renuncia en la imposibilidad de continuar desempeñando el tnan
to, sin grave detrimento suyo (art. 1.736). Haciendo la exégesi
este precepto, que corresponde á la ley 22 Dig. DE MAND., exigent
de esa notificación y de que no sea hecha con mala fe, ni en condl
ciones en qUtl el mandatario no pueda ejecutar su cometido por i 6
por otro, cúmplenos decir que el Código no señala la forma en qu
debe darse ese conocimiento; pero como no se trata de otras rela­
ciones que de las del mandante con el mandatario, de cualquier mod,
que resulte acreditado, surte efecto.

El mandatario, una vez que acepta la representación, debe como
plir su cometido; y lo mismo si el mandato es gratuito que retriboi
do, no vierre obligado á continuar la gestión contra su expresa vo­
luntad; de lo contrario quedaría secuestrada ésta.

Cuando la renuncia se hace peljudicando los intereses del mano
dante, viene la forma correctora de los perjuicios, constituida por la
indemnización que pesa sobre el apoderado. Y comprendiendo el Le­
gislador que puede haber casos de imposibilidad en el mandatario
para desempeñar su cometido con grave detrimento del mismo, le
exime de esa responsabilidad, para no agravar su situación, que á
tanto obliga la equidad en que se halla informada la excepción con·
tenida en el precepto, objeto de estudio.

El Oódigo ha seguido, en este punto, lo dispuesto en la ley 22
tít. L·, lib. 17 del Digesto; ésta y las 23, 24 Y 25 señalan como
justas causas de la renuncia las de si sobreviene al mandatario en·
fermedad que le impida la ejecución del mandato; si el mandante S6

hiciere insolvente; si sobreviniese entre mandante y mandatario ene·
mistad grave ó si surgiese otro motivo justo; en cambio el Código no
hace esta determinación; después de proclamar la libertad de la re·
nuncia, solo la condiciona, en sus efectos económicos, respecto á la
indemnización de pmjuicios reales, no imaginarios, á base de qne 109

haya sufrido el mandante y de que no exista esa imposibilidad de
desempeño del mandato, con la secuela de que el mandatario sufra de­
trimento, condiciones todas estas apreciables por el Tribunal A QUO.
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para beneficiar á los terceros, se le debe dar interpretación literal
restringida, por lo mismo que constituye una desviación de la regla
de que el mandato es personalísimo y se extingue desde el momento
en que deja de existir cualquiera de los contratantes, corno se de­
claró en SenL de 9 de Noviembre de 1875.

El arto 1.738 tiene por precedentes la ley 26, tít. 1.°, lib. 27 del
Digesto: MANDATUM SOLVITUR MORTE. SI TAMEN PER IGNORA _

TIAM IMPLETUM EST, CO 1PETERE ACTIONEM UTILITATIS CAD A

DICITUR, y la Instituta § 10, tít. 27, lib. 3.° que dice: UTILITATI

CAUSA RECEPTUM EST, SI EO M0RTUO QUI TlBI MANDAVERAT, TU

IGNORANS E"?M DECESSISSE, EXECUTUS FUERIS MANDATUM, pos E

TE AGERE MANDATI ACTIONE; ALIOQUI JUSTA ET PROBABILIS lG­

NORANTIA TIBI DAMNUM AFERRET.

Se discute acerca de si cabe la extinción del mandato por el
mútuo disenso. Si procede por la voluntad de uno /,cómo no ha de
proceder habiéndola de las dos partes~ Además, el mandato puede
terminar por las otras causas generales de la extinción de las obli.
gaciones, en c.uanto les sean aplicables, pues el arto 1.782 es simple.
mente enunciativo de las causas es¡:>eciales y primitivas para la ter.
minación de aquél. Mientras no existe declaración judicial de ausen·
cia es válido lo que ejecuta el mandatario del presunto ausente si no
se excede de los límites del mandato (Res. de J.° de Julio de ] 891).

En el caso de morir el mandatario, deberán sus herederos poner·
lo en conocimiento del mandante y proveer, entre tanto, á lo que las
circunstancias exijan en interés de éste. Así lo prescribe el artícu·
lo 1.739, que si bien no tiene precedentes concretos en el Derecho
romano, cabe citar, por analogía, la ley 4.0, tít. 2.°, lib. 17 del Digesto
que se ocupa de los herederos del.consocio, estableciendo disposi·
ciones parecidas á las del Código, informadas en la equidad, para
que no se perjudiquen los intereses del mandante; en esa ley se dice:
EA QUE PER DEFUNCTUM INCHOATA SUNT, PER HEREDEM EXPLI­

CARE DEBENT IN QUlBUS DOLUS EJUS ADMITTI POTEST.



CAPíTULO IV

e r os principales consensuales

COMPRAVENTA

Su origlln y conCl!p~o



Promesa de venta

Puede empezar la compraventa por una promesa y, á este res­
pecto, es de citar el Fuero úllico DE PROMISSIONE SINE CA.USA., li·
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por el que uno se obliga á transferir á otro una cosa
el otro á pagar por ella un precio cierto en dinero
represente.

En Roma apareció como un contrato de Derecho de gentes y
lo consideraron los autores, que exigieron en ella, entre otros req
sitos, el de la buena fe, por imperio de la ley natural.

El Código, en su arto 1.146, establece una regla de interpretaci
cuando se duda si el contrato constituye compraventa ó permuta
al efecto prescribe que si el precio de la venta (de la transmisiól
consistiera parte en dinero y parte en otra cosa, se calificará afIQ
por la intención manifiesta de los contratantes; esto es secuela d
principio espiritualista en que se inspira dicho cuerpo legal; la in
tención ó sea la voluntad actuando en el fenómeno jurídico e
factor al cual debe acudirse como gu,ía interpretativo; pero ha de
manifiesta, esto es, revelada por actos inequívocós anteriores ó
táneos con el contrato, sin -que signifique prueba en esto la maDi
fcstación que los contratantes bagan, tomando por compravental
que realmente es una permuta, pues como dice el Tribunal Suprl.'m
en Sent. de 30 de Junio de 1881, los contratatos deben califica
por las cláusulas esenciales que les correspondan, más bien que por
el nombre que les diesen las partes al otorgarlo. Así es que á 1
Tribunales corresponde, apreciando los elementos de juicio, dete
minar en cada caso si el contrato es compraventa ó permuta, com
ocurre muy á menudo cuando por huir del retracto legal, especial
mente del de colindantes, figura otorgado como permuta,
así declararlo los contratantes, una transmisión de finca rústica,
cambio de un reloj ó de una res, con notabilísima diferencia de v
101' entre éstos y aquélla, siendo en realidad una venta.

No constando la intención manifiesta de los contratantes, si el
valor de la cosa dada en parte del precio excede al del dinero ó 811

equivalente, se tendrá el contrato por perm'uta, y por venta en el
caso contrario (art. 1.446). El nombre dado por las partes es un
signo ·ó indicio de sus propósitos que puede ser destruído por otros
más poderosos, constituyendo, por tanto, una presunción JUBI8

TANTUM.
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para obligar al cumplimiento del contrato y, en defecto, á la iUdenl
nización tle daños y perjuicios; pero nnnca atribuye un derecho real
deducible contra tercero que haya adquirido ~a cosa por escritu
que le otorgara el vendedor.

La promesa de vflnta, q lle para el Sr. Sánchez Romáll es un con
trato prepara.torio no incluído con este nombre en el Código, lJUel1
ser unilateral y bilateral; la primera puede ser solo del venlledor ó
solo del comprador sin la aceptación de la respectiva parte. La
llamada policitación no produce efecto alguno, puesto que se exig
la conformidad de los contmtantes en la cosa y en el precio para qu
puedan compelerse al cumplimiento del contrato; pero si la proUl
unilateral ha sido aceptada, entonces produce sus efectos jurídico.
Hay que distinguir entre aceptación de promesa y aceptación d
vender Ó de comprar. El Código se refiere, sin duda, á esta última,
que snpone resolución de ir al contmto con determinación de co
y precio, no á la promesa de convenir, por cuanto ésta carece de
las comliciones exigidas á la relación jurídica pelra ser considerada
como tal.

Si huuiesen mediado a,nas ó señal en el contrato de compraventa
podrá, rescindirse el contrato, allanándose el com LJmdor á perderlas
ó el vendedor á devolverlas duplicadas (art. 1.454).

Según las Partidas, podrán intervenir las arras como chínsula
penal, ó como signo ostensible de la l)erfección del contrato, que e
cuando les cuaclraba ese nombre; en el primer caso era potestativo
el cumplimiento de aquél, pero el contratante que se retraía perdía
las arras si era el vendedor, ó tenía que entregarlas <1oblatlas si era
el comprador. Dándose las arras como sigilO del contrato, los con·
trayentes venían obligados á cumplir su promesa, puesto que con·
titvían parte del precio, y así lo elecla,ró el Tribunal Supremo en
Sent. de 12 ele Abril ele 1864.

El Oódigo se ha inspirado en la, doctrina romana; si se entregaD
las arras ó selial pueele rescindirse el contrato con la pérdida de
ellas; pero si el dinero entregado por el comprador al vendedor no fué
en concepto ele arras como garantía, cabe exigir el cumplimiento
del contrato, no siendo, por tanto, aplicable el alt. 1.454, que ve en
las arras una forilla, de la cláusula penal tácita, que, satisfecha, no
lleva consigo la obligación de los contratantes ele celebrar la com­
praventa concertaela.
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I mentas de la compraventa

. Dicen los pl'i­
(art. 1A,57) las

al\'o la mo-

D I lupalid d del vendedor Ydel comprador

nte ésta,
e ntrato,
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esto ya noS ocupamos. Ese régimen dentro del Derecho común uo
cabe m{Ls que en dos (jasos: por fuero de la voluntad, si se pacta eu
las capitulaciones matrimoniales, y como castigo impuesto por la.
le~7, según lo prescrito en el arto 50 del Oódigo, en relación con el'15
del mismo, cuyos textos son de aplicación general en todo el ten'j.
torio español, por hallarse comprendidos en el tUt. 4.° Y vaya una
anomalía: el que se casa sin obtener el consejo prevenido, la viudl\
que repite matrimonio antes de los trescientos y un días siguientes
á la muerte de su marido ó la mujer cuyo matrimonio hubiere sido
declarado nulo en los misinos casos y término, desde su separación
legal, y el tutor y sus descendientes qne se casen con la. sujeta :í
tutela sin haberse aprobado las cuentas, gozan, al parecer, de un Le.
nelicio que no tienen los que han cumplido con la ley, pues, conside.
rándose contraído el matrimonio de los mismos con absoluta sepa.
ración de bienes, pueden la mujer y el marido, infmctores, comprarse
y venderse bienes entre sí, según opina Mamesa) sentir con el cual
no estamos conformes, por estas dos razones: lo que constituye uu
castigo no puede convertirse en privilegio, y porqne las excepciones
á una regla prohibitiva deben tomarse literal y extr'ictamentl:'. El
arto 1.458 dice que el marido y la mujer no podr~Lll venderse bienes
reciprocamente, lo cual constituye un veto, contra el que solo Re dan
las dos excepciones que en el precepto se determinan. En tanto
cabe la excepción pl'imera en cuanto se haya pactado la separación
de Lienes; de manera que el pacto es condición SINE QUA NON pura
que no rece la prohibición. Esta se impone por faltar el pacto, que

-solo en las capitulaciones matrimoniales puede establecerse. Hubie·
ra quel'ido el Legislador disponer otra cosa, esto es, incluir entre
esas excepciones la derivada del arto 50, y lo haLría dicho. Si se
permitiese ese contrato, podría constituir el antifaz de la donación
que no pueden hacerse los cónyuges infractores de la ley, (art. 50).

Punto difícil es el relativo á la capacidad de los cónyuges para
comprar y vender' entre sí, según la Legislacióll foral. La tendencia
ele la Dirección general ele los Registros ha sielo negada, y buena
prueba ele esto nos la da la l:'es. ele 26 ele Abril de 1901, de que,
no obstante la costum1re elel Oanónigo Pedro Albert, ele las leyes
s.a y 11 Oócl. DE PAc'rIS CONVEN'l'., de las leyes 5.a y 31, tít. 1,
lib. 24 del Digesto y de la opinión de varios tratadistas del
Derecho catalán, rigiendo en Oataluña, por prescribirJo el arto 12,
las disposiciones del tít. IV del Código civil, no son válidos
los contratos de venta entre marido y mujer, sino en los casoS

ISO DERECHO FORAL ESPAÑOL
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111I\1"('a(lO en el arto 104,58. Este precepto es también aplicable al
(','lltrato tIe insolutundación ó de dación en pago entre marido y mu-
. '1', pOI' cU\7 01ver llna venta (Res. ele 23 ele Octubre ele 1899), cuya
':Illctl'ina es también aplicable en los países sometidos al Oódigo. Asi­
mi Jll , P l' Rcs. de 28 de Noviembre de 1898, se dice que, no ha-.
hlllll(10 el Uódigo de Tortosa, ni ninguna de las leyes especiales de
('atnlniia, de la permuta de bienes raices entre los cónyuges, se halla
Jlrohiuido este contrato, fuera de los casos de separación de bienes
1I1~lIcionallos en el arto 1.458, y por si no fuera bastante este acopio
11(' resoluciones, está, la de 6 de Diciembre de 1898, afirmando que
no pu 'de un mandatario vender á su propia mujer los bienes de
I.tly~t vellta estaba encargado, {t pesar de que el Digesto lo autol'Íza,
1'0l'llUC tal disposición se halla derogada en Cataluña por el arto 61
.11,1 'ó(ligo civil.

En fin; que la tendencia del Oentro Directivo, lo mismo que la
.11'1 Tl'ihunal Supremo es llevar las disposiciones del Código, de aplí­
.·a 'ilín dudosa, á los territorios aforados, dando, al arto 4.° de aquél
un al ance con el cual no se compadece '10 que llamaríamos la persa­
nalillall del Derecho excepcional, reconocida en principio por el artí­
(,tilo 13 y maltrecha en la práctica.

~•o ya en el ])erecho legislable, sino dentro del Derecho legisla·
.10 entcndemos que á ~se arto 61 del Código no se le debe dar tanta
pen traci6n con semejantes interpretaciones, sin que al opinar así
, alllos partidarios de los contratos entre los cónyug'es, pues sobre
nval el' una superchería las más de las veces y ser ocasión de frau-

el " contradicen al principio jurídico, NEMO POTEST ESSE AUC'I'OR IN

RE, A. El marido tiene, respecto del patrimonio de su mujer, las
f¡leultades conservativas, en las cuales se funda la licencia del mismo
para qtle ella pueda contratar, y claro que permitida la compra y
H'nta de bienes entre los esposos, se da el absurdo de que el marido
ea l)arte en el contrato con aquella persona cuya capacidad cam­

pi la; él, en último término, contrata consigo mismo, ~cabe seine­
jante absurdo. No puede despojarse de un poder que le da la ley,
pOI' consideración al matrimonio, {t menos de que concurran cuales·
quiera de las dos excepciones del al't. 1.45H, aparte de que ese con·
trato puede ser producido mediante halagos, ó arrancado con la
fuer'la, la illtimirlaci6n ó el engaño, que lo hacen inmoral.

No basta que judicialmente se haya declarado la separación de
los hipnes de los cónyuges para que puedan venderse bienes, ó cele·
I,rar contrato de transacción que en otro caso les está prohibido



--=-­
(Sent. de 12 Diciembre de 1899), es preciso que esa separación e
baya practicado á petición de parte legítima, por motivo de inter.
dicción civil, declaración de ausencia ó divorcio.

No' podrán adquirir por comp'ra, aunque sea en subasta pública
ó judÍ(~ial, por sí ni por persona alguna intermedia:

1.0 El tutor ó protector, los bienes de la persona ó person
que estén bajo su tutela; esto se entiende en el caso de que no bu.
biesen sido autorizados para ello por el consejo de familia (§ 4.° del
arto 275), pues si bien éste no habla del protector, entendemos que
aplicablp, al caso, por paridad de razono Los individuos del consejo
de familia y aún su presidente pueden com pral' los bienes del tute.
lado, puesto que no le~ está expresamr,nte prohibido por la ley (Re.
solución 1.0 Septiembre 1897). No es válida ni inscribible la venta
otorgada por la mujer casada menor de edad con lic'encia de su
marido, á favor de Sil tutor, 'porque éste continúa en el cargo, á

pesar del matrimonio de aquélla (Res. de 21 de Diciembre de 189 ).
2.° Los mandatarios, los bienes de cuya administración ó enaje.

nación estuvieren encargados. Como quiera que á esta prohibición S6

le debe dar interpretación restrictiva, no se comprenden en ella
estos casos: cuando sea el mandante el comprador y cuando el mano
datario adquiera de aquél bienes distintos de aquellos de cuya
administración ó enajenación estuviese encargado. En esa prohibi·
ción deben comprenderse los contratos otorgados por los gerente ,
directores ó administradores, respecto de los bienes de la persona
social, pues esa prohibición se halla fundada en un principio de
moralidad.

El momento para apreciar la incapacidad del mandatario es al
otorgarse la escritura de venta, esto es, si entonces, al adquirir di·
rectamente los bienes ó por persona intermedia, tenía la administra·
ción ó el encargo de enajenarlos, pero no si los compró tiempo des·
pués (Res. 13 Noviembre de 1895).

3.° Los albaceas, los bienes confiados á su cargo. Creemos
aplicable á los albaceas la resolución antes citada. A la vista del
testamento es como puede saberse si al albacea se le ban confiado
bienes, y cuáles son sus facultades; de manera que la incapacidad
no es absoluta, sino relativa á aquéllos objeto del encargo, subsis·
tiendo éste.

4.° Los empleados ptíblicos, los bienes del Estado, de los muo
nicipios, de los pueblos y de los establecimientos también públicos
de cuya administración estuvieren encargados. Esta disposición re·

182
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i I Jl:ll'll 10<; jueces Y peritos que, de cualquier modo, intervinieren
11 la n'nta. Entemlemos que la prohibición se refiere á los biene~

ti [(l tk udlllinistra.ción especial y no á l~s otros de.la entidad. vcn-
1 Itlra. y qnc es alJl1cable al caso la doctrma contelllda en la CItada
• 0111 'iOIl de 13 de Noviembre de 1895..

.í. lio Iagistrados, Jueces, individuos del .M:inisterio fiscal,
1 'rdario de Tribunales y Juzgados y Oficiales de Justicia, los

hlllll" Y ti r cbos que estuviesen en litigio ante el Tribunal en cuya
111 i ·(li.·(·i 'n ó territorio ejercieran sus respectivas funciones, exten­

di.'llllo'c esta lU'obibición al acto de adquirir por cesión. Se excep­
(U,.r;l ti. ( ta rcgla el caso en que se trate de acciones hereditarias
nln' <'oh rederos, ó de cesión en pago de créditos, 6 de garantías

1 lo' hi 'ne que posean. La prohibición contenida en este núm. 5.°
olllprC'lulC'rá á los abogados y procuradorcs, respecto á los bienes
dl'r dIO CIne fueren objeto de un litigio en que intervengan por

1; prole iúu y oficio.
La, 'ol'l'ecciones disciplinarias en que pueden incurrir los .M:a·

i trado y Jueces por contraer este contrato, no prejuzgan su
uulidad. El pcnsamiento de Legislador al establecer la prohibición
I(nl' 110. o 'upa, ha sido no solo quitar ocasión al fraude, sí que
r ,l.'ar (L las personas que intervienen en la administración de justi­
"ia di los prestigios que han menester para el ejercicio de sus fun­
('¡lIl1l': y profesiones.

,'l'g-ún Hes. de 9 de Febrero de 1901, es perfectamente válida la
Ilnta <tn un deuclol',11ace á su aereedor de la finca hipotecada.

Ilit'l' la de ].0 ele Julio de 1891, que no impide la inscripción el que
1I1l111ifie te 1 apoderado del vendedor en la escritJUJ.'a, que su man­
ti. lit!' .• halla en ignorado paradero.

DI! la [osa y dl!l prl!cio

'on, ti uyen el elemento real del contrato: respecto de la pri­
1111'1';\, para que sca apta ele transmisión, ha de estar en el comercio
di' lo,' 110mlJrcs. En el capítulo primero, al tratar del objeto del con­
ralo nos hemos ocupado de este punto.

1'1ll'<1en comprarse y venderse las cosas que pueden ser enajena­
da : 1:', la s la regla establecida en la ley 27 Dig. DE COND. EMPT.

La \'t'uta de una cosa que se halle destruída en la época de la
('dl'hl"\('l'Ó 1 1 . .,. n (e contrato es nula, SI ambos couh'ayentes 19norán
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esta circunstancia; si hubiese sido destruída en parte, sub. i lirá
contrato disminuyéndose el precio á juicio de peritos (Io~' id
menos de que la destnlcción parcial de la cosa haya variado'
naturaleza; así, destruída la cosa comprada ó los árboles do uu
que, queda nula la venta, á pesar de subsistir el terreno (ley;) ¡

Mantiene esto alguna relación con el 1.460 del Código, d
si al tiempo de celebrarse la venta se hubiese perdido en su to

qU

dad la cosa objeto de la mismar quedará sin efecto el contrato'
si se hulJiese perdido solo en parte, el comprador podrá optar n
desistir del contrato ó reclamar la parte existente, abonando u p
cío en proporción al total convenido. Este artículo hay qne
binario con el 1.1S~ y siguientes. Esto no es un caso de nulid
sino de resolución de venta, que no excluye la indemuización
pmjuicios en el caso de dolo (art. 1.102).

La venta de los frutos que en un año dado se esperan c~jer,

tendrá efecto si en aqllél no naciere ninguno, á menos que el COlD

prador los hubiese comprado á su riesgo y ventura (ley S." Dig. íd.
esto demuestra que la nota de conmutativo en el contrato de COID

peaventa no es esencial, puesto que pllede tener carácter acce orio.
li'ormando dos cosas el objeto de la compra, la destrucción lo

de una de ellas solo anulará el contrato cuando, atendida su mútu

relación, el comprador no hubiese adquirido la una sín la o
(ley 44 íd.) La venta de una cosa propia del comprador es nula
(ley 16 íd.) porque nadie puede contratar consigo mismo. Siempt'e qu
se verifique la venta de una cosa de fitera del comercio, destruí
en un todo ó propia del comprador, si éste lo ignoraba y el vendedor
lo sabía, deberá devolver {L aquél el precio, indemnizándole de lo d
ños y peljuicios que le hubiese ocasionado (leyes 15, 57 y 62 Dig
to DE CON1'1~. EMP1'.); esto se debe á qne la compmventa es de 1
contratos que se llaman de buena fe. Pero si el comprador saht
aquello, no podrá recobrar el precio que había pagado (ley 57 íd.)
porque pasa por las consecuencias de lo hecho, sin que pueda lIa·
marse á engaño; y si ambos lo sabían, será siempre nulo el contrato
y cada cual podrá recobrar lo suyo, sin deberse indemnización algu·
na, (leyes 34 y 57), porque el engaño mútuo se neutraliza.

La venta de la cosa ajena es váliqa cuando ambos contrayenl
no ignoran esta circunstancia. Si el comprador sabe que la cosa no
pertenece al vendedor, aún después de entregarla á su dueño no
podrá reclamar el precio, si así no se hubiera convenido. Si el como
prador ignoraba que la COSa fuera agena y se ve desposeído de ell
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, . III no cabos causados al comprador por razón del con-

dlllO ). ,

I
' ,,\J ¡'(1 ' 11 Y 13 DH!'. DE AC'l'. EMPT.,' Y 27 Cad. DE EVICT.)t"e ... o _, "'-J

1.AlII tX'"'''''' que no pueden enajenarse, que formen parte accesoria de
qUI' I'u 'da serlo, pne(~en venderse juntamente con la misma

:!:!. ~;l r 24 Dig. DE CON1'R. EMP'I.'.)
f n ..\ ra~ón la cosa empeñada hasta el vencimiento de cierto
itw, uo JIU tIe ser vendida mientras el plazo no se cumpla, ex­

In el '¡\ o de que el comprador consienta en aguardar para
irla, Hi la ampra de cosa burtada ó robada se hizo de buena
,1 ('olll]ll'ador manifiesta, bajo juramento, no conocer al vende-

r ¡It,yold ra la cosa á sn ducilo, éste deberá entregarle la mitad
Ir (,j¡>: tratándose de un anima}, deberá el comprador manifes­

qllil'JI rué el v ndedor y éste probar que era suyo al tiempo de
1'110, parn. qn se respete la posesión en el comprador; no pro­
dn (', Hl' devolverá el animal á su dueilo si jnra que no lo vendió

I lolltí tÍ lo enajenó en modo alguno (Obs. 3.a DE EMPTIONE ET
11.1 JO J'; Y 1~ DE GENERAL!. PRIVILEGIS).
/.n . '¡¡"arra, no pueden ser objeto de compraventa las cosas em­

I da la,' litigiosas, las clonadas por razón de matrimonio á bija
JIU tul'Íe hijos, á menos que se preste fianza de que el precio

I Huta, e invertirá en otra finca de igual valor para que vuel­
lo' clonanl s ó á, sus parientes, si la donataria muriere sin hijos

111(" de la illdedad foral. Las cosas de abolorio ó de patrimonio
'une, pondan {L varios hermanos tampoco pueden venderse has·

I pll ~H (le bec1Ja la partición, á no ser qne concurran todos al
mil'uto del contrato. Tampoco se podrán vender las cosas per­

o {'il'rlll'S pl'oinc1iviso á varias personas, á menos que se detel'mi­
u todo d lalle la parte que, como mitad, tercera, cuarta, etcé­
(' cnaj ne.

1';1 ('údigo no babIa de las cosas que pueden ser objeto de la
11Iprar uta Y, por lo tanto, debe acudirse á lo prescrito en el mis­

r l' cto del ohjeto de los contratos.
\('( rea del precio, éste puede consistir en dinero ó en signo que

r('pt(' cnt . Esto último no lo prescribió el Derecho romano
111' " '<1 s anocía la moneda fiduciaria Y los otros instrumentos

r.r"llilo que el Derecho mercantil ha intL'ocluciclo' así es que. , ,
tnh~l\ la ley 36 Dig. DE CONTR. EMP'l'., Y la Inst. § § 1.0 Y 2.0

F. 11''1'. F,'r VEND. que el precio, aclemás de verdadero Y cier.­
(1 'he consi tir en dinero. Es un elemento necesario: PRETIUM
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AUTEM CONS'l'ITUI OPORTE'l', N.A1I'I NULLA EMP'l'Iü SINE PRETIO

POTEST.

Hay precio verdadero cuando consiste en una cantidad lJro r
cionada al valor natural de la cosa. Se llamill precio justo cnan(l~
excede ni es inferior á la mitad del valor de la cosa, esto es) cuan:
no existe lesión ULTla DlMINIUM, institución establecida en el])
recho romano, de la cual nos hemos ocupado y que no existe ni en
el Oódigo, ni en la Legislación aragonesa, en donde culmina el })rin
cipio: 'l'AN'l'UM VALET RRS, QUAN'l'UM VENDI POTEST,. que tiene 11

precedente en la ley 7.', tít. 4.°, lib. 5.° del Fuero Juzgo. En cauluio
subsiste en Oataluña y Navarra. -

Prescriben las leyes 26, 38 Y 55 Dig. DE CONTR. EMP'l'. y 3 Y
Oácl. íd., referentes á la condición dellH'ecio verdadéro) qne cuand
por la insignificancia del mismo ó por su condonación se COllOZ

que es simulado, no hay compraventa y sí una donación sujeta á I
reglas de ésta. El precio debe ser real, sea ó no proporcionado con
el valor de la cosa, nunca insignificante ó irrisorio, porque en e t

caso, faltando uno de los elementos esenciales del contrato, éste
inexistente, y constituye una superchería, que es cosa muy distinta

- del precio justo) ó el sea proporcionado al valor de la cosa y cuya. fal·
ta produce acción rescisoria en las legislaciones que conservan el r
medio llamado de lesi6n.

Pero, ademá.s, el precio debe ser cierto, esto es, determinado
puesto que constituye el equivalente económico rle la cosa que
venüe; pero esa rleterminaci6n puede dejarse al arbitrio de persona
determinada, es decir, que se ha de expresar cuál es, ó qué person
sean, por más que el arto 1.447 habla en singular, en cuyo caso y
habiendo disentimiento entre ellas, creemos que debe valér el precio
que dé la mayoría, si otra cosa no se hubiere estipulado. La deter·
minación de persona que fije el valor puede no haberse expresado
al establecer el contrato, procediendo, entonces, si bien éste no snrte
efecto en el entretanto, que los contrayentes llenen después e
requisito. Fijado el precio por el tercero ¡,pueden recurrir las parte
contra su decisión, ó tienen forzosamente que pasar por ella? Solo
cabe ese recurso en los casos 1.0 y 2.° del arto 1.291 que autorizan
la rescisión por lesi.ón, pero no en los demás, ante lo prescrito en
el arto 1.293. Ese tercero no oficia como amigable componedor)'
de consiguiente, la fijación del precio no constituye sentencia, si que
el cumplimiento de un requisito esencial del contrato. Lo que él diga
ha de prevalecer, sin ulterior recurso, á llenos que se haya separado
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" l 'ucciones concretas y precisas que los otorgantes le hubie-
I 11 111.l.. . ,

, . "rado Ó del procechm18nto, al efecto marcado, que deblO
11 111111111 " ,

. Il'lt ht fiJ'ación del precio. En estos casos es impugnable su
lllr III " ,. •
,11Il.jón porque en tanto confiaron aquellos en su arbitrIo, en

e ·\',U tara á los términos y datos que le proporcionaran yu n!(/· '.
1 .!l'hiÚ lener en cuenta, no por el error de apreciación que haya
frillo el lere ro por no tener en cuenta las utilidades de la cosa.

u hui di "tiogu , al comentar el Código italiano, en si el tercero fué
llIhnlllo ('n alidad de árbitro ó en la de perito y dice que, en el
• 1 -1' l"\ o 11 juicio es inapelable y en el segundo puede modifi­Irlll l ,

rln l'1 ,J u z.
El,' ¡¡alamiento del precio no podrá nunca dejarse al arbitrio de

", dI' lo ontl'atantes (porque nadie puede ser juez y parte á la
: :1 '1 lo prescriben el arto 1.449, la ley 7.a Dig. DE CONTR. EMPT.

11 In. t. " 1.0 DE EMPT. ET YEND. Añade esta última que si no se
_ 111 ,lcterminación del precio, será nula la venta y que, confiaela
f1jlld6u á un tercero, solo existirá el contrato cuando éste lo ve-

n qll',
I'llll1bi n se tendrá por cierto el precio en la venta de valores,

111\ líquidos y demás cosas fungibles, cuando se señale el que la
) a vendida tuviere en determinado día, Bolsa ó mercado ó se fije
11 tllut menor ó mayor que el precio del día, Bolsa ó mercado, con
1'1111' e:t cierto (art. 1.448 en relación con el 326 del Código de
1I1l-rl'io). 'i bien el Derecho romano no registra una disposición

1'1 '1110 am nte igual á. ésta, porque allí no existieron los centros de
IItrata 'ión que hay en el día, el espíritu en que se informa apa­
é en la ley l.a Dig. DE" OFIO. PREF., de que los contrayentes son

rhitl'O d fijar el precio que mejor les parezca (de manera que po­
I 11 d terminar el valor que tuviesen las cosas en cierto día), excep­

l'U IHIu ~llas que, por r<tzón de utilidad pública, se halle determi­
h ,lo {lar la autoridad..

Del perfeccíonamiento

La "enta, puesto que constituye un contrato consensual, se pero
f'i 'iolla ntre comprador y vendedor y será oblio"atoria para ambos. ,lO>,
I huhiercn convenido en la cosa objeto del mismo, y en el precio,
1I1llUC ni la una ni el otro se hayan entregado. No dice el Oódigo
1 (,1 \' ndedor ha de ser dueño ó no de la cosa que se obliga á trans-
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mitir por efecto de la perfección del contrato; puede no serl
entrega de la cosa y la satisfacción del precio pertenecen al o'.
de consumación, qne es el de realización, con el verdadero c~le"
real, mientras que el de perfección es de espiritualización
la palabra, con el poder que da el consentimiento; bien nI' n
que los efectos de la pl~rfección son solo entre comprador y "
dar, no con respecto {t tercero, y así se declaró en Sent. ,1
Marzo de 1901, qne no dió lugar á un retracto fundado en dOCUDl
to privado, porque no aparecía consumada la venta con la tra,li
de la finca, doctrina también· que, tratándose de laadjul1i
pedida y no consumada en juicio ejecutivo, se hallaba estable 'id
la de 1." de Julio de 1900 y por la de 19 de Enero de 1808, re
en caso de remate de finca, cuyo comprador consignó el precio n
Juzgado, y cuya venta no podía hacerse por haber revocado
Audiencia el auto del Juez, habiéndose resuelto por el Snpremo q
se devolviera el precio al rematante, porque la venta hecha )lor
Juez estaba pendiente dé la apelación admitida en un solo efecto.

El daño ó provecho de la cosa vendida se regula por lo ,
puesto en los arts. 1.096 y 1.182. Esta regla se aplica á la \'
de cosas fungibles hecha aisladamente y por un solo precio, in
sideración á su peso, número ó medida. Si las cosas fnngibl
,endieran por un precio fijado con relación al peso, número ó
dida, no se impntará el riesgo al comprador hasta que se ha
pesado, contado ó medido, á no ser que éste se haya coustituido
mora (art. 1.452).

Este precepto no se separa de lo establecido en las leyes~.

tulo 48, lib. 4: del Oódigo romano y 35 Y 62, tít. 1.0, lib. 18 del
gesto, prescriptivas de que el peligro, el daño y el provecho 11
cosa vendida son de cuenta y riesgo del comprador desde qu
perfeccionó el contrato, aún cuando hasta la entrega de la COS8 no
adquiría este su propiedad; esto contradice el priucipio de Del' b
RES SUO DOMINO PERa', pues si el vende~or era dueño de la e
mientras no la entregaba con la tradición, él debía hacer SIlYO
daño ó provecho de la misma, nunca el comprador. Este, pne , co
con los riesgos de la cosa y sufre las consecuencias de su pérdida
lo cual llamaban los ro~nos PERICULUM REI VENDITlE, así coro
hace suyos los aumentos ó provechos de la misma: COl\1MODUM R l

VENDI'.rlE, todo lo cual constituye una desviación de la regla de l
obligaciones bilaterales, en las que, mientras una parte no cumpl
suya, la de la otra no surte efecto.
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\' se 11'1 SeIJarado de dichas leyes roml1nas y de las Par-
I I «\1 I~o < , , ,

( ' '111' 'ul1udo la cosa venchd¡~ es determlllada, á dIChos\' n 11
• ' , • JI">' rCSIJecto á quién corresponde el daño ó prove-
J,tl'lb) , .:J, , ' ,

.1 la mi!o1l1Ht desde la perfeeclOn, ?el contrato hasta que sea

). J '\ eliencia lle esa perfecclOn, cuando la venta se hace
,.,. .u

1' ,'\ IIU llrccio obligatorio, si han convcuido las pal'tes en1 111111 1 , • "
I U la ('o a y a(lll CLUtndo la prImera uo haya sIdo satIsfecha,
I'lilH'1I las lcyes La Dig. DE CONT. EMP'l'., y 6.a Oód. íd. tí-

Iilt. 1.0
1'l!lIlllhL Y t rcera parte del arto 1.452, aparecen en las leyes

\' (j o Dio', DE CONTR, EMP'I'., de que la vcnta puede con-.t. J' ti

I Ú 1111 pl'C 'io por la totalidad de la cosa ó á tant.o la medida,
ro 11 1'1'. o; afiade la ley 35 Dig. íd. que la venta, en este segun­
l. IIU l' . ¡¡ere cta al efecto de transpasar al comprador el riesgo
() a , 'llllilh1 llasta que la misma sea contada, pesada ó me­

I 1'11 alllh,: partes pueden pedir el cumplimieuto del contrato,
1 11111 qlll' cl Código prescl'ibe; pero éste afiade, como excepción

l' g1a , Ú 110 ser que éste (el comprador) se haya constituíclo en
• 1 la ('l) la liada ACClPIENDI.

nlllil Ú calidad lle ensayo ó prueba de la cosa veuelida y la
(1 'a' (lllC es costumure gustar ó probar antes ele recibirlas,
tllllinín ltechas siempre bajo condición suspensiva. El com­

l' 110 " • ohligtt en ese contrato, que no pasa de ser una promesa
1 l'ral dc \'cuLa, correspondiendo el arto 1.453, cuyo es parte de
rrilm c1idlO ~on la ley 34, § 5.° Dig. DE CON'l'. EMPT., prescrip­

lit' qlle .j el comprador se ha reservado el derecho de ver Ó

l' lit ('O, a no le obliga el contrato hasta haber quedado s~üife­

ti la ('alilhlll de aquélla, añadiendo las leyes 13 y 55 Dig. íd. Y
011, qlll' uo b~Lhiéndose fijado término deutro del cual debía roa·
t Ir l'l comprarlor su aprobación ó rehuso, no qneda obligado el

I lllll' pI'ccisameute porque existe esa condición snspensÍ\7 a á
I «'úllig'o se l' fiere, por incertidumbre en el sí ó en el cuando.

•u lo ca ·os citatlos por las le,res romanas, gustada, metlida ó
l•• la 1'0 a 'on la aprobación del comprador y aún cnando no

jI' ('ompar cillo el vendedor á verificar tales operaciones en el
'11 lado 110 opnesto al determinado en el contl'ato, se euLien­

b hi 11 hecha aquéllas (leyes 4.a y 5.a Dig. DE PER. E'l' COj)'I.)
El urt. 1.153 presenta dos situaciones; una, en la venta becha {~

I11 ti ú ell ayo de la cosa vendida' esto snpone qne así se haya. ,
hlulado n el cOBtrato; y otra, en la de cosas que es cos-
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El otorgamiento de escritura no es requisito necesario para
validez de la compraventa; pero, para que sea eficaz., se exige I
se contrae á bienes inmuebles, para lo cual pueden las parte . ID
pelerse recíprocament9. Los gastos de su otorgamiento Son dll cu
ta del vendedor y los de la primera copia y demás, posterior
la venta, del comprador, salvo pacto en contrario.

El Código se ha separado de lo dispucsto en ht Inst. PRI~('. J
ElVIPl'. El' VEND.; dice ésta que la venta puede celebrarse 1)01' e.'I'r1
Ó de palabra, y añade que, en el primer caso, quclla perfeccion
luego de firmada la escritura por los contl'ayelltes, y en el
do, por el simple consentimiento de las partes en la
precio, aún cuando para que constase su celebración hubiesen con
venido en otorgar escritul'a, cuyo requisito pueden pedirse recíp
mente los contra tantes.

----.....;
tumbre gustar ó probar antes de recibirlas. La costumbre llpl
cuerdo de los contl'atantes al perfeccionar el contrato; tanto en
caso como en otro, y á base de que los contl'ayentes pueden el'

se con sus pactos de esa costumbre, las ventas así hechas Se hal
afectadas por una condición suspensiva, debiéndose acudir á lo
el Código estatuye respecto de esta clase de modalidades.

El vendedor viene obligado á entregar la cosa al comprador n
todo lo que á la misma corresponda, mediante las formas de tradl
cióll que hemos estudiado en el cap. XII del tomo II. Esa obligación
la de conservar la cosa hasta su entrega y de responder de la mi m
en caso de evicción ó vicio redhibitorio, aparece en las leyes 18 Di
gesto DE VERB. SIG., 3.a y 11 Dig. DE ACT. EMP1'. E'r Vl<:;ND.
25 Dig. DE COND. EMPT,'La entrega y saneamiento son la ohU
gaciones que el Código impone al vendedor. Este, según prescril
la ley 172 Dig. DE REG. JUR.; leyes 21, 23 Y 39 Dig. DE Co.'T

EMPT., 39 Dig. DE PACTIS; 30 Dig. DE SERVo PRJED. RUST. y 1
Digesto DE SERVo URB., debe explicar con claridad aqllello á qu
se obliga; todo pacto oneroso ó ambiguo se interpretará contra
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, ,',Olle Clue no registra el Oódigo, el cnal, al decir
I'lt'T!,IJII . '. "

\ '('a fll'll'l'luÍlH1da, declara, lmphCltamente, q ne la falta de
I , , (" {o ta, lleva consigo la inexistencia elel contrato por

111 \('11111 (~. , , ,

1 1 (11' 'u,' elementos obJetIvos, y respecto á ht mterpl'cta-
r ,'III1( -

I t "\(0 IlOI' l1mbigiiedad Ú oscnridad del mismo, dicho1 ('1111 l.

11 t d l' (ahl 'c > rcghtS de las cuales nos hemos ocupado.

t 111':l l'ntreo"ac1a la cosa vendida cuando se ponga en
111 t'/II ' ," .

JI t', ion (Id comprador (art. 1.4062), que es lo que dice la
(11. 1. . Iill, 10 del Dig., con estas pa/labras: RA'l'IO VEL DA'L'IO
l' . l.', I~{ m D VENDITORE FIERI DEBEA'l'. Añaden las

,. ~ \ 'U Dio', DE Ao'l' EJI'lP'f. E'L' VEND., que la entrega de
•• , ... ' b

\ t 1Il1ida IleIJe Yeriflcal'se del modo <¡ne sea más conforme y
1II 11 lIa( 1I1'all'7.H; de esto se ocupa el Oódigo al hablar de 1<1

i .11 ¡J(' da!',
11 le' dil'ho arto 1,162, que cuando se haga la venta mediante

, 11 I 1'11 Illil'H, 1'1 otorgamiento.de ésta equivaldrá á la entrega
"hje(o del contrato, si de la misma escritura no resultare'

,1 Injt lt I'lammeute lo contral'Ío. Oonstituye esto, no la perrec­
.1,1 I'"nlmto 'omo en el Dereho romano, sí que la consmuación
i 1110: IlIl modo ele adquirir derivativo, l,omada esta palabra en

1'1 (o pl:í.'lico (Irl mis"mo, que el Oódigo no lo refiere solamente
tilla de 1'0 'as iUl11l1ebles, pudiendo, por tanto, aplicarse (1 la

1II111'J,\,", B 'la forma de entt'ega constituye una tradición fingida,
11 po 'ic'ilÍll el' la ley; que cede al pacto en contrario.

H Ih'l'l'l'li romano exigió la entrega de los títulos de posesiÓn
I tl·\ n'1lI1itla, así como, igualmente, impuso al vendedor la obli­

11 lit' lIul1Iiti;sfar los limites de la misma (I~yes 48 y 52 Digesto
r, 1:'11"1', E'L' END. Y 63 Dig. Dl~ oONV. EMP.), añadiendo

1 t l. ,'í." 1~, 21, 23 Y 31 Dig, DE AoT. EMPT. E'l' VEND.
e IU1. 111. que la, falta de entrega de la cosa obliga al vendedor
om' 'pollllicnte indemnización de pel:juicios, sobre cuyo punto
ti;.:" e.-lablcce disposicioues generales, a.l tratar de los efectos
o1Jlil!;al'ion s.

1.1 Ilere 'Ita romano, más detallista que el Oócligo, aún cuanclo
l. n'cogido el espíritu de aquél, consigna estas disposiciones:
lit. 111' nna cosa inmueble comprende la de todas ftquellas que

u IIni.!a. y forman parte de la misma (leyes 13, 14, 17, 18 Y 26
IlJ.: A "1', EMP'L'. ET VEND.) Se comprenden en la venta, las

tlolllhr' á que esté afecta la cosa (leyes 47, 48 Y 49 Dig. DE
1n, ~:'tL)'l',); üe modo que si el dueño de dos casas contiguas
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hubiese aiíadido para .utilidad de la ~lue vende alg'uua estanei
la otra, quedará la lUlsma comprendIda en la enajenación (l.
Dig. DE DAMN. lNFEC'l'.) Las cosas que se hallen 1ulidas fl lo
cios, más bien para la comodidad del propietario que los hahit
por formar parte de los mismos, no vienen eompreullithls en 1:
t~l (ley 45 Dig. DE VEIW. SIGN.)

No tenía el Legislador necesidad de expresar estas rl'~la

haberlo hecho en el tratado de obligaciones, ni menos POllía .
las leyes 15, 16 Y 17 Dig DJ<: AC'l'. mrP'l'. E'l' VEND. y la 3' ni
DE AEDIL. EDrC'l'. dispositivas, respectivamente, lle· que Vl'llIl
una heredad no se comprenden en ella las prendas, cubas y ani
les que se hallen en ella; pero sí los fru tos penclientes y lo e 'ti
les destinados al benefi('.io de la misma, como tamlloco los acce orl
de las cosas muebles que pueden separarse de ella, á lUCUO de q
se haya adornado el objeto para poderlo vender, pu€'s el OMigo
dado normas respecto de todo esto, no· solo en clicho tratado, sin
lleterminar qué se entiende por cosas muebles y qué por inllluebl
y especialmente en los arts. 346 y 347.

El Derecho romano impone al 'Vendedor la obligación tIl' . ati
cer los daílos y pelj uícios que provengan al ColO prador de re \lit

haber proce(1illo con dolo ó con mala fe en el contmto (leyes 1.

Dig. DE AC'l'. EMP'l'. El' VEND.) de los que sufra aq uél por la tlllt
entrega de la cosa en el día y lugar estipulados (leyes 3.a y 4.

gesto íd. y 10 Y15 Cód. íd.) y también de los que provengan de e
fortuito, de cuyos ebños y ganancias se hubiese privado al COm)1

clor por causa de mora en el vendedor (leyes 21 Dig. DE CONT. EM

y 12 13 Y 14 Dig. DE PElt. E'l' C01\1.)
El arto 1.463 del Código trata de la tradición simbólica ó ea

entrega de hs llaves del lugar ó sitio donde se 11alleu almacenado
guardados los muebles objeto de venta, así como tIe la tl'a(lici D

Bl'l.EVI 1\UNU y ele la CONS'L'I'rU'l'U~I POSSESORIUM, mediante
acuerdo ó conformid~ld de los contmtantes, si la cosa vendida DO

puede trasladarse á poüer del comprador en el instante de la ven
ó si éste la tenía ya en su poder por algún Otl:O motiyo.

Eu los bienes incorporales se da la cnasi tradición, y, s('gún
]lrescribe el arto 464, puede consistir en el otorgamiento ele escritn •
en cualquier otro caso en que no sea aplicable dicho arto 1.J62

entenderá por entrega, el hecho de panel' en poder del comprador
los títulos el(' pertenencia de los bienes incorporales ó el uso qo
haga ele su derecho el mismo comprador, consintiéndolo el vendedor.
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(
,,' 1I debe Ü' acompañada del evidente propósito, por

tl.\1 I~IO , •

lCllor (lc entregar la cosa corporal o mcorporal al com-
I 1 \' Il(' '.',

1 Ilel'llo de la entrega refleja la lIltenClon, á mellOS
I JI -rol", .

I - ti' lo contrarIO, cosa que solo al trallsmItente corres-
1 ('mil

I I'r ,hal', . ,
I l lo para la entrega de la cosa vendida seran de cuenta

I 1)1
' 1 s de su transporte ó traslación, de cargo del com-

1I1l \'( t •

r. 11\ () el 'a o de estipulación esvecial; a.sí lo prescribe el ar-
I.lIi,í, 'JU corresponde á la ley 5.a

, tít. 45, lib. 8.° del Código
111 • Lu' ga ,to de 1ft entrega, como inhercntes á esta operación,

¡) 'UI'I1ta el I endedor; los de transporte de la cosa son actos
t 111 fu m de esa entrega; no son ya del contrato y debe pe­
l'! ('oulprador, en cuyo beneficio se hacen; pero tan to unos

I otr .. entiende no mediando estipulación en contrario,
'1 I fuente ti que lJabrá de acudirse para saber quien carga

I .Ii).
JoI H'IHlrtlor no estar{L obligado á entregar la cosa si el compra­
n) 11' 1':J~. I precio ó no se ha señalado en el contrato un plazo

1') JI:J~o (ad. 1.466), y es claro, porque la compraventa es un
, to hilltt(-ral, con su nota de reciprocidad; la entrega de la cosa

la .Ilisra 'ción llel precio que es la causa de la obligación del
.1. 101', )lalpitando, por tanto, en esa relación jurídica, una condi­
I u ')leu 'h'a tácita, bajo cuyo influjo se perfecciona el contrato,

IlillÍllt con sus efectos hasta sn consumación. Pero esa regla
11 ulla e 'c pción: el vendedor, aún Cl~ando no se le entregue el

io. ti '110 obligación de entregar la cosa, si el pago de aquél fué
1 du (n el contrato, porqne esto constituye un pacto que debe

Illir.'l'. Pre 'CClentes de esta disposición los vemos en el § 41, títu-
l. . lill. ~.n (le b Instituta; en la ley 13, tít. 1.0, lib. 19 del Diges­

.11 )a 1'y 7 I tít. 1.0, lib. 18 del mismo.
\ílll c:nanclo se haya aplazado el pago, el vendedor queda rele-

lo 111' ('utr gar la cosa, si después de la venta se descubre que el
I'rador '8 insolvente, porque en las relaciones patrimoniales, que
11 Itallar..e presididas por la buena fe, la solvencia de la persona

111'111' 'to del contrato que le dió vida, constituyendo la situa-
D ill vi\' ute del comprador un obstáculo para la efectividad nor­
111 lo couvenü1o. Pero esa insolvencia no ha de ser huera ó ficti­

¡1I0 \lO itiva y de tal naturaleza que el vendedor corra imninen­
ri 'H d perder el precio, apreciable esto por el Tribunal Á QUo,

n lla ca o, in <}lle el Legislador exija que el comprador se halle

J3
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en concurso ó quiebra, bastando que se acredite esa situad
qne sea de tal suerte que se corra tan inminente riesgo; bieu en
dido que esto tiene una excepción y es cuando el comprador aft
paga,r en el plazo convenido. Ese arto 1.467 tiene sus prcced n
la ley H) Dig. DE REGULIS JURIS. y § 41, tít. 1.", lib. 2.° de la I
tituta.

No dice el Código qué clase de fianza será admisible d 1.
rias qne el Derecho reconoce; según Mauresa (qnien sostien qu
insolvencia debe de ser declarada por los Tribunales ó resultar
un procedimiento judicial) será á satisfacci6n del vendedor, con
cual no estamos en un todo conformes, porque puede ser é te OIQ

exigente, y creemos más justo que sea el Juez quien, con Con
miento de la cuesti6n, determine la clase de garantía Cjoe el
prador deba prestar.

El vendedor deberá entregar la cosa vendida en el estado en q
se hallaba al perfeccionamiento del contrato, porque 01 con n
miento recay6 sobre la cosa en su particular estado; de lo cont
faltúía la causa del contrato para el comprador, y de <-onsiguiell
aquél debe conservarla en el estado que tonía al perfeccionar e
venta, prestándole todos los cuidados propios de un diligente )11'"

de familia, siendo aplicables los arts. 1.094, 1.182 Y1.183. Tallo 1
frutos pertenecerán al comprador desde el día que se perft>cciolló
contrato, á pesar de que éste no adquiere derecho real en la e
mientras no se le entregue; no es mas que un acreedor de
que hace suyos los frutos, lo mismo los naturales qne los indll t

les y civiles, producidos estos últimos tlía por tlía, y ya quo ti D

ese derecho, corre con los gastos á que alude el arto 356; todo e
puede ser modificado por pacto.

La obligaci6n de entregar la cosa vondida comprende la de )Ion
en poder del comprador todo lo que exprese el contrato, mellllian
las siguientes reg'las: Si la venta de bienes inmuebles se hulli
hecho con expresi6n de su cabida á raz6n de un precio por unid
de medida ó número, tendrá obligaci6n el yenlledor de entregar
comprador, si éste lo exige, todo cuanto se haya expresado en
contrato; pero si esto no fuese posible, podr{1 el comprador Ol't
entre una reuaja proporcional del precio ó la rescisión del contrato
siempre que en este último caso no baje de la décima parte de 1
cabida, la disminuci6n de lo que se le atribuyera al inmueble.

El ü6digo se ha separado de lo dispuesto en la ley 40 Dig. 1>
CONTR. EMP'l'. (respecto á la venta por unidad de medida), di 1 i
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1':\ aumentarse 6 disminuirse el fijado por la tota-
l) d l' sultar que esa medida (lo mismo que en número

11
, o\' 6 menor que la .expresada, añadiendo la ley 38

(. 111 ••,
n. Ion'1'. E'I.' VEND, Y ley 35 íd, DE EVICT. (yen esto el
.\ Dl're 'ha romano están de acuerdo) que si se ha vendido

• ;1 1111 Il!' io por la totalidad, no se hará ningún aumento
. o 'IÍln cnando aquélla tenga más del número, peso 6 me-

I I Il\ , •
1

I
ado n uyo caso el vendedor se hará ta~bién respon-

l' la vil' 'i6n de alguna parte de la cosa, aun cuando no
~ l'ra 1'01' 1peso 6 medida que se hubiese expresado.

\ 1'1. \. Jtj!} e refiere solo á la venta de bienes inmuebles·
I 110 n'('acn sobre los llamados cuerpos ciertos, esto es, sobre

lIel ICI d la cosa, cualquiera que sea su cabida, sino cuando se
I 1n'('io po\' unidad de medida 6 número. El vendedor deberá

Ir 111 eOlllprador, si éste se lo exije, todo lo que se haya ex-
I ('11 ,1 'ontrato, porque éste constituye la ley para sus otor­
.• '() ,i lldo posible hacer esa entrega totalizada, el compra­

I u lt, optar entre una rebaja proporcional del precio, sirviendo
I 1110 di' 'u uta el nÚlllero 6 medida fijados en el contrato, no el
I ('u:a realmentc tenga, 6 la rescisi6n de éste, siempre qne no
ti 11 Mcima parte de la cabida la disminución de la que se le

1u ('ra al inmu ble. Así, por ejemplo se trata de una finca cuya
l' de ·i 11 hectáreas y bajo este supuesto, que es causa del

lo para I comprador, se conviene en que el precio sea á qui­
1'(', ta la h ctárea; verificada la venta, resulta que la finca

/I0H'l1ta y nna hectárea, en cuyo caso al comprador no le cabe
"1' dIO que á la rebaja 6 devolución, en su caso, de cuatro mil

I utll JI setas; pero si de la medici6n resulta que el inmueble
odlenla y nueve hectáreas, el comprador puede elegir entre
lt, l'l'haj n ó devuelvan cuatro mil quinientas pesetas ó que
'inda ,[ ontrato, porque esta circunstancia de cabida menor

Ml'illla influye en la causa del contrato.
i 111 linca r ulta ser de mayor cabida -ó número que los expre-

'11 ('1 contrato, debe acudirse á lo dispuesto en el arto 1.470
ripliro de que el comprador debe satisfacer el exceso del pre-­

\ mayor cabida 6 número no pasan de la vigésima parte de
IIIIhlll s en el contrato; por ejemplo la finca vendida á base de
lila 'il'1l h ctáreas, resulta tener más de este número, pero

111' 105; rebasando de este tipo, ese comprador podrá op­
litre ati ff¡,cer el mayor valor del iumueble 6 desistir del
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contmto, (el Código no emplea la palabra rescisión); si e e
dar no opta por esto último, el vendedor tiene derecho t.

.1
que le abone esa mayal' cantidad de precio, en proporción al
de hectáreas que tiene de más. El Códig'o no distingue entre un
judiciales y extrajudiciales.

Añade el arto 1.469 otra regla; lo dispuesto en el apartad
gundo del mismo será aplicable si alguna de las partes de la
aunque resulte igual cantidad, no es de la calidad expre ada
contrato, procediendo tan solo la rescisión cuando el valor
de la décima parte del precio convenido; y como quiera 1]11

algo se han escrito las palabras «si alguna parte», enteJul
ajustándonos al criterio de exclusión, que mIando la difcrclI i
calidad afecta á toda la cosa, no es de alllicación el precepto.

En la venta de un inmueble hecha por precio alzado y
razón de 'un tanto por unidad de medida ó número, no ten«lr{1 1
el aumento ó disminución del mismo, aunque resulte mayor ó
nor cabida, de los expresados en el contrato. La venta a í b
llámase de cuerpo cierto, esto es, con independencia de su metli
número, debiéndose entregar todo lo comprendido dentro d
linderos, sin que quepa lesionar la integridad de la cosa, puc t

toda, tal como físicamente se presenta, fué objeto elel cOllLl'llto,
cuando existan equivocaciones en los linderos. De man ra (IU

se trate de la venta de un inmueble por un precio alzado, ya ti
de dos ó más por un solo precio, no cabe el aumento ó disminu
de éste aunque resulte mayal' Ó menor cabida ó número de lo
presados en el contrato.

Consecuencia de lo dicho es lo cliSl)uesto eu la segunda I
del arto 1.471 de que eso mismo tendrá lugar cuando sean dos Ó

fincas las vendidas por un solo precio; pero si, a\lemás de cxp"e
los linderos, iudispensables en toda enajenación de iumuebll'
designaren en el contrato su cabida ó número, el vendedor l'

obligado á entregar todo lo que se comprenda uentro de los mi 11

linderos, aún cuando exceda de la cabida ó número expresados n
contrato, y si no pudiere, sufrirá una disminución en el precio 1I

porcional á lu que falte de cabida ó número, á no ser qLle (:\ conl
to quede anulado por no conformarse el COml)rador con lJue e d
de entregar lo que se estipuló.

El arto 1.471 no se opone á que la venta se concierte aplazan
para después de celebrado el contrato la determinación de lo, req
sitos necesarios para inscribir lo vendido (Sent. 8 Julio 1903).
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l.l ()nit'JI (lel poder ejecutivo ele 7 de Abril de 1869 las

I
' • del ID tado no se hacen á cuerpo cierto, sino á

I I1I'JI('· ,,-
1111 taJlto pOI' ullirlad de medIda ó numero para que no
.. io lo intereses del mismo por errores ó fraudes en lasrJ lllt'

uacen de los arts. 1.469, 1.470 Y 1.471 pres­
lo 'I'ÜI l1l es contados desde el día de la entrega de la

.,.1:111 Ill' plal'.o exigit1a para dar seguridades á la contrata-
I I 1'1. 1,1 j:l ([n conticne esa disposición, no alcanza á la

11 .lIillute la qne pide el comprador la entrega de ciertos tro­
lit 1 r.I, l'OIl 'itler{ul<101os comprenllidos en la venta,
n .'Ulllll10 1D recho romano no registra esas acciones, cree­

.!Ít'ha.' (1isposiciones son aplicables ú Cataluña y Navarra,
u r \,1 ('llIligo en estas regiones carácter supletorio.
In' luima 'osa se hubiese vendido á diferentes compradores,
\,1 lI:1I1 .'<' lralls~ rirá á la persona que primero haya tomado
i In 111' l'11a eon buena fe, si fuere mneble, Así lo prescribe el

1.1';';\ IIU( no xllresa la clase de tradición, bastando la entrega
l 'lemento físico), {t base de la existencia y validez del

fOIIllrllllO, r la huella fr, que es el fautor subjetivo; la posesión, pues,
11 al f it 1110.

1 11.'1'<' illllll1 h1e-aSiade el texto-la propiedad pertenecerá al
ir ntl' I/nc antes la haya inscrito en el Registro, disposición no

illa I'U la I y de Partidas y que arranca del alcance y sentido
17 (le h\ ley IIipotecaria, constituyendo la inscripción regis-

11I. da, e <le tradición para que al tm'cm'o no pmjudiquen los
I no in.l'ritos (Sent. de 24 de Noviembre de 1894). En nuestra

]),'(' l'IlO Hipotecario y Notarial» hemos dado el concepto de
Il:U hes grados, á la cual nos remitimos.

I I>l'rl'('ho romano no contiene este precepto, pues según dis­
I II'Y 31 Dig, A.CT. EMPT. ET VEND.) 9,a Dig. DE PUBLICIA

( .I.])g RlU VIND" aplicadas en Sents. de 21 de Enero, 14 de
ro y H¡ <le Diciembre de 1861, vendida una misma cosa {t dife-
JI'r ona tiene solo derecho {t pedir su entrega el primer com­

r' i fu ~ ntregada á otro, queda éste dueño de la misma, aún
l, tu:o 1lL1tim que la compró, si satisfizo el precio. Los

\'olllpradores que no reciban la cosa pueden reclamar del
lor lo dalios y perjuicios.
11111 c¡ni ra qne en aquel pueblo no existía la institución regis­

lumohilial'ia, el Derecho tenía que dar unicamente fórmulas re-, ,
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lativas á la tradición material en sus distintas clases, y nu
rirse á esa tradición de verdadera oficialidad, constituída po~
mulgación, en el Registro, de la propiedad transmitida .

11 1 d 1
, ,,' , ~

aque a c ase e trae lClOIl requenase, para que el comprallor t
derecho en la cosa, que le hubiese sido entregada aún cuando
el último de los que trataron, á base de que hubiese Batí t
precio, por constituir éste y la entrega. de la cosa, el lleri
consumación.

Cuando no haya inscripción, pertenecerá la propiedad á qni
buena fe sea primero en la posesión, y faltando ésta, á qlli o
sente título de fecha más antigua, siempre que haya buena f",.
como se ve~ es el elemento ético que imprime carácter á la ad
ción del derecho, para que tenga el respeto y consideración
merece, pues quien cree que la persona transmitente de la
dueña de ella y que en el título de su adquisición no hay vicio
no que lo invalidp, es merecedor de que la ley le ampare, y i
circunstancia añade la posesión de la cosa, signo externo d I
piedad, debe gozar de preferencia á quien, aún teniendo bu
presenta nn título que es solo nn signo oficial del derecho. Bah
quienes, no teniendo esa posesión y sí buena fe, presenten ti
de propiedad, es preferido el que lo tenga de fecha mas antigua
en su favor concurre el principio QUI PRIOl't EST l'ElIIPORE P

ES1' JURE, verdadero homenaje al tiempo.
.A.cerca de la preferencia de derecho del que hubiese obteni

inscripción registral, consúltense las Sents. de 14 de Abril d 1
Y 3 de Junio de 1899 que así lo declaran.

El dominio de la cosa vendida con escritura se tran mit
comprador sin necesidad de tradición. (Ob. 39 DE GENERAL

PRIVILEGIlS; 4.a DE EJ}'rPTIONE El' VENDITIONE; 22 DE FIDB

TRUMENTORUM y 15 DE DONATIONIBUS. Las vigas ó trabes 8

tan entregadas desde el momento que se señalan por el eomprad
por otra persona en su nombre (Ob. 10 DE EMPTIONE ET

T10NE. (Aragón).

Sanear significa hacer la cosa sana. El saneamiento proced
caso de evicción y por razón de los vicios redhibitorios de la
Fúndanse: el primero, en la obligación qne tiene el vendedor d
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t" n (le lo ([ue hubiese transmitido, para que no sea pertur-I Il'n. <•

• I I'jn Ji 'aelo el comprador, y el segundo, en que fué causa
UI I . 1 d 'b' 1 ".,nl¡¡llo 1)( r parte de compra 01', reCl 11' a cosa sm VIClOS o

" o llltos llara obtener de ella su utilidad ó servicio, mm­1III'n .
11'( I'inido, por respeto á esto y por ser el contrato de compra-

111;0 ti lo llamados de buena fe, pues lo introdujo la equidad
I 11111. 1'1 ¡jneamiento es requisito natural en esta convención,

1\ huya necesidad de eslablecerlo; surge por ministerio de la
prrll pnede rennnciarse.

1ll'lllll\ll'ador responde de la posesión legal y pacífica y de los
ti cll-fe ,to ocultos que tuviere la cosa vendida; leyes 3.a y 11,

l. J". lib, ~. <l '1 Dig-esto, l,a y 38, tít. 1.", lib. 25 de íd.
'1 n,I(,[1 lngar la evicción cuando se prive al comprador por sen­

"fÍl'1lI Y Il virtud de un derecho anterior á la compra de todo
111' d(' la cosa comprada. El vendedor responderá de la evicción,

n (uando nada se haya expresado f\n el contrato. Los contratan­
iu rlllhargo, podrán aumentar ó suprimir esta obligación legal

1\('IIII-dol" arto 1.475, con precedentes en la ley 6.a
, tít. 1.0, lib. 10

1J)i~t,·t ,

El (',ídig se refiere, en orden al saneamiento, no á la perturba·
n Cll' hecho, si que á la de derecho en que el comprador se halla­
dI' la -o 'a, ele la que se le priva por virtud de sentencia firme
dl'c'ill tl finitivamente el pleito en una instancia ó en un récur­
II1\onlinario, sin que el vendedor pueda negarse á la obligación
lIeal so pretexto de que el comprador podía apelar del fallo,
o\tre la circunstancia de que este recurso es potestativo, no le

oill Ú uejuél Sil cualidad de firmeza, una vez consentido, tanto mas
uto fjn {t él le habrá sido notificada la demanda y, siendo parte

(1 litig-io, pudo recurrir de la resolución j ndicia!.
Opinamos con 'lamesa que donde el Código ba dicho "privación

r I'ut '11 'ia firme», ha querido dar á entender la necesidad de que
priyu<'ión de la cosa baya sido decretada por la autoridad compe­
o ('\1 el procedimiento adecuado, lo mismo judicial que adminis­

¡YO pnes si el saneamiento es un medio reparador del agravio,
u aclo por el vendedor que carecía de derecho en la cosa al ena­
DnrJa ( 1 macla en su aspecto inmaterial de que hemos hablado),

I . dar e allí donde se prive de ella á su legítimo adquirente. Por
l. lito en los expedientes administrativos, para poder preparar la
'lnll \10 saneamiento, el comprador debe pedir que se dé vista de

11 al vl'ndedor y si á esto no accediere la Administración, hacer
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el requerimiento notarial á dicha persona, para
gar ignorancia,

o importa, para el ejercicio de la acción de sanealllit'ulo
ese comprador sea demandante ó demandado; basta que e. i
sentencia firme que le prive de la cosa para poderse aco,'er

• 1
medio reparador, á base de que la privación proceda de un d,
anterior á la compra, esto es, de lo que el vendedor puede r(' llOn
lo mismo de todo que de parte de la cosa, á cuyo fin habl'á d
montarse á la cansa de la evicción, saber á quién e impll
semejante privación total ó pardal. Si á ese comprador le ton t
el motivo legal por el que podía ser privado de lo que cOIllII
mayormente si consta del Registro de la propiedad en f 1'111

pacto ó de condición resolutoria, no puede llamarse á cngaño; h
de pasar por las consecuencias de sus actos, sin derecllo al
neamiento.

Este es una condición natural del contrato, pero, no olJ tan
los contratantes, en uso de su soberanía, pueden aumentar, di III

nuir ó suprimir esa obligación legal del vendedor, sin que ea
ciso que parta de éste el hecho que dé origen á la evicción. Pu
haberlo realizado alguno de sus causantes, porque aquól, no halJi
do pacttY en contrario, responde al comprador de todas la caD
de evicción anteriores al momento de la compra, tanto judicial e
extrajuclicial. Si el juez otorga la venta, es en rebeldÍ<t y en nomb
del ejecutado, adquiere éste un estado de solvencia respecto d
acreedor; éste, si es el ejecutantf', no queda tenido al saneamienl
precisamente porqne no era dueño de la cosa subastada.

La acción de eviceión corresponde al comprador y á su h
deros, así como al nnevo comprador de la cosa, no solo contra (Iui
se la vendió, sino contra 'los otros vendedores, procurando del 1'0

minar la causa de la eviceión, y cu{tndo existía ésta, porqne 01
mente siendo anterior al primitivo contrato es como cabe e e en
denamiento de responsabilidades; también debe tenerse presellt
en las ventas hechas medió la renuncia de ese derecho, pues
afirmativo, quien la hizo no puede aprovecharse de sus bencflci
no pudiendo repetir contra su vendedor, pero si contra los veJUI l
res anteriores que no se hubieran puesto en esas condicioncs def< o
sivas por mérito de la renuncia.

Será nulo todo pacto que exima al vendedor de responder d la
eviceión, siempre que hubiere mala f~ ele su parte. EstA adverbio
siemp'te, escrito en el arto 1.476, significa que en todos los ca 0 1
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. ), Ilal¡i ndo mala fe por parte del vendedor.

\11 IIl l .1. ' , , , ,(,
I DI ('l'cho romano contwne prescnpclOnes muy analogas ,L las

f Ji"o ('i 'íl, á saber: lUi,mase evicción á la púdida de la cosa

1 ' I"'l ('011 "llsto título, {I, consecuencia de la reclamación de un
11 ni 1 ,

(Il' IIn hecllo anterior á la enajención (Leyes 16 y 21 Digcs-
Tll. l' .

11 ln 1("1', ít. 2.0, lib. 21). Para que el enajenante sea responsa-
1 lila se requiere: 1.° Que el adquirente haya sido desposeido

1 ('O;l pOI' cntencia de Juez COmlJetente (lo que el Código llapnll
lIl'ia lit'lIle)' 2.° Que el que la adquirió la hubiese defendido en

¡j ,jo oponiendo las excepciones legales de que pudiese hacer uso
t) 1'1 ('Olligo no lo exige, ya veremos lLlego lo que acerca de lo
r 1 pI ,('ribe) (leyes 15 y 17 Dig. íd.) 3.° Que no ltaya tenid~

11 alguna n la pérdirla de la cosa (ley 8." Cód. DE EYICT. tít. 45,
• .) 1.0 Qne no se le haya reclamado por algún derecho de que

• JWl Ilotida cuando la adquirió, á no ser, que haya mediado
1 (' pl'(' sobre la evicción (ley 27 Cód. íd.) 5.° Que la senten-
o 1 haya sido proferida por error, ignorancia ó malicia, del Juez
n (lig. íd,; leyes 8 y 15 Cód. íd.); el Código omite esta ci1'cllns­

l'i I porqu " mediando prevaricación por parte del Juez, tiene el
"iallo n recursos; allá el vendedor para utilizarlos; al compra­

r 11· ha la que la. sentencia sea firme, para pedir el saneamiento.
( 11(', promovido el juicio, el comprador demandado lo hubiese

lo 1'11 conocimiento del enajenante ó de sus herederos antes de
Jlllhl¡('lldón de probanzas (este periodo procesal no existe en la

l!l' Enjuiciamiento civil, y, de consiguiente, debe estarse á
1)11(' el Migo prescribe), á menos que se llllbiese pactado que la
j iún tendría lugar sin este requisito (leyes 23, 29 Y 36 Dig. íd.)
ti . aneamiCllto por evicción procede aunque solo se hubiese
litio IIna parte ele la cosa (ley 36 Dig. DE EYICT.) El usufructua­
l' ('On idcra como adquirente, y en caso de evicción, será indem­
,lo por justa estimación (ley 5." Dig. íd.) El que enajena una

1\,( r 'alidad de bienes no está sujeto á responsabilidad alguna por
\ i"('ión de alguna cosa particular de ella (leyes 1." y 2.a Código
F.\ (C'l'.' Dig'. DE lIJERED. E'l' ACT. YENDIT.) El que adquiere
co:a por causa ele transacción nada puede reclamar en caso de
ióu á menos que aquélla fuere diferente de la que formaba el

to d 1 litigio (ley 23 CM DE TRANSACT.)
LI 1)('1' cllo aragonés contiene las siguientes disposiciones: El
dt'dor re ponde de la evicción, pero se requiere que el deman-


	DERECHO FORAL ESPAÑOL. TOMO III.

	CAPíTULO I. De los contratos
	Historia de la contratación
	Obligatoriedad del contrato
	Ley del contrato
	De la generación, perfección y consumación de los contratos
	De los requisitos esenciales para la validez de los contratos
	Capacidad
	Aragón

	Catalunya

	¿Es válida en Cataluña la compra hecha á favor de ambos cónyuges?
	Navarra y Vizcaya

	Medios complementaríos
	Consentimiento de la mujer
	Capacidad de las personas jurídicas 
	DeI consentimiento
	Del objeto de los contratos
	De la causa
	De la eficacia de los contratos
	De la interpretación de los contratos
	Nulidad y rescisión de los contratos: su historia
	Invalidación de los contratos según el Derecho romano
	Diferencia entre nulidad y rescisión
	De la nulidad, confjrmación y ratificación
	De la rescisión ante el Código y el Derecho foral
	Efectos de la nulidad y de la rescisión

	Beneficio de ilesión ó ilicitud

	Jurisprudencia y doctrina reciente

	CAPiTULO II. De los contratos consensuales
	De la donación: su concepto y clases
	Catalunya

	Donación entre cónyuges

	Donación entre tutelados y sus guardadores
	Cesión á persona más poderosa
	Donación entre padres e hijos

	Revocación de donaciones

	Responsabilidad y derechos del donante
	La insinuación ante eI Derecho romano y las Constituciones
	Aragón

	Navarra

	Vizcaya

	Mallorca

	Código civil

	Elemento personal de donación

	Elemento formal de la donación
	Elemento real de la donaclón
	De los efectos y Iimitación de las donaciones

	De la revocación y reducción de las donaciones

	Juriprudencia y doctrina reciente


	CAPíTULO III. De los contratos consenuales preparatorios
	Sociedad

	Elemento personal
	Elemento real
	Elemento formal
	Clases de sociedades

	Derechos de los socios

	De la administración

	De las obligaciones de los socios con un tercero
	De los modos de extinguirse la sociedad

	Del mandato

	Su naturaleza y caracteres
	CIases de mandato
	Limites del mandato
	Elemento personal del mandato
	Efectos del mandato para con tercero
	De las obligaciones del mandatario
	Obligaciones del mandante
	De los modos de acabarse el mandato





